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RADAR LEGISLATIVO 
FICHA LEGISLATIVA 

PARA LA RECONSTRUCCIÓN NACIONAL Y EL DESARROLLO ECONÓMICO Y SOCIAL 

N° Boletín 18216-05 Fecha de ingreso 22 de abril de 2026 

Origen Mensaje 
Cámara de 
ingreso 

Cámara de Diputadas y 
Diputados 

Autores 
Ministerio de Hacienda 

Ministerio del Medio Ambiente 

Área SECOS PESCA ARTESANAL; ACUICULTURA; DESARROLLO COSTERO 

Categoría 
temática  

Institucionalidad y regulación 

Artículos de 
relevancia 
para SECOS1 

• Artículos 5, 6, 11, 12, 13, 14 15, 16, 17 y 18 

• Artículos transitorios 13, 14 y 15 

Se relaciona 
con el 
compromiso 
de 

“Promoveremos la facilitación regulatoria (...) Eliminaremos las regulaciones 
innecesarias, aplicaremos en forma moderna y criteriosa las regulaciones 
existentes y dictaremos aquellas que sean necesarias para el fomento de la 
inversión. Impulsaremos una mayor eficiencia en la tramitación de los permisos 
ambientales. Para ello, derogaremos, modificaremos y dictaremos nuevas guías 
e instructivos que devuelvan la certeza jurídica a todos los actores del SEIA, 
siempre con pleno respeto al medio ambiente, desarrollo social y económico, 
para que Chile alcance el desarrollo sostenible anhelado (...).” (Programa de 
gobierno, p. 27) 

Estado* 
TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL - EN ESPERA DE LA PROMULGACIÓN POR EL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA2. 

 
   *A la fecha de actualización de la ficha: 04/08/2026.  
 

 
1 Esta ficha contempla únicamente los artículos que resultan directa y especialmente relevantes para los 
sistemas socioecológicos costeros de interés para SECOS, particularmente en materia de pesca artesanal, 
acuicultura y desarrollo costero. 
2 Respecto de los artículos 11 y 12 se formuló reserva de constitucionalidad, por lo que se espera también el 
pronunciamiento del Tribunal Constitucional. Dichas disposiciones introducen modificaciones a la Ley N.º 
19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en materias de restitución de gastos por la anulación de 
una Resolución de Calificación Ambiental (RCA), invalidación administrativa y acceso a la justicia ambiental, y 
medidas cautelares decretadas por los tribunales ambientales. 
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 3 

El mensaje que acompaña la presentación del proyecto de ley indica que es una iniciativa de amplio 
alcance, de carácter misceláneo, que aborda materias tributarias, institucionales, de fomento a la 
inversión y sociales. El mensaje indica que el proyecto responde a un doble propósito: financiar la 
reconstrucción de las zonas afectadas por los incendios de Ñuble y Biobío (incluido el aumento del 
Fondo de Emergencia Transitorio) y revertir el bajo crecimiento económico de la última década. Se 
estructura en torno a la competitividad tributaria y la certeza regulatoria, la simplificación de 
permisos y la contención del gasto público. 

En lo ambiental, el mensaje declara que busca hacer más fluidos y funcionales los procedimientos 
sin alterar las normas ambientales sustantivas. Los fundamentos se concentran en dos bloques: 

(1) La racionalización del proceso de evaluación ambiental: régimen voluntario con un número 
acotado de adendas, fortalecimiento de la rectoría técnica del Servicio de Evaluación Ambiental 
(SEA), eliminación del guarismo de capacidad instalada de centrales eléctricas como criterio de 
ingreso al SEIA, restitución de gastos cuando una Resolución de Calificación Ambiental (RCA) es 
anulada judicialmente, exclusión de la “invalidación impropia”, exención de reevaluación para 
modificaciones no sustantivas y mejoras tecnológicas, plazos legales a las reclamaciones, límites 
temporales a las medidas cautelares y ampliación de los plazo de implementación del Servicio de 
Biodiversidad y Áreas Protegidas. 

(2) La racionalización de la gestión del Consejo de Monumentos Nacionales, con plazos fatales para 
pronunciarse sobre hallazgos y la figura de las “intervenciones menores”. 

 

 

  

 
3 Toda la sección de Antecedentes se encuentra basada en el documento oficial del proyecto: Boletín 18216-

05. Recuperado de 
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=18216-05 

ANTECEDENTES DEL 
PROYECTO1 

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=18216-05
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3º TRÁMITE CONSTITUCIONAL  

ESTADO                                          URGENCIA 

TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL DISCUSIÓN INMEDIATA (2) 

RESUMEN TRAMITACIÓN  

 

PROYECTO DE LEY VOTADO EN SALA EN TERCER TRÁMITE 

El contenido del proyecto de ley votado4 en sala puede verse en detalle en el Anexo 1 de esta 
ficha. 

 

1.1 DETALLE INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA 
*1 sesión del 22 de julio de 2026 

1.1.1 >> INTEGRANTES COMISIÓN 

SENADORES Y SENADORAS 

UDI Javier Macaya (Presidente) 

IND-REP Rodolfo Cartes 

PS Danissa Astudillo 

PS Paulina Vodanovic 

 
4 La totalidad de las enmiendas introducidas por la Cámara revisora (Senado) fue aprobada por la Cámara de 
origen (Cámara de Diputadas y Diputados), con excepción del articulado relativo a la compensación tributaria 
municipal, que fue rechazado e ingresó a Comisión Mixta. Por tanto, la tramitación del resto de las 
disposiciones incluidas en esta ficha se encuentra concluida, salvo la de los artículos 11 y 12, respecto de los 
cuales se formuló reserva de constitucionalidad. 
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RN María José Gática 

DIPUTADOS Y DIPUTADAS 

FA Jorge Brito 

PS Daniel Manouchehri 

REP Agustín Romero 

RN Diego Schalper 

UDI Flor Weisse 

1.1.2 >> INVITADOS COMISIÓN 

INSTITUCIÓN NOMBRE CARGO 

EJECUTIVO 

Ministerio de Hacienda Jorge Quiroz Castro Ministro 

Ministerio de Hacienda Juan Pablo Rodríguez Subsecretario 

Ministerio de Hacienda Tomás Bunster 
Coordinador de Regulación 

Económica 

Ministerio de Hacienda Bárbara Bayolo Coordinadora legislativa 

Ministerio de Hacienda Felipe Donoso Asesor 

Ministerio Secretaría General 
de la Presidencia 

José García Ruminot Ministro 

Ministerio Secretaría General 
de la Presidencia 

María Victoria Reyes Asesora 

Ministerio Secretaría General 
de la Presidencia 

Matías Donoso Asesor 

Subsecretaría General de la 
Presidencia 

Constanza Castillo Subsecretaria 

ASESORES LEGISLATIVOS 

Oficina Senadora Astudillo Melissa Mallega Asesora 
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Oficina Senadora Astudillo Diego Montoya Asesor 

Oficina Senadora Gatica Arlette Bravo Asesora 

Oficina Senador Macaya Valentín Matus Jefe de Gabinete 

Oficina Diputado Brito Camila Lucero Asesora 

Oficina Diputado Brito Francisco Gúzman Asesor 

Oficina Diputado Romero Juan Gúzman Asesor 

Oficina Diputado Schalper José Asenjo Asesor 

Comité PS-PPD-PL Reinaldo Monardes Asesor 

Comité PS-PPD-PL Juan Pablo Pallamar Asesor 

Comité RN Elisa Ríos Asesora 

Comité RN Lucs González Asesor 

Comité Republicano Hernán Olguin Asesor 

Comité FA Aurora Rozas Asesora 

Comité FA Raúl Méndez Asesor 

Comité PDG Iván Otárola Asesor 

CENTROS DE INVESTIGACIÓN Y THINK TANKS 

Fundación Jaime Guzmán Catalina Delgado Asesora 

3.1.3 >> DISCUSIÓN COMISIÓN 

Ningún artículo de relevancia para los sistemas socioecológicos costeros de interés de SECOS fueron 
discutidos y votados en esta instancia legislativa. 
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1.2 VOTACIÓN EN SALA EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL (DISCUSIÓN ÚNICA) 

FECHA TIPO A FAVOR EN CONTRA ABSTENCIÓN RESULTADO 

21-07-2026 

DISCUSIÓN ÚNICA 

Arts. transitorio décimo tercero 
y décimo quinto 

85 59 0 APROBADO 

21-07-2026 

VOTACIÓN SEPARADA     

Enmienda del Senado que 
reemplaza el artículo 5 del 

proyecto, cuya votación 
separada ha sido solicitada por 

las diputadas Serrano, 
Yeomans, Schneider, Gazmuri y 
Tello y de los diputados Leiva, 

Venegas, Malla, Soto, Díaz, 
Barría y Barraza 

100 44 0 APROBADO 

Enmiendas del Senado al 
artículo 6 del proyecto, cuya 

votación separada ha sido 
solicitada por las diputadas 

Serrano, Yeomans, Schneider, 
Gazmuri y Tello y de los 

diputados Leiva, Venegas, 
Malla, Soto, Díaz, Barría y 

Barraza 

87 57 1 APROBADO 

Enmienda del Senado que 
reemplaza el artículo 10 del 

proyecto, cuya votación 
separada ha sido solicitada por 
la diputada Gael Yeomans y el 
diputado Daniel Manouchehri 

98 46 0 APROBADO 

Enmiendas del Senado al 
artículo 11 del proyecto, cuya 

votación separada ha sido 
solicitada por la diputada 

Yeomans y los diputados Leiva, 
Soto, Díaz y Pinilla 

84 61 0 APROBADO 

Enmienda del Senado que 
reemplaza el artículo 12 del 

proyecto, cuya votación 
separada ha sido solicitada por 

la diputada Yeomans y los 

84 61 0 APROBADO 
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diputados Leiva, Soto, Díaz, 
Manouchehri y Pinilla 

Enmienda del Senado que 
reemplaza el artículo 13 del 

proyecto, cuya votación 
separada ha sido solicitada por 

la diputada Yeomans y los 
diputados Leiva, Soto, Díaz, 
Manouchehri y Pinilla. Cabe 
hacer presente, que el inciso 

cuarto de este artículo requiere 
para su aprobación del voto 
favorable de 78 diputadas y 

diputados, por tratarse de una 
norma de rango orgánico 

constitucional. 

81 64 0 APROBADO 

Enmienda del Senado que 
reemplaza el artículo 14 del 

proyecto, cuya votación 
separada ha sido solicitada por 

el diputado Daniel 
Manouchehri, que requiere 
para su aprobación del voto 
favorable de 78 diputadas y 

diputados, por tratarse de una 
norma de rango orgánico 

constitucional. 

81 63 0 APROBADO 

Enmienda del Senado que 
reemplaza el artículo 15 del 

proyecto, cuya votación 
separada ha sido solicitada por 

el diputado Daniel 
Manouchehri 

81 64 0 APROBADO 

Enmienda del Senado que 
reemplaza el artículo 16 del 

proyecto, cuya votación 
separada ha sido solicitada por 

el diputado Daniel 
Manouchehri. Cabe hacer 
presente, que los incisos 

tercero y final de este artículo 
requieren para su aprobación 

del voto favorable de 78 
diputadas y diputados, por 

tratarse de normas de rango 
orgánico constitucional. 

83 62 0 APROBADO 

Enmiendas del Senado al 
artículo 17 del proyecto, cuya 

votación separada ha sido 

83 62 0 APROBADO 



 

 

 

                        

ANÁLISIS LEGISLATIVO www.socioecologiacostera.cl  

solicitada por las diputadas 
Serrano, Yeomans, Schneider, 

Gazmuri y Tello y de los 
diputados Leiva, Venegas, 
Malla, Soto, Díaz, Barría y 

Barraza; y que requieren para 
su aprobación del voto 

favorable de 78 diputadas y 
diputados, por tratarse de 
normas de rango orgánico 

constitucional. 

Enmienda del Senado que 
reemplaza el artículo décimo 

cuarto transitorio, cuya 
votación separada ha sido 
solicitada por el diputado 

Daniel Manouchehri 

82 63 0 APROBADO 
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2º TRÁMITE CONSTITUCIONAL 

ESTADO                                          URGENCIA 

SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL URGENCIA SUMA (2) 

DISCUSIÓN INMEDIATA (1) 

RESUMEN TRAMITACIÓN  

 

PROYECTO DE LEY VOTADO EN SALA EN SEGUNDO TRÁMITE 

El contenido del proyecto de ley votado en sala puede verse en detalle en el Anexo 2 de esta 

ficha. 
 

2.1 DETALLE PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE, CAMBIO 
CLIMÁTICO Y BIENES NACIONALES (SENADO) 
*Primer informe: 2 sesiones entre el 6 y el 7 de julio de 2026 

2.1.1 >> INTEGRANTES COMISIÓN 

UDI Sergio Gahona (Presidente) 

IND-FRVS Miguel Calisto 

PPD Ricardo Celis 

PS Alfonso de Urresti 

RN Andrés Longton 

2.1.2 >> INVITADOS COMISIÓN 

INSTITUCIÓN NOMBRE CARGO 
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EJECUTIVO 

Ministerio de Hacienda Jorge Quiroz Ministro 

Ministerio de Hacienda Tomás Bunster 
Coordinador de Regulación 

Económica 

Ministerio de Hacienda Bárbara Bayolo Coordinadora Legislativa 

Ministerio de Hacienda Felipe Donoso Asesor 

Subsecretaría de Hacienda Juan Rodríguez Subsecretario 

Subsecretaría de Hacienda Sebastián Olivares Asesor 

Subsecretaría de Hacienda José Valdivieso Asesor 

Subsecretaría de Hacienda Daniel Muñoz Asesor 

Ministerio de Medio Ambiente Francisca Toledo Ministra 

Ministerio de Medio Ambiente Eduardo Méndez Jefe de Gabinete 

Ministerio de Medio Ambiente Gabriel Bravo Asesor 

Subsecretaría de Medio 
Ambiente 

José Vial Subsecretario 

Subsecretaría de Pesca y 
Acuicultura 

Osvaldo Urrutia Subsecretario 

Subsecretaría de Pesca y 
Acuicultura 

Alejandro Barrientos Jefe de División de Acuicultura 

Subsecretaría de Pesca y 
Acuicultura 

Antonella León Asesor 

Subsecretaría de Pesca y 
Acuicultura 

Omar Yutronic Asesor 

Ministerio Secretaría General de 
la Presidencia (SEGPRES) 

Josefina Ossa Asesor 

Ministerio Secretaría General de Fernando Castro Asesor 
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la Presidencia (SEGPRES) 

Ministerio Secretaría General de 
la Presidencia (SEGPRES) 

Cristóbal Millar Asesor 

LEGISLATIVO (ASESORES LEGISLATIVOS) 

Oficina Senador Calisto Pablo Christie Asesor legislativo 

Oficina Senador Celis Carolina Codoceo Asesor legislativo 

Oficina Senador Celis Viviana Díaz Asesor legislativo 

Oficina Senador Celis Iván Vera Asesor legislativo 

Oficina Senador De Urresti Melissa Mallega Asesor legislativo 

Oficina Senador De Urresti Luciano Candia Asesor legislativo 

Oficina Senador Gahona Pablo Errázuriz Asesor legislativo 

Oficina Senador Ibáñez Marco González Asesor legislativo 

Oficina Senador Kuschel Alejandro Mer Asesor legislativo 

Oficina Senador Longton Constanza Rebolledo Asesor legislativo 

Oficina Senador Longton Claudio Pimentel Asesor legislativo 

Comité PS Eliana Díaz Asesor legislativo 

Comité UDI Álvaro Vallejos Asesor legislativo 

LEGISLATIVO (BCN Y ORGANISMOS ASESORES DEL CONGRESO) 

Biblioteca del Congreso Nacional Enrique Vivanco Investigador 

EXPERTOS 

Universidad de Chile Maisa Rojas Académica y Exministra de 
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Medio Ambiente5 

Asuntos Ambientales y País 
Circular 

Pablo Badenier 
Biólogo Marino y Exministro de 

Medio Ambiente6 

- Javier Naranjo 
Abogado y Exministro de Medio 

Ambiente7 

Pontificia Universidad Católica de 
Chile 

Ricardo Irarrázabal 
Académico y Exsubsecretario de 

Medio Ambiente8 

Universidad del Desarrollo Marie-Claude Plumer 
Académica y Exsuperintendente 

de Medio Ambiente9 

Pontificia Universidad Católica de 
Valparaíso 

Jorge Bermúdez 
Académico y Excontralor 
General de la República10 

ACADEMIA 

Pontificia Universidad Católica de 
Valparaíso 

Sebastián Riestra Académico 

Universidad de Valparaíso Carlos Ferrada Académico 

ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL 

Fundación OCEANA Liesbeth van Meer Directora Ejecutiva 

Fundación OCEANA Cristóbal Correa Director de Campañas 

Greenpeace Chile Roxana Núñez Coordinadora legal 

Greenpeace Chile Silvana Espinosa Geógrafa 

 
5 Maisa Rojas se desempeñó como Ministra de Medio Ambiente (2022-2026) durante el gobierno del 
presidente Gabriel Boric (2022-2026). 
6 Pablo Badenier se desempeñó como Ministro de Medio Ambiente (2014-2017) durante el segundo gobierno 
de la presidenta Michelle Bachelet (2014-2018). 
7 Javier Naranajo se desempeñó como Ministro de Medio Ambiente (2021-2022) durante el segundo gobierno 
del presidente Sebastián Piñera (2018-2022). 
8 Ricardo Irarrazábal se desempeñó como Subsecretario de Medio Ambiente (2010-2013) durante el primer 
gobierno del presidente Sebastián Piñera (2010-2014). 
9 Marie-Claude Plumer se desempeñó como Superintendenta de Medio Ambiente entre 2023 y 2026. 
10 Jorge Bermúdez se desempeñó como Contralor General de República entre 2015 y 2023. 
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ONG FIMA Antonia Berríos Coordinadora General 

ONG FIMA Carolina Palma Coordinadora de Incidencia 

Fundación Chile Sustentable Sara Larraín Directora Ejecutiva 

Fundación Chile Sustentable Benjamín Cornejo Abogado 

CENTROS DE INVESTIGACIÓN Y THINK TANKS 

Fundación Jaime Guzmán Felipe García-Huidobro Asesor 

Instituto Libertad y Desarrollo Carlos Oyarzún Asesor 

ASOCIACIONES GREMIALES 

Sociedad de Fomento Fabril 
(SOFOFA) 

Rosario Navarro Presidenta 

Sociedad de Fomento Fabril 
(SOFOFA) 

Camila Madariaga Abogada 

Confederación de la Producción 
y del Comercio (CPC) 

Paulina Riquelme 
Presidenta de la Comisión de 

Desarrollo Sostenible 

Confederación de la Producción 
y del Comercio (CPC) 

Jorge Lira Subdirector de Políticas Públicas 

Salmón Chile A.G. Tomás Monge Gerente General 

Salmón Chile A.G. Alicia Baltierra Abogada 

Consejo del Salmón Loreto Seguel Presidenta Ejecutiva 

Consejo del Salmón Rocío Brizuela Directora de Gestión 

Consejo del Salmón Francisco Moreno Asesor 

Asociación de Salmonicultores 
de Magallanes 

Carlos Odebret Presidente 

SINDICATOS 
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Confederación Nacional de 
Pescadores Artesanales de Chile 

(CONAPACH) 
Zoila Bustamante Presidenta 

Confederación Nacional de 
Pescadores Artesanales de Chile 

(CONAPACH) 
Irma Véliz Directora 

Confederación Nacional de 
Pescadores Artesanales de Chile 

(CONAPACH) 
Cristian Tapia Abogado 

Multisindical de Trabajadores 
Salmoneros, Pesquerías y 

Ramas Afines 
Alejandro Santíbañez Presidente 

Multisindical de Trabajadores 
Salmoneros, Pesquerías y 

Ramas Afines 
Pablo Berazaluce Abogado 

Multisindical de Trabajadores 
Salmoneros, Pesquerías y 

Ramas Afines 
Miriam Chávez Dirigente 

Multisindical de Trabajadores 
Salmoneros, Pesquerías y 

Ramas Afines 
Abraham Abad Dirigente 

Multisindical de Trabajadores 
Salmoneros, Pesquerías y 

Ramas Afines 
Ronald Altamirano Dirigente 

2.1.3 >> DISCUSIÓN COMISIÓN 

• Senador Gahona (Presidente): Preguntó qué estándares objetivos podrían incorporarse para impedir 
que titulares que hubieran actuado negligentemente, por ejemplo mediante líneas base deficientes, 
accedieran a compensaciones financiadas con recursos públicos.  

• Senador Celis: Observó la eliminación del límite de 3 MW para determinadas centrales de generación y 
señaló la necesidad de regular esta materia por vía reglamentaria, especialmente cuando se 
involucraran comunidades indígenas y centrales de pasada. También indicó que la restitución de gastos 
podía exceder los modelos comparados y transformar al Estado en una suerte de asegurador de 
inversiones privadas. Más adelante, destacó coincidencias entre las observaciones de académicos y las 
formuladas por SOFOFA y la CPC sobre ese mecanismo.  

• Senador De Urresti: Valoró parte de las observaciones de SOFOFA sobre la restitución de gastos por 
anulación de RCA y señaló que la propuesta modificaba sustancialmente el régimen de responsabilidad 
del Estado. Consultó por la metodología utilizada para estimar empleos asociados al proyecto y 
cuestionó la relación entre las modificaciones propuestas y las cifras presentadas. También formuló 
observaciones sobre actuaciones empresariales en humedales y áreas ambientalmente sensibles, 
preguntó por la conveniencia de separar materias ambientales del proyecto y tramitarlas 
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sectorialmente, consultó sobre el principio de no regresión y pidió precisar resguardos para micro 
relocalizaciones respecto de caladeros y bancos naturales.  

• Senador Longton: Señaló que el proyecto buscaba reducir demoras y obstáculos para proyectos que 
cumplen la normativa. Consultó sobre mecanismos para evitar dilaciones por observaciones sucesivas, 
fortalecer la participación ciudadana, mantener vías de acceso a la justicia ambiental y precisar los 
efectos de reducir el plazo de invalidación. También preguntó por las relocalizaciones acuícolas, 
nulidades parciales de RCA, rectoría técnica del SEA, constitucionalidad de la restitución de gastos y 
razones del bajo número de relocalizaciones aprobadas. Finalmente, señaló que existía consenso 
transversal sobre la necesidad de resolver administrativamente las micro relocalizaciones. 

DISCUSIÓN DE SENADORES – NUDOS TEMÁTICOS 

• Permisos, inversión y empleo: Se discutió la duración e incertidumbre de los procedimientos 
administrativos, su incidencia en proyectos de inversión y la relación planteada entre reducción de 
plazos, crecimiento económico y generación de empleo. También se cuestionó la metodología uti lizada 
para vincular directamente las modificaciones del proyecto con determinadas cifras de empleo.  

• Restitución de gastos por anulación de una RCA: Se examinó si el Estado debe restituir gastos cuando 
una autorización ambiental es anulada judicialmente. Las intervenciones abordaron los criterios para 
excluir a titulares negligentes, el riesgo de trasladar al Estado costos propios de la inversión privada, los 
posibles efectos fiscales y constitucionales, y la conveniencia de privilegiar mecanismos preventivos 
frente a sistemas compensatorios.  

• Invalidación administrativa y acceso a la justicia ambiental:  Se debatió la eliminación o reducción del 
plazo de invalidación de las resoluciones ambientales. Se plantearon sus efectos sobre terceros que no 
participaron en la evaluación, la eventual utilización de recursos de protección ante tribunales ordinarios 
y la posibilidad de mantener mecanismos especializados de revisión ante los tribunales ambientales.  

• Medidas cautelares de los tribunales ambientales: Se discutió la propuesta de limitar a seis meses la 
duración de las medidas cautelares. Algunas intervenciones advirtieron que determinados conflictos 
ambientales pueden requerir períodos más extensos, mientras que también se examinó la relación de 
estas medidas con el régimen general de impugnaciones y con la especialización de la justicia ambiental.  

• Régimen especial de evaluación ambiental: Se abordó la reducción de rondas de observaciones, Informe 
Consolidado de Solicitud de Aclaraciones, Rectificaciones o Ampliaciones (ICSARA) y adendas, así como 
la necesidad de evitar suspensiones y requerimientos sucesivos. También se discutió cómo reducir 
dilaciones sin afectar la calidad técnica de la evaluación y qué mecanismos deberían existir para 
abandonar el régimen especial cuando el proyecto requiera mayores antecedentes.  

• Rectoría técnica del Servicio de Evaluación Ambiental: Se analizó el fortalecimiento de las atribuciones 
técnicas del SEA y la necesidad de coordinar sus decisiones con los pronunciamientos sectoriales. Las 
intervenciones también abordaron la precisión de conceptos como modificación sustantiva y la 
conveniencia de vincularlos con criterios de significancia ambiental.  

• Eliminación del umbral de 3 MW: Se discutió la supresión del límite legal aplicable a determinadas 
centrales de generación. Se planteó la necesidad de una regulación reglamentaria clara y de normas 
transitorias, especialmente respecto de centrales de pasada y proyectos relacionados con comunidades 
indígenas.  

• Relocalizaciones y micro relocalizaciones acuícolas: Se debatió la definición y alcance de estas figuras, su 
ingreso al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y la diferencia entre ajustes cartográficos y 
desplazamientos efectivos. También se abordaron sus efectos sobre bancos naturales, caladeros de 
pesca artesanal, espacios costeros indígenas, condiciones sanitarias, productividad y empleo regional.  

• Participación ciudadana: Se discutieron las barreras de acceso a información ambiental, la participación 
temprana y la relación entre la formulación de observaciones ciudadanas y la legitimación para recurrir 
ante tribunales ambientales. También se planteó cómo fortalecer la participación sin convertirla 
únicamente en una instancia de controversia jurídica.  
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• Implementación del SBAP y sitios prioritarios: Se abordó la ampliación de plazos para dictar reglamentos 
y homologar sitios prioritarios. Algunas intervenciones valoraron una implementación más ordenada, 
mientras otras advirtieron que las prórrogas y el retiro de reglamentos podían retrasar el funcionamiento 
efectivo del Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas.  

• Reforma a la Ley de Monumentos Nacionales: Se discutió la modernización de los procedimientos 
asociados a hallazgos arqueológicos y paleontológicos. Se planteó la necesidad de definir conceptos 
técnicos, fortalecer las capacidades del Consejo de Monumentos Nacionales y desarrollar plataformas 
para seguir la tramitación de los procedimientos.  

• Coordinación con otras reformas ambientales: Se señaló que varias materias del proyecto también se 
encuentran presentes en iniciativas sobre SEIA (boletín 16552-12)11, Superintendencia del Medio 
Ambiente (boletín 16553-12)12, biodiversidad (boletín 18030-12)13 y patrimonio cultural (boletín 12712-
24)14. Se debatió la conveniencia de tramitar determinados cambios en sus proyectos sectoriales y de 
mantener coherencia entre las distintas reformas. 

• Principio de no regresión y compromisos internacionales:  Se examinó si determinadas modificaciones 
podían reducir estándares ambientales existentes. Las intervenciones hicieron referencia al principio de 
no regresión, al Acuerdo de Escazú, a compromisos con la OCDE y la Unión Europea, y a la necesidad de 
compatibilizar racionalización regulatoria con los niveles de protección ambiental vigentes 

 

2.1.4 >> DISCUSIÓN INVITADOS – NUDOS TEMÁTICOS 

TEMA ARGUMENTO NOMBRE Y CARGO 

Permisos, inversión y 
modernización 

regulatoria 

Valoró que el proyecto establezca límites temporales, 
aumente la fundamentación de las decisiones 
administrativas y reduzca la incertidumbre en la 
tramitación de inversiones. Relacionó la duración de 
los permisos con el crecimiento, el empleo y la 
recaudación fiscal, y sostuvo que las reformas 
ambientales deben coordinarse dentro de una 
agenda integral. 

Rosario Navarro, 
Presidenta de SOFOFA 

Institucionalidad 
ambiental y protección 

marina 

Señaló que diversas modificaciones podrían debilitar 
una institucionalidad ambiental construida durante 
décadas y retrasar la implementación del SBAP. 
Cuestionó la restitución de gastos por anulación de 
RCA, la reducción de vías de impugnación y la falta de 
precisión sobre los efectos de las micro 

Liesbeth van der Meer, 
Directora Ejecutiva de 

Fundación Oceana 

 
11 Para más información, puede revisar la tramitación del proyecto de ley: 
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=16552-12 
12 Para más información, revisar la tramitación del proyecto de ley: 
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=16553-12 
13 Para más información, revisar la tramitación del proyecto de ley: 
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=18030-12 
14 Para más información, revisar la tramitación del proyecto de ley: 
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=12712-24 

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=16552-12
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=16553-12
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=18030-12
http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=12712-24
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relocalizaciones en la pesca artesanal y otros usos 
costeros. 

Acceso a la justicia y 
conflictos 

socioambientales 

Cuestionó la eliminación de la invalidación 
administrativa y señaló que la participación 
ciudadana constituye actualmente una vía relevante 
para acceder a la justicia ambiental especializada. 
Propuso fortalecer la publicidad de los actos 
administrativos y mantener la evaluación caso a caso 
de las relocalizaciones acuícolas conforme a las reglas 
generales del SEIA. 

Antonia Berríos, 
Coordinadora General 

de ONG FIMA Chile 

Micro relocalizaciones e 
impactos ambientales 

Manifestó preocupación por la falta de una definición 
precisa de micro relocalización y por el eventual 
traslado de concesiones hacia zonas 
productivamente más favorables. Señaló que no 
existe evidencia suficiente para descartar impactos 
ambientales y solicitó límites claros, transparencia y 
criterios técnicos objetivos. 

Silvana Espinosa, 
Geógrafa y campañista 
de Greenpeace Chile 

Invalidación y 
participación ciudadana 

Sostuvo que la invalidación permite cuestionar 
ilegalidades graves, incluso por personas que no 
participaron formalmente en la evaluación. Advirtió 
que su eliminación podría trasladar las controversias 
a tribunales ordinarios. También propuso 
participación temprana, mayor difusión de los 
proyectos y acceso a información comprensible. 

Roxana Núñez, 
Coordinadora del 
equipo legal de 

Greenpeace Chile 

Restricciones aplicables 
a las relocalizaciones 

Explicó que la baja efectividad de las relocalizaciones 
deriva de restricciones ambientales, territoriales y 
regulatorias, como áreas protegidas, espacios 
costeros indígenas y superposición con otros usos. 
Señaló que el proyecto crea una categoría específica 
para desplazamientos menores. 

Alejandro Barrientos, 
Jefe de la División de 

Acuicultura de 
SUBPESCA 

Protección de la pesca 
artesanal 

Advirtió que la flexibilización de las relocalizaciones 
podría debilitar los resguardos aplicables a bancos 
naturales y caladeros utilizados históricamente por 
pescadores artesanales. Cuestionó que el proyecto 
facilite la situación regulatoria del sector salmonero 
mientras la pesca artesanal mantiene dificultades y 
procesos de caducidad. 

Zoila Bustamante, 
Presidenta de 
CONAPACH 

Evaluación ambiental de 
micro relocalizaciones 

Señaló que la redacción podría interpretarse como 
una eliminación general del ingreso al SEIA. Indicó 
que CONAPACH solo aceptaría correcciones 
cartográficas acotadas y manifestó reparos frente a 
desplazamientos mayores. También cuestionó la 

Cristian Tapia, 
Abogado de 
CONAPACH 
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externalización de evaluaciones de bancos naturales 
y solicitó revisar causales de caducidad. 

Micro relocalizaciones y 
condiciones sanitarias 

Sostuvo que los desplazamientos menores 
permitirían mejorar corrientes, profundidad, 
dispersión de materia orgánica y condiciones 
sanitarias sin aumentar la superficie ni la producción 
autorizada. También propuso simplificar el 
procedimiento, integrar los sistemas de monitoreo y 
modificar el régimen de patentes por no operación. 

Carlos Odebret, 
Presidente de la 

Asociación de 
Salmonicultores de 

Magallanes 

Consenso sobre micro 
relocalizaciones 

Señaló que las micro relocalizaciones han sido objeto 
de trabajo técnico y político durante distintas 
administraciones. Indicó que autoridades de 
gobiernos sucesivos han reconocido la necesidad de 
permitir ajustes menores destinados a mejorar las 
condiciones sanitarias y ambientales. 

Loreto Seguel, 
Presidenta Ejecutiva 

del Consejo del Salmón 

Empleo y 
encadenamientos 

territoriales 

Destacó la presencia de la salmonicultura en seis 
regiones y sus vínculos productivos con la agricultura, 
el transporte, los puertos, la construcción naval, la 
minería y la pesca artesanal. Señaló que la actividad 
constituye una fuente relevante de empleo y 
desarrollo económico local. 

Tomás Monge, 
Gerente General de 

SalmonChile 

Régimen ambiental de 
las relocalizaciones 

Aclaró que el proyecto no elimina la evaluación 
ambiental, sino que reemplaza el ingreso automático 
por la aplicación de las reglas generales del SEIA. 
Indicó que cada relocalización deberá examinarse 
para determinar si genera cambios de consideración 
y confirmó que las micro relocalizaciones 
actualmente no tienen un régimen diferenciado. 

Osvaldo Urrutia, 
Subsecretario de Pesca 

y Acuicultura 

Invalidación, restitución 
y medidas cautelares 

Propuso mantener la invalidación administrativa con 
un plazo más breve, en lugar de eliminarla. Sostuvo 
que la restitución de gastos configura una 
responsabilidad objetiva excepcional y que debería 
utilizarse el régimen de falta de servicio. También 
cuestionó el límite rígido de seis meses para las 
medidas cautelares ambientales. 

Juan Carlos Ferrada, 
Abogado y académico 
de la Universidad de 

Valparaíso 

Técnica legislativa y 
revisión administrativa 

Señaló que la aplicación de las reglas generales del 
SEIA a las relocalizaciones debe quedar 
expresamente establecida para evitar controversias 
interpretativas. Planteó que la invalidación podría 
mantenerse con plazos más breves y advirtió que 
cerrar vías de revisión para terceros podría aumentar 
los recursos de protección. 

Jorge Bermúdez, 
Abogado, académico 

de la PUCV y 
excontralor 
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Racionalización del 
sistema ambiental 

Sostuvo que racionalizar no significa disminuir 
estándares, sino focalizar la regulación en impactos 
significativos. Defendió la reducción de iteraciones en 
la evaluación, el fortalecimiento de la rectoría técnica 
del SEA y la reducción del plazo de invalidación, 
coordinada con reclamaciones judiciales para 
terceros. 

Ricardo Irarrázabal, 
Académico de la 

Pontificia Universidad 
Católica y 

exsubsecretario del 
Medio Ambiente 

Ajustes regulatorios y 
no regresión 

Señaló que no toda modificación normativa 
constituye una regresión ambiental. Consideró 
razonable reducir el plazo de invalidación, aunque 
observó problemas técnicos en la redacción. Apoyó 
fortalecer la rectoría técnica del SEA y sostuvo que los 
desplazamientos extremadamente acotados de 
concesiones no necesariamente requieren ingreso 
obligatorio al SEIA. 

Javier Naranjo, 
Exministro del Medio 

Ambiente 

Micro relocalizaciones y 
empleo salmonero 

Señaló que los trabajadores están interesados en la 
protección ambiental porque su empleo depende de 
la sostenibilidad marina. Sostuvo que las micro 
relocalizaciones pueden mejorar las condiciones 
sanitarias y productivas, con efectos en los ingresos 
laborales, y llamó también a fortalecer la seguridad 
de los trabajadores. 

Alejandro Santibáñez, 
Presidente de la 
Multisindical de 

Trabajadores 
Salmoneros, 

Pesquerías y Ramas 
Afines 

Productividad e 
ingresos de las 
trabajadoras 

Precisó que las micro relocalizaciones no 
corresponden únicamente a correcciones 
cartográficas, sino a desplazamientos menores para 
mejorar corrientes y condiciones sanitarias. Indicó 
que un mejor rendimiento productivo repercute en 
los ingresos variables de las trabajadoras de plantas 
de proceso. 

Miriam Chávez, 
Representante de 
trabajadores de la 

industria salmonera 

Efectividad del 
mecanismo de 
relocalización 

Señaló que durante más de veinte años el sector ha 
intentado implementar relocalizaciones sin 
resultados satisfactorios. Solicitó que el proyecto 
establezca mecanismos efectivos para que la 
discusión se traduzca en modificaciones aplicables. 

Pablo Berazaluce, 
Representante de 
trabajadores de la 

industria salmonera 

Coherencia de las 
reformas ambientales 

Sostuvo que el proyecto contiene modificaciones 
sustantivas, y no simples ajustes administrativos, 
sobre SEIA, SBAP, justicia ambiental y patrimonio. 
Cuestionó que estas materias se tramiten 
conjuntamente y advirtió sobre posibles retrocesos 
respecto de estándares ambientales y compromisos 
internacionales. 

Sara Larraín, Directora 
Ejecutiva de Fundación 

Chile Sustentable 
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Imprecisión normativa y 
acceso a reclamación 

Cuestionó la falta de criterios precisos para definir las 
micro relocalizaciones y las modificaciones 
sustantivas de proyectos. Señaló que eliminar la 
invalidación restringiría el acceso de terceros a la 
revisión ambiental especializada y reiteró reparos 
sobre la restitución de gastos y la limitación temporal 
de medidas cautelares. 

Benjamín Cornejo, 
Abogado de Fundación 

Chile Sustentable 

 

2.2 VOTACIÓN EN SALA SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL 

FECHA TIPO A FAVOR EN CONTRA ABSTENCIÓN RESULTADO 

24-06-2026 GENERAL 26 23 1 APROBADO 

15-07-2026 

PARTICULAR 

En votación el artículo 1  
50 0 0 APROBADO 

En votación las siguientes 
normas con enmiendas 

unánimes que corresponde 
votar sin debate: artículo 6, 
artículo 26, artículo décimo 
tercero transitorio y artículo 
décimo séptimo transitorio  

(Mayoría simple) 

48 0 2 APROBADO 

En votación la enmienda de 
mayoría aprobada por la 

Comisión de Medio Ambiente, 
Cambio Climático y Bienes 
Nacionales, para agregar 

incisos finales propuestos por 
el número 3 del artículo 5 

48 2 0 APROBADO 

Solicitud de votación separada 
de los H. Senadores señor 

Castro y señora Provoste; y del 
H. Senador señor Núñez, 

respecto del artículo 7 

44 1 1 APROBADO 

Renovación de indicación de 
los Honorables Senadores 

señoras Cicardini y Provoste, y 
señores Celis, De Urresti e 

Ibáñez, para sustituir el inciso 
final contenido en la letra b) 
del número 1 del artículo 11 

propuesto por la Comisión de 
Medio Ambiente, Cambio 

23 27 0 RECHAZADO 
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Climático y Bienes Nacionales, 
por los siguientes: “Tratándose 

de modificaciones de un 
proyecto o actividad que 
cuente con Resolución de 

Calificación Ambiental 
favorable y cuyas partes, obras 
o acciones que intervengan o 
complementen se ejecuten en 

la misma faena o área 
intervenida originalmente 

evaluada, solo requerirá una 
nueva evaluación ambiental si 

existiere un cambio de 
consideración en términos de 
magnitud o extensión de los 

impactos ambientales. 
Asimismo, las modificaciones 

que impliquen exclusivamente 
una mejora tecnológica no 

requerirán una nueva 
evaluación ambiental, siempre 

que dicha mejora no genere 
impactos ambientales 

adicionales o diversos a los ya 
evaluados, no incremente la 

magnitud, intensidad o 
extensión de los impactos 

autorizados, ni afecte alguno 
de los elementos señalados en 
el artículo 11 de esta ley. Para 

calificar como mejora 
tecnológica en los términos de 

este inciso, la modificación 
deberá ajustarse a las mejores 

técnicas y prácticas 
disponibles, entendiendo por 
tales aquellas que permitan 

prevenir, mitigar o reducir los 
impactos ambientales 

asociados a la actividad. 

renovación de indicación de los 
Honorables Senadores señoras 
Cicardini y Provoste, y señores 
Celis, De Urresti e Ibáñez, para 

reemplazar el número 4 del 
artículo, por el siguiente: “...- 

En el artículo 20: a) Intercálese 
en el inciso primero, la primera 

vez que aparece, entre la 
expresión "resolución que" y la 

expresión "niegue lugar", la 
frase "califique 

favorablemente, o que". b) 

22 27 0 RECHAZADO 
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Intercálese en el inciso 
primero, la segunda vez que 
aparece, entre la expresión 

"resolución que" y la expresión 
"rechace", la frase "califique 
favorablemente, o que". c) 
Reemplazase en el inciso 

primero la expresión "Estos 
recursos deberán ser 

interpuestos por el responsable 
del respectivo proyecto, 

dentro" por "Estos recursos 
deberán ser interpuestos 
dentro". d) Agregase el 

siguiente inciso segundo, 
nuevo, pasando el actual inciso 

segundo y siguientes a ser 
tercero y siguientes: "El recurso 

podrá ser interpuesto por el 
titular, los observantes del 
proceso de participación 

ciudadana y cualquier persona 
natural o jurídica que tenga 

interés en el procedimiento de 
conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 21 de la ley N° 

19.880.".”. 

En votación la enmienda de 
mayoría propuesta por la 

Comisión de Medio Ambiente, 
Cambio Climático y Bienes 

Nacionales, para sustituir el 
número 4 

50 0 0 APROBADO 

renovación de indicación de los 
Honorables Senadores señoras 
Cicardini y Provoste, y señores 
Celis, De Urresti e Ibáñez, para 
reemplazar el artículo 24 bis 

propuesto en el número 5 del 
artículo 11 del texto aprobado 
en general por el Senado, por 
el siguiente: “Artículo 24 bis.- 
En contra de la Resolución de 

Calificación Ambiental no 
procederán los recursos 

administrativos ni los 
mecanismos de revisión de los 

actos administrativos, tales 
como los establecidos en el 

Capítulo IV de la ley N° 19.880, 
que establece las bases de los 

procedimientos administrativos 

49 0 0 APROBADO 
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que rigen los actos de los 
órganos de la Administración 

del Estado, por las mismas 
materias que se hubieren 

conocido a través del recurso 
especial de reclamación 

previsto en el artículo 20 de la 
presente ley. Con todo, 
siempre procederá la 

aclaración o rectificación 
regulada en el artículo 62 del 

mismo cuerpo legal.”. 

Solicitud de votación separada 
de los H. Senadores señor 

Castro y señora Provoste; de 
los H. Senadores señor Ibáñez y 

señora Sánchez; de los H. 
Senadores señores Celis, De 

Urresti e Ibáñez; y del H. 
Senador señor Mirosevic, 
respecto del artículo 12 

25 24 1 APROBADO 

Solicitud de votación separada 
de los H. Senadores señor 

Castro y señora Provoste; de 
los H. Senadores señor Ibáñez y 
señora Sánchez; del H. Senador 

señor Núñez; de los H. 
Senadores señores Celis, De 

Urresti e Ibáñez; y del H. 
Senador señor Mirosevic, 
respecto del artículo 13 

26 24 0 APROBADO 

En votación el inciso cuarto del 
artículo 13, que corresponde a 

una disposición de rango 
orgánico constitucional 

26 24 0 APROBADO 

Solicitud de votación separada 
de los H. Senadores señor 

Castro y señora Provoste; de 
los H. Senadores señor Ibáñez y 
señora Sánchez; del H. Senador 

señor Núñez; de los H. 
Senadores señores Celis, De 

Urresti e Ibáñez; y del H. 
Senador señor Mirosevic, 
respecto del artículo 14 

26 24 0 APROBADO 

Solicitud de votación separada 
de los H. Senadores señor 

Castro y señora Provoste; de 
los H. Senadores señor Ibáñez y 

26 24 0 APROBADO 
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señora Sánchez; del H. Senador 
señor Núñez; de los H. 

Senadores señores Celis, De 
Urresti e Ibáñez; y del H. 
Senador señor Mirosevic, 
respecto del artículo 15 

Solicitud de votación separada 
de los H. Senadores señor 

Castro y señora Provoste; de 
los H. Senadores señor Ibáñez y 
señora Sánchez; del H. Senador 

señor Núñez; de los H. 
Senadores señores Celis, De 

Urresti e Ibáñez; y del H. 
Senador señor Mirosevic, 
respecto del artículo 16 

26 24 0 APROBADO 

En votación el inciso tercero e 
inciso final del artículo 16, que 
corresponden a disposiciones 

de rango orgánico 
constitucional 

26 24 0 APROBADO 

Artículo 17 LOC 28 22 0 APROBADO 

Solicitud de votación separada 
de los H. Senadores señor 
Ibáñez y señora Sánchez, 
respecto del artículo 19 

40 8 2 APROBADO 

Solicitud de votación separada 
de los H. Senadores señor 
Ibáñez y señora Sánchez, 
respecto del artículo 18 

27 23 0 APROBADO 

En votación los artículos 
quinto, sexto, séptimo, octavo, 
undécimo, duodécimo, décimo 
cuarto, décimo quinto, décimo 

sexto y décimo noveno, 
transitorios 

28 20 0 APROBADO 
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1º TRÁMITE CONSTITUCIONAL 

ESTADO                                          URGENCIA 

PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL URGENCIA SUMA (3) 

RESUMEN TRAMITACIÓN  

 

PROYECTO DE LEY VOTADO EN SALA EN PRIMER TRÁMITE 

El contenido del proyecto de ley votado en sala puede verse en detalle en el Anexo 3 de esta 

ficha. 
 

3.1 DETALLE INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 
*3 sesiones entre el 14 de mayo y el 18 de mayo 

3.1.1 >> INTEGRANTES COMISIÓN 

UDI Guillermo Ramírez (Presidente) 

UDI Ricardo Neuman 

FA Jaime Bassa Mercado 

IND-PPD Jaime Araya Guerrero 

IND-FA Gustavo Gatica Villarroel 

PL Luis Malla Valenzuela 

PNL Paulina Muñoz Minte 

PS Francisco Crisóstomo Llanos 

REP Chiara Barchiesi 
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REP Leandro Kunstmann 

REP Claudia Reyes 

RN Luis Pardo Sáinz 

3.1.2 >> INVITADOS COMISIÓN 

INSTITUCIÓN NOMBRE CARGO 

EJECUTIVO 

Ministerio de Hacienda Jorge Quiroz Castro Ministro 

Ministerio de Hacienda Juan Pablo Rodríguez Subsecretario 

Ministerio del Medio 
Ambiente 

Francisca Toledo Ministra 

Ministerio del Medio 
Ambiente 

José Ignacio Vial Subsecretario 

Ministerio del Medio 
Ambiente 

Eduardo Méndez Jefe de Gabinete 

3.1.3 >> DISCUSIÓN COMISIÓN 

● El diputado Malla sostuvo que, si bien las normas del proyecto entregan certeza jurídica y 
destraban inversiones, sus beneficios favorecen principalmente a los inversionistas y restringen 
el acceso a la justicia ambiental. Abogó por mantener la obligación general de someter las 
relocalizaciones acuícolas al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y la caducidad por no 
uso como mecanismo principal de control, exigiendo además garantías de imparcialidad a los 
consultores externos e impidiendo que el SEA desestime por razones de fondo los 
pronunciamientos sectoriales. Criticó los plazos máximos de las medidas cautelares como una 
restricción excesiva a la tutela judicial e incompatible con el Acuerdo de Escazú, defendiendo 
restituir a los Tribunales Ambientales la facultad de fijarlos caso a caso, y abogó por acortar a 
dos años los plazos de la Ley SBAP para la identificación de sitios prioritarios y la dictación de 
sus reglamentos, con consecuencias por incumplimiento. 

● El diputado Araya propuso fijar criterios objetivos para los meros ajustes cartográficos (como un 
límite de 200 metros) a fin de evitar interpretaciones arbitrarias, exigir altos estándares de 
responsabilidad a los profesionales externos, y establecer límites al reingreso de proyectos que 
ya obtuvieron restitución, además de mecanismos para resolver desacuerdos entre el SEA y los 
organismos sectoriales acotando la rectoría técnica. Abogó por conservar la vía de la ley N° 
19.880 para impugnar las resoluciones de calificación ambiental por ser actos administrativos y 
por mantener canales institucionales para procesar los conflictos socioambientales, sin 
restringir el acceso a la justicia a quienes no participaron formalmente. Advirtió que el límite de 
seis meses a las cautelares podría dejar sin protección efectiva a las comunidades y grupos 
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vulnerables frente a daños irreversibles, cuestionó la concentración de las reclamaciones en la 
Corte de Apelaciones de Santiago y la neutralidad del sistema de evaluación, y reclamó una 
norma transitoria que garantice la tutela de los sitios prioritarios anteriores a la Ley SBAP 
mientras no se dicten sus reglamentos. 

● El diputado Ramírez estimó que las indicaciones sobre relocalización abordaban situaciones 
distintas de los meros ajustes cartográficos del texto de Hacienda, y respaldó la exigencia de 
fianza para paralizar obras concesionadas como norma de seriedad frente a reclamaciones 
dilatorias. Defendió el mecanismo de restitución como pieza central del proyecto para incentivar 
la inversión, argumentando que los beneficios de la certeza jurídica superan ampliamente los 
eventuales costos de las restituciones, aunque coincidió en excluirla ante dolo o mala fe y criticó 
hacerlo también por antecedentes incompletos. Respecto del lenguaje comprensible en materia 
pesquera, advirtió que traducir informes técnicos podría generar interpretaciones distintas o 
confusiones sobre su contenido oficial. 

● El diputado González valoró la intención de facilitar los procedimientos de las concesiones 
acuícolas, pero estimó insuficiente la excepción referida a los ajustes cartográficos. Propuso 
incorporar el concepto de micro relocalización, diferenciándolo del ajuste cartográfico, para 
permitir pequeños desplazamientos que mejoren las condiciones ambientales, sanitarias y 
productivas y favorezcan la inversión y el empleo en el sur del país. 

● El diputado Kunstmann consultó el alcance del concepto de mero ajuste cartográfico y defendió 
el uso del término monitoreo como habitual en la normativa ambiental, sin que implicara una 
rebaja de estándares, además de destacar que los pescadores artesanales cuentan con 
capacidades para comprender información técnica. Estimó razonable que el SEA pueda 
desestimar pronunciamientos cuando existan diferencias de fondo, advirtiendo que las nuevas 
instancias de coordinación generarían demoras, y respaldó el mecanismo de restitución por 
incentivar el rigor técnico del Servicio y resultar justo para empresas que cumplieron todas las 
exigencias; respecto de la fianza para paralizaciones la estimó demasiado abierta, y en materia 
de patrimonio y de la Ley SBAP consideró que los objetivos de las indicaciones ya estaban 
recogidos o que los plazos propuestos quedaban vencidos. 

● El diputado Bassa promovió incorporar expresamente los impactos acumulativos en la 
evaluación ambiental, citando como ejemplos Quintero y Puchuncaví, y planteó que la rectoría 
técnica debía discutirse en el proyecto de institucionalidad ambiental y no en una ley miscelánea 
tramitada con urgencia. Advirtió que el derecho de restitución podría generar más dificultades 
que las que pretende resolver, dado que los casos anulados suelen involucrar montos de gran 
magnitud (como un proyecto minero de miles de millones de dólares) y carecían de estimación 
financiera, abogando por remitirlos al régimen del error judicial. Sostuvo que las indicaciones 
buscaban reducir la discrecionalidad mediante reglas expresas sobre peritos, prescripción, 
caducidad y daño ambiental, defendió ampliar las cautelares a un año y condicionar la vigencia 
de las medidas de agilización al reforzamiento institucional del Estado, y formuló diversas 
reservas de constitucionalidad por transgredir los artículos 76, 77, 19 N° 3 y 19 N° 8 de la Carta 
Fundamental. 

● El diputado Pardo señaló que las modificaciones elevan los estándares existentes y que el 
artículo 122 bis no elimina la licitación, sino que modifica la administración de los fondos. 
Enfatizó que el artículo 12 no establece una indemnización de perjuicios, sino la restitución de 
gastos directos realizados confiando legítimamente en una autorización estatal, y estimó que 
varios de los requisitos propuestos por las indicaciones ya estaban implícitos en el sistema. 
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Advirtió, además, que en materia de cautelares se confundían distintos ámbitos regulatorios, 
distinguiendo los proyectos con RCA cuestionada de las situaciones de emergencia o 
contaminación, donde siguen operando las facultades de fiscalización. 

● El diputado Crisóstomo sostuvo que el mecanismo de restitución crea un régimen excepcional 
y privilegiado que podría vulnerar la igualdad ante la ley, y que la sola anulación de una 
resolución de calificación ambiental no debiera generar automáticamente responsabilidad 
patrimonial del Estado. Cuestionó que los montos quedaran entregados a una comisión de 
peritos en lugar de los tribunales, proponiendo remitirlos al régimen de error judicial, y abogó 
por ampliar la duración inicial de las cautelares y condicionar la vigencia de las medidas de 
agilización al reforzamiento de los servicios públicos. 

● El diputado Gatica manifestó que, aun sin compartir la creación de un mecanismo que calificó 
como un seguro para las empresas, estimaba necesario resguardar los recursos fiscales fijando 
límites y condiciones para las restituciones. Respaldó especialmente las propuestas orientadas 
a asegurar la transparencia e independencia de la comisión de peritos y el fortalecimiento 
institucional frente a las demoras de los tribunales y organismos administrativos. 

● La diputada Castillo abogó por proteger los ecosistemas sensibles, áreas protegidas y humedales 
urbanos frente a modificaciones presentadas como simples mejoras tecnológicas, por evitar 
conflictos de interés en los informes técnicos sobre concesiones salmoneras, y por garantizar la 
transparencia de los monitoreos ambientales y un piso mínimo de justicia ambiental que 
resguarde la participación ciudadana y el acceso a la información. Respaldó restringir la 
restitución ante dolo, culpa grave o mala fe bajo el principio de que nadie puede beneficiarse 
de su propia mala fe, cuestionó la necesidad de nuevas normas cuando el Ejecutivo señalaba 
que ya estaban cubiertas (mencionando el caso Dominga) y sostuvo que el debate era también 
político y no solo técnico, además de promover el principio precautorio para limitar las 
cautelares, reclamar por la ausencia del reglamento de sitios prioritarios de la Ley SBAP y 
reforzar la protección del patrimonio arqueológico y paleontológico. 

● La diputada Tello compartió la preocupación por los conflictos de interés en los informes 
técnicos sobre concesiones, advirtiendo los riesgos de que fueran elaborados por privados. 
Sostuvo que el acceso a la información pesquera debe ser oportuno y comprensible para los 
pescadores artesanales, y que el acceso a la justicia ambiental no debe restringirse a quienes 
participaron formalmente en los procesos de participación ciudadana, atendidas las dificultades 
de conectividad en los territorios rurales. 

● La diputada Serrano señaló que la indicación respectiva busca garantizar no solo el acceso a la 
información en materia pesquera, sino que esta sea presentada en un lenguaje comprensible 
para los pescadores artesanales y las comunidades, facilitando la comprensión de decisiones 
como la fijación de cuotas de captura. 

● La diputada Reyes sostuvo que existe una confusión respecto de la externalización de funciones, 
indicando que distintos organismos públicos ya utilizan registros de consultores regulados para 
la prestación de servicios técnicos especializados. 

● La diputada Hernando planteó que el problema de los impactos acumulativos se presenta 
especialmente en zonas con proyectos antiguos e industrias coexistentes. Promovió hacer 
operativo el silencio administrativo para entregar mayor certeza jurídica y evitar que el Estado 
se transforme en obstáculo por falta de pronunciamiento, y abogó por mayores exigencias para 
paralizar obras de infraestructura concesionada mediante una fianza y un tope de avance físico 
del 30%, salvo peligro inminente debidamente acreditado, ejemplificando con concesiones 
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hospitalarias y reconociendo que las diferencias entre proyectos podrían regularse por 
reglamento. 

 

3.1.4 >> DISCUSIÓN INVITADOS – NUDOS TEMÁTICOS 

TEMA ARGUMENTO NOMBRE Y CARGO 

Relocalización 
de 

concesiones 
acuícolas (Art. 

5) 

El concepto de mero ajuste cartográfico ya ha 
sido aplicado en otros ámbitos y la redacción 
original del proyecto se estima suficiente para 
cumplir el objetivo buscado. 

Juan Pablo Rodríguez, 
Subsecretario de Hacienda. 

Caducidad por 
no uso vs. 
patente 

incrementada 
(Art. 6) 

La normativa vigente incentivaba a mantener 
operaciones mínimas solo para evitar la 
caducidad, elevando costos sin aumentar la 
producción; la modificación reemplaza ese 
incentivo por un pago adicional que favorece la 
competitividad y genera ingresos para regiones 
y municipios. 

Jorge Quiroz, Ministro de 
Hacienda. 

"Control" vs. 
"monitoreo" 

ambiental 
(Art. 6) 

La función de control corresponde a la 
Superintendencia del Medio Ambiente y la 
modificación no altera dichas facultades; la 
norma solo busca precisar y perfeccionar la 
forma de registrar y monitorear parámetros 
ambientales en las zonas de acuicultura. 

Francisca Toledo, Ministra del 
Medio Ambiente. 

Publicidad de 
los actos 

administrativo
s (Art. 5) 

La publicidad de los actos administrativos y sus 
fundamentos ya está garantizada por la 
normativa general y la Constitución, por lo que 
se estimó innecesario reiterarla en la ley. 

Jorge Quiroz, Ministro de 
Hacienda. 

Exención de 
evaluación por 
modificacione
s e impactos 
acumulativos 

(Art. 11) 

La evaluación de impactos acumulativos ya 
forma parte del SEIA cuando un proyecto 
ingresa formalmente; la norma solo se refiere a 
modificaciones sin impactos sustantivos, y si 
una modificación implica cambios relevantes, 
queda sometida a las exigencias generales. Las 
reglas del artículo 10 siguen aplicándose en 
áreas protegidas y humedales, y las mejoras 
tecnológicas solo se eximen cuando no 
producen nuevos impactos. 

Francisca Toledo, Ministra del 
Medio Ambiente. 



 

 

 

                        

ANÁLISIS LEGISLATIVO www.socioecologiacostera.cl  

Restricción de 
recursos 

administrativo
s contra la 

RCA (Art. 24 
bis) 

El artículo 24 bis refuerza el mecanismo 
especial de reclamación de la ley N° 19.300, 
estableciendo una vía específica para impugnar 
resoluciones ambientales; mantener abierta 
por dos años la vía de la ley N° 19.880 perpetúa 
el problema que la reforma busca corregir. 

Francisca Toledo, Ministra del 
Medio Ambiente. 

Silencio 
administrativo 

en 
reclamaciones 

contra RCA 
(Art. 11) 

El mecanismo podría rechazar 
automáticamente reclamaciones contra RCA 
aprobadas, incluidas las derivadas de la 
participación ciudadana; se advirtió además 
una inconsistencia jurídica entre el "silencio 
administrativo positivo" invocado y el rechazo 
de la reclamación como consecuencia práctica. 

José Ignacio Vial, 
Subsecretario del Medio 

Ambiente 

Régimen 
especial 

"exprés" de 
evaluación 

(Art. 25 
septies) 

Aun bajo el régimen especial siguen 
aplicándose las normas generales de la ley N° 
19.300, incluidas las de participación ciudadana 
y acceso a la información; el sistema ya 
contempla mecanismos para enfrentar 
proyectos con antecedentes insuficientes, que 
pueden ser observados y rechazados. 

Francisca Toledo, Ministra del 
Medio Ambiente. 

Acceso a la 
justicia 

ambiental 
(Art. 11) 

El objetivo no es restringir el acceso a la justicia, 
sino fortalecer el mecanismo especial de 
reclamación de la ley N° 19.300, concentrando 
observaciones y reclamaciones dentro del 
procedimiento regular de participación 
ciudadana. 

Francisca Toledo, Ministra del 
Medio Ambiente. 

Restitución de 
gastos por 

anulación de 
RCA (Arts. 12-

13) 

Es una herramienta clave para incentivar la 
inversión y reducir la incertidumbre; tiene 
naturaleza restitutoria (no indemnizatoria), 
limitada a gastos directos y efectivos 
acreditados, excluyente de la demanda por 
falta de servicio; los casos serían excepcionales 
y su impacto fiscal está considerado en los 
pasivos contingentes del Estado. Los requisitos 
excesivamente detallados debilitarían el 
propósito de la norma, ya resguardada por la 
revisión judicial de la Corte de Apelaciones de 
Santiago. 

Juan Pablo Rodríguez, 
Subsecretario de Hacienda. 
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Límites a las 
medidas 

cautelares 
ambientales 

(Art. 17) 

El objetivo es evitar que las cautelares se 
prolonguen indefinidamente y mantengan su 
carácter excepcional y transitorio, dado que los 
proyectos cuentan con RCA vigente; las 
facultades fiscalizadoras de la 
Superintendencia permanecen vigentes y 
pueden adoptar medidas provisionales por 
períodos superiores a seis meses. Se observó, 
además, que el ordenamiento exige fundar la 
adopción de medidas intrusivas, no su 
levantamiento. 

José Ignacio Vial, 
Subsecretario de Medio 

Ambiente. 

Fianza y 
paralización 

de obras 
concesionadas 

(Art. 11) 

La materia se relaciona más con la ley N° 20.600 
sobre Tribunales Ambientales que con la ley N° 
19.300; imponer demasiados requisitos a las 
cautelares podría afectar su finalidad. El 
Ejecutivo propone, en cambio, un plazo 
máximo de seis meses para este tipo de 
medidas. 

Francisca Toledo, Ministra del 
Medio Ambiente 

Implementaci
ón de la Ley 
SBAP y sitios 
prioritarios 

(Art. 18) 

Se comparte el objetivo de acelerar la 
implementación, pero el plazo de dos años ya 
está vencido; algunos reglamentos fueron 
retirados para revisión y el de sitios prioritarios 
presentó un vicio en la consulta indígena, 
actualmente ante la Corte de Apelaciones de 
Antofagasta. Los sitios prioritarios no generan 
por sí mismos efectos de tutela, sino que 
operan como criterio relevante en el SEIA. 

José Ignacio Vial, 
Subsecretario de Medio 

Ambiente. 

Consulta 
indígena y 

Convenio N° 
169 de la OIT 

(Art. 11) 

La materia ya está regulada en los artículos 85 
y 86 del Reglamento del SEIA, y la Corte 
Suprema ha señalado que dicha regulación es 
compatible con las exigencias del Convenio N° 
169 de la OIT. 

Francisca Toledo, Ministra del 
Medio Ambiente. 

 

3.2 VOTACIÓN EN SALA EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL 

FECHA TIPO A FAVOR EN CONTRA ABSTENCIÓN RESULTADO 

20-05-2026 GENERAL 90 59 1 APROBADO 

Artículo 11 número 6; 
el artículo 14; el 
artículo 16 inciso final; 

84 67 0 APROBADO 
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y el artículo 17 del 
proyecto. 

20-05-2026 PARTICULAR     

Artículo 4 del mensaje, 
que la Comisión de 
Hacienda propone 
rechazar. 

77 77 0 RECHAZADO 

Artículo 4 en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Hacienda y por la 
Comisión de Medio 
Ambiente (artículo 5 
del mensaje). 

86 67 1 APROBADO 

Artículo 5 en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Hacienda y por la 
Comisión de Medio 
Ambiente (artículo 6 
del mensaje). 

98 56 0 APROBADO 

Artículo 6 en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Hacienda y por la 
Comisión de Medio 
Ambiente (artículo 7 
del mensaje) 

90 61 3 APROBADO 

Artículo 11 propuesto 
por la Comisión de 
Hacienda y Medio 
Ambiente 
(correspondiente al art 
13 del mensaje). 

85 66 2 APROBADO 

Numeral 6) del artículo 
11 propuesto por la 
Comisión de Hacienda 
(correspondiente al art 
13 del mensaje), que la 
Comisión de Medio 
Ambiente propone 
rechazar, y que 
requiere para su 
aprobación del voto 
favorable de 78 
diputadas y diputados 
por tratarse de una 

0 151 2 RECHAZADO 
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norma de rango 
orgánico constitucional. 

Renovación de una 
indicación de las 
diputadas y diputados 
Serrano, Gatica, Bassa, 
Crisóstomo y Tello, 
para agregar un nuevo 
numeral al artículo 11 
del proyecto, para 
incorporar un nuevo 
artículo 29 bis en la ley 
19.300 del siguiente 
tenor: "Art 29 bis.- La 
acción de reclamación 
a que se refiere el 
artículo anterior podrá 
ser ejercida, asimismo, 
por quienes acrediten 
ser titulares de 
derechos o intereses 
legítimos que puedan 
resultar afectados por 
los impactos del 
proyecto o actividad 
evaluado, con 
independencia de si 
hubieren participado 
en el proceso de 
participación 
ciudadana." 

68 85 0 RECHAZADO 

Renovado una 
indicación de las 
diputadas y diputados 
Serrano, Gatica, Bassa, 
Crisóstomo y Tello para 
reemplazar los artículos 
12, 13, 14, 15 y 16 del 
texto propuesto por la 
Comisión de Hacienda, 
por uno del siguiente 
tenor: “Artículo 12.- En 
caso que una 
Resolución de 
Calificación Ambiental 
sea anulada por 
sentencia judicial firme 
y ejecutoriada, el titular 
podrá solicitar 

71 82 0 RECHAZADO 
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indemnización, 
cumpliendo los 
requisitos que el 
ordenamiento jurídico 
dispone para el error 
judicial.” 

Artículo 12 del texto 
propuesto por la 
Comisión de Hacienda y 
por la Comisión de 
Medio Ambiente (que 
sustituye al artículo 14 
del mensaje). 

80 73 0 APROBADO 

Artículo 13 del texto 
propuesto por la 
Comisión de Hacienda y 
la Comisión de Medio 
Ambiente (que 
sustituye al artículo 15 
del mensaje). 

91 61 1 APROBADO 

Artículo 14 del texto 
propuesto por la 
Comisión de Hacienda y 
la Comisión de Medio 
Ambiente (que 
sustituye al artículo 16 
del mensaje), y que 
requiere para su 
aprobación del voto 
favorable de 78 
diputadas y diputados 
por tratarse de una 
norma de rango 
orgánico constitucional. 

84 69 0 APROBADO 

Artículo 15 del texto 
propuesto por la 
Comisión de Hacienda y 
la Comisión de Medio 
Ambiente (artículo 17 
del mensaje). 

83 69 1 APROBADO 

Artículo 16 del texto 
propuesto por la 
Comisión de Hacienda y 
la Comisión de Medio 
Ambiente (que 
sustituye al artículo 18 
del mensaje). Cabe 
hacer presente que su 
inciso final requiere 

82 71 0 APROBADO 
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para su aprobación del 
voto favorable de 78 
diputadas y diputados 
por tratarse de una 
norma de rango 
orgánico constitucional. 

Artículo 17 del 
proyecto (artículo 19 
del mensaje), en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Hacienda y la Comisión 
de Medio Ambiente, y 
que requiere para su 
aprobación del voto 
favorable de 78 
diputadas y diputados 
por tratarse de una 
norma de rango 
orgánico constitucional. 

84 68 0 APROBADO 

Artículo 18 del texto 
propuesto por la 
Comisión de Hacienda y 
la Comisión de Medio 
Ambiente (art 20 del 
mensaje). 

90 60 3 APROBADO 

Artículo 19 del texto 
propuesto por la 
Comisión de Hacienda y 
la Comisión de Medio 
Ambiente (que 
sustituye el artículo 21 
del mensaje). 

95 58 0 APROBADO 

Artículo 29 del texto 
propuesto por la 
Comisión de Hacienda 
(que sustituye el 
artículo 33). 

81 69 2 APROBADO 

Número 3 del artículo 
29 del texto propuesto 
por la Comisión de 
Hacienda (que 
sustituye el artículo 33). 

82 69 2 APROBADO 

Número 4 del artículo 
29 del texto propuesto 
por la Comisión de 
Hacienda (que 
sustituye el artículo 33). 

81 71 1 APROBADO 



 

 

 

                        

ANÁLISIS LEGISLATIVO www.socioecologiacostera.cl  

Renovación de 
indicación de las 
diputadas y diputados 
Crisóstomo, Bassa, 
Gatica y Serrano para 
agregar un artículo 
final, permanente, de 
cuyo tenor dará lectura 
el señor Secretario: 
“Articulo permanente 
nuevo. -Sin perjuicio de 
las normas establecidas 
en esta ley para las 
medidas cautelares que 
pueden adoptar los 
tribunales de justicia en 
las hipótesis que esta 
ley establece, los 
tribunales podrán 
aplicar los plazos y 
reglas generales, 
desatendiendo los 
plazos restrictivos de 
esta ley, cuando 
consideren necesario 
hacerlo, fundado en 
alguno de los principios 
que ordenan la 
regulación medio 
ambiental o aquellos 
regulados en el artículo 
19 de la Constitución, 
lo que deberá fundarse 
en una resolución”. 

62 87 4 RECHAZADO 

Renovación de una 
indicación de las 
diputadas y los 
diputados Crisóstomo, 
Bassa, Gatica y Serrano 
para agregar un 
artículo final, 
permanente, de cuyo 
tenor dará lectura el 
señor Secretario: 
“Articulo permanente 
nuevo.- Sin perjuicio de 
la regulación 
establecida en esta ley 
para determinar la 

71 82 0 RECHAZADO 



 

 

 

                        

ANÁLISIS LEGISLATIVO www.socioecologiacostera.cl  

indemnización a que da 
origen la revocación 
judicial de la resolución 
de calificación 
ambiental; para que el 
monto se considere 
firme y ejecutoriado, 
deberá someterse al 
juicio, procedimiento y 
estándares que se 
establecen para la 
responsabilidad del 
Estado por error 
judicial”. 

Artículo noveno 
transitorio del 
proyecto, en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Hacienda. 

87 66 0 APROBADO 

Artículo décimo tercero 
transitorio del 
proyecto, en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Hacienda y por la 
Comisión de Medio 
Ambiente. 

83 69 1 APROBADO 

Artículo décimo cuarto 
transitorio del 
proyecto, en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Medio Ambiente. 

86 65 2 APROBADO 

Artículo décimo quinto 
transitorio del 
proyecto, en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Hacienda. 

89 63 0 APROBADO 

Artículo décimo sexto 
transitorio del 
proyecto, en los 
términos propuestos 
por la Comisión de 
Hacienda. 

81 70 2 APROBADO 
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ANEXOS 

ANEXO 1. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY (MENSAJE) APROBADO CON ENMIENDAS POR LA SALA DE LA CÁMARA DE DIPUTADAS Y DIPTUADOS EN TERCER 
TRÁMITE CONSTITUCIONAL 

PROYECTO DE LEY CON ENMIENDAS INTRODUCIDAS POR EL SENADO Y APROBADAS POR LA CÁMARA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS EN TERCER 
TRÁMITE CONSTITUCIONAL 

(21-07-2026) 

PROYECTO DE LEY 

“Artículo 5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5° de la ley N° 20.434, que modifica la Ley General de Pesca y 

Acuicultura en materia de acuicultura: 

 

1. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“Las relocalizaciones se someterán al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental conforme a la ley Nº 19.300, de Bases 

Generales del Medio Ambiente, y su reglamento, y deberán presentar ante la Subsecretaría un plan de abandono y cierre.”. 

 

2. Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso nuevo: 

“La Subsecretaría de Pesca y Acuicultura informará anualmente a las Comisiones de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y 

de Medio Ambiente, Cambio Climático y Bienes Nacionales del Senado, y a las Comisiones de Pesca, Acuicultura e Intereses 

Marítimos y de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados, sobre las solicitudes de relocalización y 

micro-relocalización de concesiones de acuicultura aprobadas y rechazadas durante el año anterior.”. 

 

3. Agréganse los siguientes incisos finales: 

“En el caso de que una relocalización de una concesión de acuicultura tenga sólo por objeto una micro-relocalización, no 

ingresará al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental ni requerirá cumplir los requisitos del artículo 92 de la ley N° 21.600, 

que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, siempre y cuando su 

movimiento no implique el ingreso a un área protegida. 
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Se entenderá por micro-relocalización un desplazamiento en las cercanías del área de concesión con el objeto de mejorar sus 

condiciones ambientales, considerando variables que inciden sobre la dispersión de la materia orgánica sobre el fondo marino, 

tales como la profundidad y la velocidad de las corrientes. La micro-relocalización no podrá superar los 350 metros medidos 

desde cualquiera de sus vértices, como tampoco implicar aumentos en la producción autorizada ni en el tamaño del área de 

concesión. 

  

La micro-relocalización del inciso anterior se podrá llevar a cabo por única vez, y será autorizada por la Subsecretaría de Pesca 

y Acuicultura en base a antecedentes fundados, previo informe técnico y previa verificación de inexistencia de bancos naturales 

y caladeros de pesca, conforme a lo determinado por la Subsecretaría.  

  

Para estos efectos, la posición original será la fijada en el decreto que inicialmente otorgó la concesión o la resultante de  la 

última relocalización que se hubiere aprobado en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 

 

Una vez aprobada, sólo implicará la actualización de las coordenadas de la concesión en el respectivo título, correspondiendo 

a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas efectuar la modificación correspondiente.”.”. 

 

Artículo 6.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y 

Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones, Ley General de 

Pesca y Acuicultura: 

1. En el artículo 67: 

a) Agrégase en el inciso quinto, entre las frases “Será de responsabilidad de la Subsecretaría la elaboración de los estudios  

técnicos” y “para la determinación de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura”, la siguiente:  

“, como también la validación de información proveída por terceros,”. 

  

b) Agrégase, en el inciso sexto, la siguiente oración final:  
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“Para la exigencia referida a la determinación de existencia o no de banco natural de este inciso, el Servicio Nacional 

de Pesca y Acuicultura podrá encomendar dicho informe técnico a personas naturales o jurídicas en los términos del 

artículo 122 bis.”.”. 

 

2. En el artículo 84: 

“a) Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes: 

“Cuando el centro de cultivo al que se refiere la concesión no registre uso y no proceda la declaración de caducidad por 

falta de operación, el monto de la patente señalado en el inciso primero del presente artículo se incrementará 

progresivamente conforme a las siguientes reglas, aplicables a concesiones y autorizaciones de acuicultura: 

  

a) A contar del tercer y hasta el quinto año de no uso, la patente base se incrementará en un 60% por cada 

hectárea comprendida en la concesión o autorización. 

  

b) Entre los años sexto al décimo de no uso, el monto calculado conforme a la letra a) precedente se multiplicará 

por tres (3). 

  

c) A contar del undécimo año de no uso, el monto calculado conforme a la letra a) se multiplicará por seis (6), 

factor que se duplicará al inicio de cada quinquenio siguiente. 

 

Para estos efectos, se entenderá que existe uso cuando la actividad del centro sea igual o superior a los niveles mínimos 

de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento. En ningún caso el reglamento podrá 

establecer como operación mínima anual más del 50% de la operación máxima prevista cada año para el centro de 

cultivo en la resolución de calificación ambiental.”.”. 

 

b) Agrégase un nuevo inciso cuarto del siguiente tenor, pasando el actual a ser quinto, y así sucesivamente:  

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el centro de cultivo que no opere se eximirá del pago adicional por 

no uso sólo en alguna de las siguientes circunstancias: 
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a) Encontrarse en un sector afectado por un evento ambiental, catástrofe natural o fuerza mayor. 

b) Encontrarse en un sector declarado en emergencia sanitaria por la autoridad. 

c) Haber dispuesto la autoridad una suspensión de operaciones obligatoria.”. 

 

3. Suprímese el artículo 87 ter. 

 

4. Modifícase el artículo 122 bis de la siguiente forma: 

 

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 

 “Artículo 122 bis.- El Servicio deberá elaborar, por cuenta y costo de los titulares de centros de cultivo, a cualquier título, 

la información ambiental que acredite que el centro está operando de conformidad con el artículo 87 de esta ley, como 

también la inspección de bancos naturales del artículo 67. El Servicio podrá encomendar esta labor a personas naturales 

o jurídicas inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122, letra k).”.”. 

 

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“El pago por los servicios regulados en el inciso anterior, en los casos que sea procedente,  se efectuará por el titular o 

solicitante que haya solicitado el informe o inspección en una cuenta extrapresupuestaria que para estos únicos efectos 

llevará el Servicio. Por su parte, el Servicio deberá contar con una plataforma de acceso público en la que sea posible 

conocer los criterios por los cuales el Servicio ha realizado su elección.”. 

 

c) Agrégase el siguiente inciso final: 

“Los informes, inspecciones y acreditaciones que en virtud del presente artículo el Servicio puede encomendar a personas 

naturales y jurídicas se licitarán de un modo expedito y por medios electrónicos entre las personas naturales y jurídicas 

inscritas en el correspondiente registro. El mecanismo electrónico de estas licitaciones y la respectiva tarifa, la cual podrá 

ser diferenciada por tipo de cultivo, serán establecidos por resolución del Servicio, debiendo preferirse los mecanismos 

electrónicos establecidos previamente por la Dirección de Compras y Contratación Pública.”. 
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5. Modifícase, en el artículo 142, el párrafo primero del literal e) del siguiente modo: 

 

a) Suprímese la frase “; o paralizar actividades por más de dos años consecutivos”.  

 

b) Reemplázase la frase “Los plazos antes señalados se suspenderán en los casos” por el siguiente texto: “El plazo antes señalado 

se suspenderá en el caso”. 

 

Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente: 

 

1. En el artículo 10: 

a) Reemplázase el literal c) por el siguiente: 

“c) Centrales generadoras de energía;”. 

 

b) Agrégase el siguiente inciso final: 

“Tratándose de modificaciones de un proyecto o actividad que cuente con Resolución de Calificación Ambiental 

favorable y cuyas partes, obras o acciones que intervengan o complementen se ejecuten en la misma área evaluada 

originalmente evaluada, solo requerirá una nueva evaluación ambiental si existiere una modificación sustantiva en 

términos de magnitud o extensión de los impactos ambientales. Asimismo, las modificaciones que sólo impliquen una 

mejora tecnológica no requerirán una nueva evaluación ambiental. Corresponderá al reglamento del artículo 13 regular 

las circunstancias a las que se refiere este inciso.”.”. 

 

2. Añádese en el literal a) del artículo 18 quáter, a continuación de la frase “si el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto 

Ambiental,” la frase “lo que deberá constar en una resolución fundada de la autoridad competente,”.  

 

3. Incorpórase en el inciso tercero del artículo 19, a continuación del texto “o si el respectivo proyecto o actividad requiere de un Estudio 

de Impacto Ambiental o cuando no se acreditare el cumplimiento de la normativa ambiental aplicable,” la frase “lo que deberá constar 

en una resolución fundada de la autoridad competente,”. 
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4. Reemplázase el artículo 20 por el siguiente: 

  

“Artículo 20.- En contra de la resolución que califique ambientalmente favorable, desfavorable, o que establezca condiciones 

o exigencias a una Declaración de Impacto Ambiental, procederá el recurso especial de reclamación ante el Director Ejecutivo. 

  

En contra de la resolución que apruebe, rechace o establezca condiciones o exigencias a un Estudio de Impacto Ambiental, 

procederá el recurso especial de reclamación ante un comité integrado por el Ministro del Medio Ambiente, que lo presidirá, 

y los Ministros de Salud, de Economía, Fomento y Turismo, de Agricultura, de Energía y de Minería. El Comité deberá sesionar 

con la periodicidad necesaria para el oportuno conocimiento y resolución de las reclamaciones de su competencia y, en todo 

caso, a lo menos diez veces por año. Un reglamento regulará su organización y funcionamiento, así como el procedimiento 

aplicable a las reclamaciones de su competencia, incluyendo las oportunidades y modalidades de sesión, los plazos de 

actuación, la adopción de acuerdos y las demás materias necesarias para el adecuado ejercicio de sus funciones.  

  

El recurso especial de reclamación de los incisos precedentes se sujetará a las siguientes reglas: 

  

a) El recurso podrá ser interpuesto por el titular del proyecto o actividad, los observantes del proceso de participación 

ciudadana y por cualquier persona natural o jurídica que tenga la calidad de interesado en el procedimiento de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la ley N° 19.880. 

  

Quienes hubiesen formulado observaciones durante el proceso de participación ciudadana solo podrán fundar su 

reclamación en dichas observaciones, así como en vicios procedimentales de carácter esencial. 

  

Quienes no hubiesen formulado observaciones, solo podrán fundar su reclamación en aspectos que no hayan sido 

evaluados y que le generen una afectación directa, así como en vicios procedimentales de carácter esencial. 
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b) El plazo para interponer el recurso será de treinta días, contado desde la notificación o publicación de la resolución 

recurrida según corresponda. Para la aplicación del plazo señalado, la resolución que califique ambientalmente 

favorable, desfavorable, o que establezca condiciones o exigencias a un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, 

deberá ser notificada mediante la plataforma electrónica del Servicio de Evaluación de Impacto Ambiental al titular del 

proyecto o actividad y a las personas que hubieren presentado observaciones al respectivo Estudio o Declaración de 

Impacto Ambiental. Asimismo, dicha resolución deberá publicarse en el sitio electrónico del Servicio, dentro de los 

cinco días hábiles siguientes a su dictación. En dicha publicación se dejará expresa constancia de la fecha en que se 

realiza y, a contar de ésta, la resolución que califique ambientalmente favorable, desfavorable, o que establezca 

condiciones o exigencias, se presumirá de derecho conocida por cualquier persona natural o jurídica, para todos los 

efectos legales.  

  

Interpuesto uno o más recursos especiales de reclamación deberán resolverse todos en un mismo acto.  

  

c) Excepcionalmente, y cuando lo requiera para resolver el recurso, el Director Ejecutivo o Comité de Ministros según 

corresponda, podrá solicitar informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación ambiental.  

 

d) La autoridad competente resolverá, mediante una resolución fundada, en un plazo fatal de treinta o sesenta días, 

según se trate de una Declaración o Estudio de Impacto Ambiental respectivamente. Estos plazos comenzarán a 

contarse desde el día siguiente de la interposición del último recurso especial de reclamación. 

  

e) La resolución del Director Ejecutivo o Comité de Ministros que resuelve el recurso especial de reclamación solo podrá 

ser reclamada ante el Tribunal Ambiental competente dentro del plazo de veinte días contado desde su notificación, 

conforme al artículo 17, número 5), de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales. En contra de dicha 

resolución no procederá la solicitud de invalidación del artículo 53 de la ley N° 19.880, ni el recurso administrativo 

regulado en el artículo 59 de la misma ley. 
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En caso de que la resolución del Director Ejecutivo o Comité de Ministros acoja total o parcialmente el recurso especial 

de reclamación, esta solo podrá ejecutarse una vez vencido el plazo para impugnarla judicialmente. 

  

f) La reclamación judicial sólo podrá fundarse en las alegaciones sometidas oportunamente al conocimiento de la 

autoridad mediante el recurso especial de reclamación de la letra a) precedente, sin perjuicio de los fundamentos 

jurídicos y de los medios probatorios que las partes hagan valer para sustentar dichas cuestiones durante el proceso 

judicial. 

  

g) Vencido el plazo para resolver el recurso especial de reclamación, y sin que el Director Ejecutivo o Comité de 

Ministros se haya pronunciado sobre el mismo, el reclamante podrá solicitar que se resuelva dentro del plazo de cinco 

días. Cumplido dicho plazo sin que se hubiese resuelto, cualquiera de las partes interesadas en el procedimiento podrá 

solicitar que se certifique esta circunstancia, de forma automática y sin más trámite, en el expediente electrónico de 

evaluación de impacto ambiental. Una vez solicitado dicho certificado, el recurso se entenderá rechazado y el Director 

o Comité de Ministros, quedará impedido de resolver el recurso. 

  

En este caso, el plazo para interponer el recurso al que se refiere el literal e) se contará, para todos los interesados, 

desde el día siguiente a la publicación de dicho certificado en el expediente electrónico.”.”. 

 

5. Incorpórase el siguiente artículo 24 bis: 

“Artículo 24 bis.- En contra de la Resolución de Calificación Ambiental no procederán los recursos administrativos ni los 

mecanismos de revisión de los actos administrativos, tales como los establecidos en el Capítulo IV de la ley N° 19.880, que 

establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, 

por las mismas materias que se hubieren conocido a través del recurso especial de reclamación previsto en el artículo 20 de la 

presente ley. Con todo, siempre procederá la aclaración o rectificación regulada en el artículo 62 de la referida ley N° 19.880.”.  

 

Artículo 12.- La anulación de una Resolución de Calificación Ambiental, dispuesta por sentencia judicial firme y ejecutoriada por un 

tribunal de justicia, constituirá un error por parte del Estado para los efectos de este artículo, cuando dicha nulidad se haya declarado 
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en base a circunstancias como la de no haber solicitado, por parte del Servicio de Evaluación Ambiental, información esencial  al 

proponente para la correcta evaluación de impacto ambiental, o no haber cumplido algún trámite que la ley y el reglamento establezcan 

dentro de la evaluación de impacto ambiental, entre otras, sea que la sentencia disponga la nulidad propiamente tal, o bien declare o 

refrende una revocación del acto, su invalidación o cualquier sanción jurídica que prive a la Resolución de sus efectos jurídicos. En caso 

de que, junto con la nulidad, la sentencia ordene retrotraer el procedimiento de evaluación ambiental, el titular de la Resolución podrá 

ejercer disyuntivamente el derecho de que trata este artículo o bien continuar con el procedimiento de evaluación ambiental desde la 

etapa ordenada por la sentencia. 

 

Dictada la sentencia en los términos del inciso anterior, el titular del proyecto tendrá derecho a obtener del Fisco la indemnización de 

los gastos directos, efectivos y no recuperables en que haya incurrido con motivo de la ejecución del proyecto, siempre que se cumplan 

los requisitos establecidos en los incisos siguientes. Serán deducidos del monto a indemnizar el valor residual de los activo s físicos 

asociados al proyecto.   

 

Para ejercer este derecho, el titular deberá manifestar al tribunal, en cualquier estado del juicio y hasta antes de la citación a oír 

sentencia definitiva, su intención de hacerlo valer. La manifestación de intención a que se refiere este inciso no altera  las reglas de 

competencia del tribunal.  

  

El derecho a indemnización de este artículo no procederá en los casos en que el titular, respecto del proyecto asociado a la Resolución 

de Calificación Ambiental anulada, hubiere incurrido en alguna de las conductas previstas en los numerales 1 o 2 del artículo 36 o en el 

artículo 37 bis, ambos del artículo segundo de la ley N° 20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la 

Superintendencia del Medio Ambiente, ya sea que dichas conductas hayan sido declaradas por sentencia o resolución firme y 

ejecutoriada. En caso de existir un proceso sancionatorio o judicial pendiente en que se discuta la existencia de estas causas excluyentes 

de la indemnización, cualquiera de las partes podrá solicitar al tribunal respectivo la suspensión del pago indemnizatorio mientras dure 

el juicio.  

 

Para estos efectos, se entenderá por gastos directos, efectivos y no recuperables aquellos montos pagados por el titular, debidamente 

reajustados según la variación del Índice de Precios al Consumidor en el periodo comprendido entre el segundo mes anterior  al 
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desembolso y el segundo mes anterior a la fecha de pago de la indemnización, que tengan directa relación con el proyecto cuya 

Resolución de Calificación Ambiental fue anulada y que consten en antecedentes contables y documentales fehacientes. No se 

comprenderán aquellos desembolsos que puedan ser enajenados o reutilizados, aprovechados en otra actividad o proyecto.  

  

La indemnización contemplada en este artículo se considerará renta para todos los efectos legales.  

  

Ejercido el derecho a indemnización de que trata este artículo, será improcedente la solicitud de indemnización por falta de servicio de 

los órganos del Estado proveniente de los mismos hechos. Asimismo, al derecho a indemnización no le será aplicable lo dispuesto en 

el inciso segundo del artículo 42 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la 

ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”. 

 

Artículo 13.- El procedimiento para hacer efectivo lo señalado en el artículo anterior se iniciará mediante la presentación de una 

solicitud fundada, efectuada por el titular de la Resolución de Calificación Ambiental anulada ante el Ministerio de Hacienda  dentro 

del plazo de treinta días hábiles, contado desde que haya quedado firme y ejecutoriada la sentencia judicial respectiva.  

  

La solicitud deberá individualizar los gastos directos, efectivos y no recuperables realizados por el solicitante, acompañand o los 

antecedentes contables, tributarios y documentales que los respalden.  

 

Recibida la solicitud, el Ministerio de Hacienda procederá en el plazo de tres días hábiles a solicitar a la Corte de Apelaciones de Santiago 

la designación de un tribunal arbitral, integrado por tres árbitros idóneos que acrediten conocimientos especiales  en materias 

ambientales, contables y económicas, encargado de determinar el monto que debe ser indemnizado. 

  

El tribunal arbitral designado deberá aceptar el cargo por escrito, y jurarán desempeñarlo con fidelidad y en el menor tiempo posible, 

dentro del plazo de tres días hábiles contados desde que se les hubiere notificado el nombramiento. Si algún arbitro desi gnado no 

aceptare el cargo, la Corte Suprema designará los árbitros que fueren necesarios para completar el número de miembros que integrarán 

el tribunal.  
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El tribunal arbitral deberá constituirse dentro del décimo día hábil de aceptado el cargo por sus integrantes y tomará sus acuerdos por 

mayoría de votos.  

  

Sólo se considerarán los montos que hayan sido acreditados a través de contabilidad separada y exclusiva del proyecto o activ idad.  

 

La competencia del tribunal arbitral será exclusivamente señalar el monto de la indemnización que se deberá realizar al titular de la 

Resolución de Calificación Ambiental anulada, determinándose expresa y fundadamente sobre la cuantía de los gastos cuya 

indemnización fue rechazada, de acuerdo a las reglas legales de este cuerpo legal y las reglamentarias que correspondan.  

 

Para la procedencia de la indemnización y la determinación del monto, no será necesario acreditar falta de servicio de la Administración 

del Estado. 

 

Mediante reglamento del Ministerio de Hacienda se fijarán criterios técnicos uniformes respecto de la individualización y ver ificación 

de los gastos directos, efectivos y no recuperables.  

  

Para los efectos señalados en los incisos anteriores, el tribunal arbitral podrá requerir antecedentes complementarios al titular, solicitar 

informes técnicos, ambientales o contables a los órganos de la administración del Estado que estime pertinentes y ordenar 

verificaciones sobre la contabilidad acompañada. El tribunal arbitral tendrá la obligación de determinar el monto de la indemnización 

dentro del plazo de treinta días hábiles, contado desde que se constituya, aun cuando no se hubieren evacuado los reportes o informes 

correspondientes.”. 

 

Artículo 14.- El titular de la Resolución de Calificación Ambiental anulada y el Ministerio de Hacienda podrán reclamar judicialmente 

del monto fijado por el tribunal arbitral dentro del plazo de quince días hábiles contado desde la notificación al titular ante la Corte de 

Apelaciones de Santiago. El tribunal podrá decretar la suspensión del pago indemnizatorio en caso de que se discuta sobre la existencia 

de las causales de exclusión de que trata este artículo.”. 
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Artículo 15.- Se tendrá como definitivo el monto fijado por el tribunal arbitral si el titular o el Ministerio de Hacienda no dedujeren 

reclamo en el plazo establecido en el artículo anterior.  

  

Vencido dicho plazo sin que se haya deducido reclamo alguno, el Ministerio de Hacienda deberá pagar el monto correspondiente,  

dentro de treinta días hábiles siguientes. Si alguna de las partes dedujere reclamación, el pago se realizará dentro de los treinta días 

hábiles siguientes a que la sentencia se encuentre firme y ejecutoriada.”. 

 

Artículo 16.- En la reclamación el recurrente indicará el monto que estima debe indemnizarse por la anulación de la Resolución de 

Calificación Ambiental respectiva. 

  

La Corte de Apelaciones dará traslado a la parte contraria, por el término de diez días hábiles. Evacuado el traslado o teniéndosele por 

evacuado en rebeldía, se podrá abrir un término de prueba, si así se estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes 

que contempla el Código de Procedimiento Civil. 

  

Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial para su informe y a continuación se ordenará traer lo s autos en 

relación. La vista de esta causa gozará de preferencia. 

  

Si la Corte de Apelaciones da lugar al reclamo, en su sentencia determinará el monto a indemnizar. 

  

En contra de la sentencia definitiva procederá sólo el recurso de casación en la forma y el fondo, de conformidad a las reglas del Código 

de Procedimiento Civil.”. 

 

Artículo 17.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales: 

 

1. Reemplázase el numeral 6) del artículo 17 por el siguiente: 

“6) Conocer de las reclamaciones que interponga la persona natural o jurídica en contra de la determinación del Comité de 

Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el recurso, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y 30 bis de la ley Nº 
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19.300, en relación con el artículo 20 de la misma ley. Será competente para conocer de esta reclamación el tribunal ambiental 

del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del 

Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.”.”. 

 

2. Reemplázase el párrafo primero del numeral 8) del artículo 17 por el siguiente: 

“8) Conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de 

un acto administrativo de carácter ambiental, exceptuándose la Resolución de Calificación Ambiental, según lo dispuesto en el  

literal e) del artículo 20 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. El plazo para la interposición de la 

acción será de treinta días contados desde la notificación de la respectiva resolución.”.”. 

 

3. Suprímese el párrafo cuarto del numeral 8) del artículo 17 

 

4. Reemplázase el numeral 5) del artículo 18 por el siguiente: 

“5) En los casos de los números 5) y 6), las personas naturales y jurídicas que presentaron sus reclamaciones de conformidad a 

lo dispuesto en el artículo 20 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.”.”. 

 

5. Agréganse, en el artículo 24, los siguientes incisos finales, nuevos:  

“Sin perjuicio de lo anterior, las medidas cautelares que suspendan total o parcialmente los efectos de una Resolución de 

Calificación Ambiental, tendrán una duración máxima de treinta días corridos, pudiendo renovarse por prórrogas de igual plazo, 

de oficio o a petición de parte, con citación y mediante resolución fundada del tribunal. Las resoluciones que concedan o 

denieguen dichas medidas cautelares, o sus renovaciones, serán susceptibles de ser apeladas ante la Corte de Apelaciones en 

cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal, en un plazo de diez días. La apelación se concederá en el sólo efecto 

devolutivo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 192 del Código de Procedimiento Civil, y tendrá preferencia para s u 

vista y fallo. 

  

En ningún caso una medida cautelar que suspenda total o parcialmente los efectos de una Resolución de Calificación Ambiental, 

podrá extenderse por más de seis meses a contar de su fecha de otorgamiento, contando todas sus eventuales prórrogas. Lo 
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anterior será sin perjuicio de que, excepcionalmente, de oficio o a solicitud de parte y mediante resolución fundada, el tribunal 

pueda decretar una nueva medida cautelar cuando ello resulte necesario para evitar un riesgo grave e irreversible al medio 

ambiente o a la salud de las personas, o exista un incumplimiento manifiesto de las condiciones, normas o medidas establecidas 

en la respectiva Resolución de Calificación Ambiental. Para estos efectos, el tribunal deberá ponderar los intereses públicos  y 

privados comprometidos, la proporcionalidad de la medida considerando el gravamen impuesto al afectado y la inexistencia 

de otra medida cautelar igualmente idónea y menos gravosa para cautelar el derecho invocado.”.”. 

 

3. Reemplázase el inciso primero del artículo 26 por el siguiente: 

“Artículo 26.- Recursos. En estos procedimientos sólo serán apelables las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la 

demanda, las que aprueben o rechacen las medidas cautelares o sus prórrogas, las que reciban la causa a prueba y las que pongan 

término al proceso o hagan imposible su continuación. De este recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio 

jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.”. 

 

Artículo 18.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 21.600, que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el 

Sistema Nacional de Áreas Protegidas: 

 

1. Reemplázase el inciso segundo del artículo octavo transitorio por el siguiente: 

“El Ministerio del Medio Ambiente, dentro del plazo de cinco años contado desde la publicación señalada y previa dictación del 

reglamento contemplado en el artículo 29, dictará un decreto supremo para determinar los mencionados sitios prioritarios que 

pasarán a regirse por los efectos de la presente ley.”. 

 

2. Agrégase, en el artículo décimo transitorio, la siguiente oración final:  

“La relocalización desde un Parque Nacional a una Reserva Nacional o Área de Conservación de Múltiples Usos, o dentro de las 

dos últimas, se podrá realizar aun cuando la respectiva reserva o área de conservación no cuente con su plan de manejo. 

 

3. Reemplázase el inciso primero del artículo duodécimo transitorio por el siguiente: 

“Los reglamentos referidos en esta ley deberán dictarse dentro del plazo de cuatro años contado desde su publicación.”. 
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ARTICULOS TRANSITORIOS 

Artículo décimo tercero transitorio.- Dentro del plazo de un año desde la fecha de publicación de la presente ley, el Ministerio del Medio 

Ambiente deberá dictar nuevos reglamentos relativos a la Evaluación Ambiental Estratégica y al Sistema de Evaluación de Impacto 

Ambiental, de conformidad con lo establecido en los artículos 7° ter y 13 de la ley N° 19.300, respectivamente, a fin de adecuarlos a las 

modificaciones introducidas por la presente ley. 

En el caso de la modificación introducida por el literal a) del numeral 1 del artículo 11, esta entrará en vigencia una vez p ublicado el 

nuevo reglamento en el Diario Oficial, el cual no podrá establecer un umbral inferior a los 3 MW para centrales generadoras de energía, 

diferenciando entre los distintos tipos de generación. 

Artículo décimo cuarto transitorio.- El procedimiento señalado en los artículos 12 a 16 de esta ley solo tendrá lugar respecto de las 
Resoluciones de Calificación Ambiental que hayan sido otorgadas y anuladas desde la publicación de los reglamentos a que s e refiere 
el artículo décimo quinto transitorio. 
Artículo décimo quinto transitorio.- El reglamento a que se refiere el artículo 13 de la presente ley deberán dictarse por el Ministerio 
de Hacienda en el plazo de tres meses contado desde su publicación.”. 
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ANEXO 2. COMPARADO DE PROYECTO DE LEY (MENSAJE) APROBADO CON MODIFICACIONES POR LA SALA DEL SENADO EN SEGUNDO TRÁMITE 
CONSTITUCIONAL 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY INGRESADO 
(22-04-2026) 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR 
LA SALA DE LA CÁMARA DE DIPUTADAS Y 

DIPUTADOS 
(20-05-2026) 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR 
LA SALA DEL SENADO 

(15-07-2026) 

Artículo 6.- Modifícase el inciso segundo 
del artículo 5° de la ley N° 20.434, que 
modifica la Ley General de Pesca y 
Acuicultura en Materia de Acuicultura, de 
la siguiente forma:  

1) Suprímase la frase “someterse al 
Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental y”. 

 

 

 

 

2) Agrégase a continuación del punto 
aparte, que pasa a ser seguido, la 
siguiente frase:  

“Sin embargo, en los casos en los que la 
relocalización de la concesión tenga sólo por 
objeto meros ajustes cartográficos, 
entendiendo por tales, el ajuste de las 
coordenadas geográficas contenidas en los 
títulos administrativos correspondientes a 
su actual posición, de acuerdo a lo que 
proponga la Subsecretaría según 

Artículo 5.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en el inciso segundo del 
artículo 5° de la ley N° 20.434, que modifica 
la Ley General de Pesca y Acuicultura en 
Materia de Acuicultura: 
 

1. . Suprímese la frase “someterse al 
Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental y”. 

 
 
 
 
 
 

2. Agrégase a continuación del punto 
y aparte, que pasa a ser seguido, la 
siguiente oración:  

“Sin embargo, en los casos en los que la 
relocalización de la concesión tenga sólo 
por objeto meros ajustes cartográficos, 
entendiendo por tales el ajuste de las 
coordenadas geográficas contenidas en los 
títulos administrativos correspondientes a 
su actual posición, de acuerdo a lo que 

“Artículo 5.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en el artículo 5° de la ley N° 
20.434, que modifica la Ley General de 
Pesca y Acuicultura en materia de 
acuicultura: 
 

1. Reemplázase el inciso segundo 
por el siguiente: 

“Las relocalizaciones se someterán al 
Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental conforme a la ley Nº 19.300, de 
Bases Generales del Medio Ambiente, y su 
reglamento, y deberán presentar ante la 
Subsecretaría un plan de abandono y 
cierre.”. 
2. Intercálase, a continuación del inciso 
cuarto, el siguiente inciso nuevo: 
 
“La Subsecretaría de Pesca y Acuicultura 
informará anualmente a las Comisiones de 
Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y 
de Medio Ambiente, Cambio Climático y 
Bienes Nacionales del Senado, y a las 
Comisiones de Pesca, Acuicultura e 
Intereses Marítimos y de Medio Ambiente 
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antecedentes fundados previo informe 
técnico, no se realizará la inspección en 
terreno ni se someterá al trámite de 
evaluación ante el Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental.”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

proponga la Subsecretaría según 
antecedentes fundados previo informe 
técnico, no se realizará la inspección en 
terreno ni se someterá al trámite de 
evaluación ante el Sistema de Evaluación 
de Impacto Ambiental.”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

y Recursos Naturales de la Cámara de 
Diputados, sobre las solicitudes de 
relocalización y micro-relocalización de 
concesiones de acuicultura aprobadas y 
rechazadas durante el año anterior.”. 
 
3. Agréganse los siguientes incisos finales: 
  
“En el caso de que una relocalización de 
una concesión de acuicultura tenga sólo 
por objeto una micro-relocalización, no 
ingresará al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental ni requerirá cumplir los 
requisitos del artículo 92 de la ley N° 
21.600, que crea el Servicio de 
Biodiversidad y Áreas Protegidas y el 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas, 
siempre y cuando su movimiento no 
implique el ingreso a un área protegida. 
  
Se entenderá por micro-relocalización un 
desplazamiento en las cercanías del área de 
concesión con el objeto de mejorar sus 
condiciones ambientales, considerando 
variables que inciden sobre la dispersión de 
la materia orgánica sobre el fondo marino, 
tales como la profundidad y la velocidad de 
las corrientes. La micro-relocalización no 
podrá superar los 350 metros medidos 
desde cualquiera de sus vértices, como 
tampoco implicar aumentos en la 



 

 

 

                        

ANÁLISIS LEGISLATIVO www.socioecologiacostera.cl  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 7.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones al decreto N° 430, de 1991, 
del Ministerio de Economía, Fomento y 
Reconstrucción, que fija el texto refundido, 
coordinado y sistematizado de la ley N° 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 6.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en el decreto N° 430, de 
1991, del Ministerio de Economía, Fomento 
y Reconstrucción, que fija el texto 
refundido, coordinado y sistematizado de la 

producción autorizada ni en el tamaño del 
área de concesión. 
  
La micro-relocalización del inciso anterior 
se podrá llevar a cabo por única vez, y será 
autorizada por la Subsecretaría de Pesca y 
Acuicultura en base a antecedentes 
fundados, previo informe técnico y previa 
verificación de inexistencia de bancos 
naturales y caladeros de pesca, conforme a 
lo determinado por la Subsecretaría.  
  
Para estos efectos, la posición original será 
la fijada en el decreto que inicialmente 
otorgó la concesión o la resultante de la 
última relocalización que se hubiere 
aprobado en el Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental. 
 
Una vez aprobada, sólo implicará la 
actualización de las coordenadas de la 
concesión en el respectivo título, 
correspondiendo a la Subsecretaría para las 
Fuerzas Armadas efectuar la modificación 
correspondiente.”.”. 
 
Artículo 6.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en el decreto N° 430, de 
1991, del Ministerio de Economía, Fomento 
y Reconstrucción, que fija el texto 
refundido, coordinado y sistematizado de la 
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18.892, de 1989 y sus modificaciones, Ley 
General de Pesca y Acuicultura: 

1) Agrégase, en el inciso sexto del 
artículo 67, a continuación del 
punto aparte que pasa a ser 
seguido, lo siguiente: 

“Para la exigencia referida a la 
determinación de existencia o no de banco 
natural de este inciso, la Subsecretaría 
podrá encomendar dicho informe técnico a 
personas naturales o jurídicas que hayan 
sido incorporadas en el registro a que hace 
referencia el artículo 122 letra k).”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

2) Modifícase el artículo 84 de la 
siguiente forma:  

a. Reemplázanse los incisos 
segundo y tercero por los 
siguientes: “En los casos en 
que el centro de cultivo a 
que se refiere la concesión 
no registre uso y no 

ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones, 
Ley General de Pesca y Acuicultura: 

1. Agrégase, en el inciso sexto del 
artículo 67, a continuación del 
punto y aparte, que pasa a ser 
seguido, la siguiente oración:  

“Para la exigencia referida a la 
determinación de existencia o no de banco 
natural de este inciso, la Subsecretaría 
podrá encomendar dicho informe técnico a 
personas naturales o jurídicas que hayan 
sido incorporadas en el registro a que hace 
referencia la letra k) del artículo 122.”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2. En el artículo 84: 

a) Reemplázanse los incisos 
segundo y tercero por los 
siguientes: “En los casos en que el 
centro de cultivo a que se refiere la 
concesión no registre uso y no 
proceda la aplicación de la causal 

ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones, 
Ley General de Pesca y Acuicultura: 
1. En el artículo 67: 

a) Agrégase en el inciso quinto, 
entre las frases “Será de 
responsabilidad de la Subsecretaría 
la elaboración de los estudios 
técnicos” y “para la determinación 
de las áreas apropiadas para el 
ejercicio de la acuicultura”, la 
siguiente:  

“, como también la validación de 
información proveída por terceros,”. 

  
b) Agrégase, en el inciso sexto, la 
siguiente oración final: “Para la 
exigencia referida a la 
determinación de existencia o no 
de banco natural de este inciso, el 
Servicio Nacional de Pesca y 
Acuicultura podrá encomendar 
dicho informe técnico a personas 
naturales o jurídicas en los 
términos del artículo 122 bis.”.”. 

2. En el artículo 84: 
“a) Reemplázanse los incisos 
segundo y tercero por los 
siguientes: 
“Cuando el centro de cultivo al que 
se refiere la concesión no registre 
uso y no proceda la declaración de 
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proceda la aplicación de la 
causal de caducidad por 
falta de operación, el 
monto de la patente 
indicado en el inciso 
primero del presente 
artículo por cada hectárea 
se verá aumentado de la 
siguiente manera: 
a. 6 UTM por hectárea 

adicionales por cada 
año de no uso, contado 
desde el tercer año 
desde que se configure 
el no uso. 

b. 16 UTM por hectárea 
adicionales por cada 
año de no uso, contado 
desde los cincuenta y 
cuatro meses desde 
que se configure el no 
uso. 
Para estos efectos, se 
entenderá que existe 
uso cuando la actividad 
del centro sea igual o 
superior a los niveles 
mínimos de operación 
por especie y área que 
se establezcan 
mediante reglamento. 

de caducidad por falta de 
operación, el monto de la patente 
indicado en el inciso primero del 
presente artículo por cada 
hectárea se verá aumentado de la 
siguiente manera: 
 
 
 

a) 6 UTM por hectárea 
adicionales por cada año de no 
uso, contado desde el tercer año 
desde que se configure el no uso. 
 
 
b) 16 UTM por hectárea 
adicionales por cada año de no 
uso, contado desde los cincuenta 
y cuatro meses desde que se 
configure el no uso. 
Para estos efectos, se entenderá 
que existe uso cuando la 
actividad del centro sea igual o 
superior a los niveles mínimos de 
operación por especie y área que 
se establezcan mediante 
reglamento. En ningún caso el 
reglamento podrá establecer 
como operación mínima anual 
más del 50% de la operación 
máxima prevista cada año para el 

caducidad por falta de operación, 
el monto de la patente señalado en 
el inciso primero del presente 
artículo se incrementará 
progresivamente conforme a las 
siguientes reglas, aplicables a 
concesiones y autorizaciones de 
acuicultura: 

  
a) A contar del tercer y hasta el 
quinto año de no uso, la patente 
base se incrementará en un 60% 
por cada hectárea comprendida en 
la concesión o autorización. 
  
b) Entre los años sexto al décimo de 
no uso, el monto calculado 
conforme a la letra a) precedente 
se multiplicará por tres (3). 
  
c) A contar del undécimo año de no 
uso, el monto calculado conforme a 
la letra a) se multiplicará por seis 
(6), factor que se duplicará al inicio 
de cada quinquenio siguiente. 
Para estos efectos, se entenderá 
que existe uso cuando la actividad 
del centro sea igual o superior a los 
niveles mínimos de operación por 
especie y área que se establezcan 
mediante reglamento. En ningún 
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En ningún caso el 
reglamento podrá 
establecer como 
operación mínima 
anual más del 50% de la 
operación máxima 
prevista cada año para 
el centro de cultivo en 
la resolución de 
calificación 
ambiental.”. 

 
b. Agrégase un nuevo inciso 

cuarto del siguiente tenor, 
pasando el actual a ser 
quinto, y así sucesivamente:  

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos 
anteriores, el centro de cultivo que no opere 
sólo se eximirá del pago adicional por no uso 
cuando se encuentre en alguna de las 
siguientes circunstancias:  

a) Sometido a descanso 
obligatorio conforme a 
un plan de manejo 
sanitario de la 
agrupación de 
concesiones 
respectiva. 

b) Se encuentre en un 
sector afectado por un 

centro de cultivo en la resolución 
de calificación ambiental.”. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

b) Agrégase un nuevo inciso cuarto 
del siguiente tenor, pasando el 
actual a ser quinto, y así 
sucesivamente:  

 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos 
anteriores, el centro de cultivo que no opere 
se eximirá del pago adicional por no uso sólo 
en alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Estar sometido a 
descanso obligatorio 
conforme a un plan de 
manejo sanitario de la 
agrupación de concesiones 
respectiva. 
b) Encontrarse en un sector 
afectado por un evento 

caso el reglamento podrá 
establecer como operación mínima 
anual más del 50% de la operación 
máxima prevista cada año para el 
centro de cultivo en la resolución 
de calificación ambiental.”.”. 
 
 
 
 
 
 
 
b) Agrégase un nuevo inciso cuarto 
del siguiente tenor, pasando el 
actual a ser quinto, y así 
sucesivamente:  

 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos 
anteriores, el centro de cultivo que no opere 
se eximirá del pago adicional por no uso sólo 
en alguna de las siguientes circunstancias: 

 
 
 
 
 
 
a) Encontrarse en un sector 
afectado por un evento 
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evento ambiental, 
catástrofe natural o 
fuerza mayor. 

c) Se encuentre en un 
sector declarado en 
emergencia sanitaria 
por la Autoridad. 

d) La autoridad hubiere 
dispuesto una 
suspensión de 
operaciones 
obligatoria.”. 
 

3) Reemplázase el artículo 87 ter por el 
siguiente: 

“Artículo 87 ter.- A fin de monitorear los 
parámetros ambientales de las zonas o 
áreas geográficas en las que se desarrolla la 
acuicultura, los titulares de concesiones 
deberán disponer de una tecnología que 
registre y transmita los indicadores de 
salinidad, temperatura, fluorescencia, ph, 
oxígeno y variables meteorológicas, de 
conformidad a lo que defina el reglamento. 
Los órganos de la Administración del Estado 
deberán coordinarse para la planificación, 
ejecución y uso de mediciones, monitoreos 
y levantamiento de información, evitando la 
duplicación de esfuerzos y promoviendo el 
uso compartido e interoperable de los datos 
generados.”. 

ambiental, catástrofe 
natural o fuerza mayor. 
c) Encontrarse en un sector 
declarado en emergencia 
sanitaria por la autoridad. 
d) Haber dispuesto la 
autoridad una suspensión 
de operaciones 
obligatoria.”. 

 
 
 
 
 
 

3. Reemplázase el artículo 87 ter por 
el siguiente: 

 
“Artículo 87 ter.- Los titulares de 
concesiones deberán disponer de 
tecnología que registre y transmita los 
indicadores de salinidad, temperatura, 
fluorescencia, ph, oxígeno y variables 
meteorológicas, de conformidad a lo que 
defina el reglamento, con el fin de 
monitorear los parámetros ambientales de 
las zonas o áreas geográficas en las que se 
desarrolla la acuicultura. 
Los órganos de la Administración del 
Estado deberán coordinarse para la 
planificación, ejecución y uso de 

ambiental, catástrofe 
natural o fuerza mayor. 
b) Encontrarse en un sector 
declarado en emergencia 
sanitaria por la autoridad. 
c) Haber dispuesto la 
autoridad una suspensión 
de operaciones 
obligatoria.”. 

 
 
 
 
 
 
“3. Suprímese el artículo 87 ter.”. 
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4) Modifícase el artículo 122 bis de la 
siguiente forma:  

 
a) Suprímase en el inciso 

primero la frase “previa 
licitación”. 

 

 

 

 

 

 

 

b) Reemplázase el inciso 
segundo por uno del 
siguiente tenor: 

“El pago por los servicios regulados en el 
inciso precedente se efectuará por el titular 
o solicitante que haya solicitado el informe 
o inspección en una cuenta 
extrapresupuestaria que para estos únicos 
efectos llevará el Servicio. Por su parte, el 
Servicio deberá contar con una plataforma 

mediciones, monitoreos y levantamiento 
de información, evitando la duplicación de 
esfuerzos y promoviendo el uso 
compartido e interoperable de los datos 
generados.”. 
 

4. Modifícase el artículo 122 bis de 
la siguiente forma:  

 
a) Suprímese en el inciso 

primero la expresión “, 
previa licitación,”. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

b) Reemplázase el inciso 
segundo por el siguiente: 

 
“El pago por los servicios regulados en el 
inciso precedente se efectuará por el titular 
o solicitante que haya solicitado el informe 
o inspección en una cuenta 
extrapresupuestaria que para estos únicos 

 
 
 
 
 
 
4. Modifícase el artículo 122 bis de 
la siguiente forma: 
 
a) Reemplázase el inciso primero 
por el siguiente: 

 “Artículo 122 bis.- El Servicio deberá 
elaborar, por cuenta y costo de los titulares 
de centros de cultivo, a cualquier título, la 
información ambiental que acredite que el 
centro está operando de conformidad con el 
artículo 87 de esta ley, como también la 
inspección de bancos naturales del artículo 
67. El Servicio podrá encomendar esta labor 
a personas naturales o jurídicas inscritas en 
el registro a que se refiere el artículo 122, 
letra k).”.”. 

 
b) Reemplázase el inciso segundo 
por el siguiente: 

 
“El pago por los servicios regulados en el 
inciso anterior, en los casos que sea 
procedente, se efectuará por el titular o 
solicitante que haya solicitado el informe o 
inspección en una cuenta 



 

 

 

                        

ANÁLISIS LEGISLATIVO www.socioecologiacostera.cl  

de acceso público en la que sea posible 
conocer los criterios por los cuales el 
Servicio ha realizado su elección.”. 
 
 

c) Agrégase el siguiente inciso 
final: 

“Los informes, inspecciones y 
acreditaciones que en virtud del presente 
artículo el Servicio puede encomendar a 
personas naturales y jurídicas, se licitarán de 
un modo expedito y por medios electrónicos 
entre las personas naturales y jurídicas 
inscritas en el correspondiente registro. El 
mecanismo electrónico de estas licitaciones 
y la respectiva tarifa, la cual podrá ser 
diferenciada por tipo de cultivo, serán 
establecidos por resolución del Servicio, 
debiendo preferirse los mecanismos 
electrónicos establecidos previamente por 
la Dirección de Compras y Contratación 
Pública.”. 
 

5. Modifícase el primer párrafo del 
literal e) del artículo 142 en el 
siguiente sentido: 

a) Suprímase la frase “; o 
paralizar actividades 
por más de dos años 
consecutivos”.  

efectos llevará el Servicio. Por su parte, el 
Servicio deberá contar con una plataforma 
de acceso público en la que sea posible 
conocer los criterios por los cuales el 
Servicio ha realizado su elección.”. 
 
 

c) Agrégase el siguiente inciso final: 
 
“Los informes, inspecciones y 
acreditaciones que en virtud del presente 
artículo el Servicio puede encomendar a 
personas naturales y jurídicas se licitarán de 
un modo expedito y por medios electrónicos 
entre las personas naturales y jurídicas 
inscritas en el correspondiente registro. El 
mecanismo electrónico de estas licitaciones 
y la respectiva tarifa, la cual podrá ser 
diferenciada por tipo de cultivo, serán 
establecidos por resolución del Servicio, 
debiendo preferirse los mecanismos 
electrónicos establecidos previamente por 
la Dirección de Compras y Contratación 
Pública.”. 
 
5. Modifícase, en el artículo 142, el párrafo 
primero del literal e) del siguiente modo: 

 
a) Suprímese la frase “; o paralizar 
actividades por más de dos años 
consecutivos”.  

extrapresupuestaria que para estos únicos 
efectos llevará el Servicio. Por su parte, el 
Servicio deberá contar con una plataforma 
de acceso público en la que sea posible 
conocer los criterios por los cuales el 
Servicio ha realizado su elección.”. 
 

c) Agrégase el siguiente inciso final: 
 
“Los informes, inspecciones y 
acreditaciones que en virtud del presente 
artículo el Servicio puede encomendar a 
personas naturales y jurídicas se licitarán de 
un modo expedito y por medios electrónicos 
entre las personas naturales y jurídicas 
inscritas en el correspondiente registro. El 
mecanismo electrónico de estas licitaciones 
y la respectiva tarifa, la cual podrá ser 
diferenciada por tipo de cultivo, serán 
establecidos por resolución del Servicio, 
debiendo preferirse los mecanismos 
electrónicos establecidos previamente por 
la Dirección de Compras y Contratación 
Pública.”. 
 
5. Modifícase, en el artículo 142, el párrafo 
primero del literal e) del siguiente modo: 

 
a) Suprímese la frase “; o paralizar 
actividades por más de dos años 
consecutivos”.  
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b) Reemplázase la frase 
“Los plazos antes 
señalados se 
suspenderán en los 
casos” por “El plazo 
antes señalado se 
suspenderá en el caso”. 

 
 

Artículo 13.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 19.300, sobre 
Bases Generales del Medio Ambiente: 
 

1. Modifíquese el artículo 10 de la 
siguiente forma: 

a) Reemplázase el literal c) por 
el siguiente: 

“c) Centrales generadoras de energía;”. 
 
 

b) Agrégase un inciso final 
nuevo, del siguiente tenor: 

“Tratándose de modificaciones de un 
proyecto o actividad que cuente con 
Resolución de Calificación Ambiental 
favorable y cuyas partes, obras o acciones 
que intervengan o complementen se 
ejecuten en la misma faena o área 
intervenida originalmente evaluada, solo 
requerirá una nueva evaluación ambiental 

 
 

 
b) Reemplázase la frase “Los plazos 
antes señalados se suspenderán en 
los casos” por el siguiente texto: “El 
plazo antes señalado se suspenderá 
en el caso”. 

 
 
 
 
Artículo 11.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 19.300, sobre 
Bases Generales del Medio Ambiente: 
 

1. En el artículo 10: 
a) Reemplázase el literal c) por el 
siguiente: 
 

“c) Centrales generadoras de energía;”. 
 
 
b) Agrégase el siguiente inciso final: 

 
 
“Tratándose de modificaciones de un 
proyecto o actividad que cuente con 
Resolución de Calificación Ambiental 
favorable y cuyas partes, obras o acciones 
que intervengan o complementen se 

 
 

 
b) Reemplázase la frase “Los plazos 
antes señalados se suspenderán en 
los casos” por el siguiente texto: “El 
plazo antes señalado se suspenderá 
en el caso”. 

 
 
 
 
Artículo 11.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 19.300, sobre 
Bases Generales del Medio Ambiente: 
 

1. En el artículo 10: 
a) Reemplázase el literal c) por el 
siguiente: 
 

“c) Centrales generadoras de energía;”. 
 
 

b) Agrégase el siguiente inciso final: 
 
 
“Tratándose de modificaciones de un 
proyecto o actividad que cuente con 
Resolución de Calificación Ambiental 
favorable y cuyas partes, obras o acciones 
que intervengan o complementen se 
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si existiere una modificación sustantiva en 
términos de magnitud o duración de los 
impactos ambientales. Las modificaciones 
que sólo impliquen una mejora tecnológica 
no requerirán una nueva evaluación en la 
medida que dicha mejora no importe un 
aumento significativo de las cargas o 
impactos ambientales del proyecto o 
actividad. Corresponderá al reglamento al 
que se refiere el artículo 13 regular las 
circunstancias a las que se refiere este 
inciso.”. 
 

2. Agrégase, en el literal a) del 
artículo 18 quáter, a 
continuación de la frase “si el 
proyecto o actividad requiere 
de un Estudio de Impacto 
Ambiental,” la frase “lo que 
deberá constar en una 
resolución fundada de la 
autoridad competente,”.  

3. Agrégase, en el inciso tercero 
del artículo 19, a continuación 
de la frase “o si el respectivo 
proyecto o actividad requiere 
de un Estudio de Impacto 
Ambiental o cuando no se 
acreditare el cumplimiento de 
la normativa ambiental 
aplicable,” la frase “lo que 

ejecuten en la misma faena o área 
intervenida originalmente evaluada, solo 
requerirá una nueva evaluación ambiental 
si existiere una modificación sustantiva en 
términos de magnitud o extensión de los 
impactos ambientales. Asimismo, las 
modificaciones que sólo impliquen una 
mejora tecnológica no requerirán una 
nueva evaluación ambiental. 
Corresponderá al reglamento del artículo 
13 regular las circunstancias a las que se 
refiere este inciso.”.”. 
 

 
 
2. Añádese en el literal a) del 
artículo 18 quáter, a continuación 
de la frase “si el proyecto o actividad 
requiere de un Estudio de Impacto 
Ambiental,” la frase “lo que deberá 
constar en una resolución fundada 
de la autoridad competente,”. 
 
 
  
3. Incorpórase en el inciso tercero 
del artículo 19, a continuación del 
texto “o si el respectivo proyecto o 
actividad requiere de un Estudio de 
Impacto Ambiental o cuando no se 
acreditare el cumplimiento de la 

ejecuten en la misma área evaluada 
originalmente evaluada, solo requerirá una 
nueva evaluación ambiental si existiere 
una modificación sustantiva en términos 
de magnitud o extensión de los impactos 
ambientales. Asimismo, las modificaciones 
que sólo impliquen una mejora tecnológica 
no requerirán una nueva evaluación 
ambiental. Corresponderá al reglamento 
del artículo 13 regular las circunstancias a 
las que se refiere este inciso.”.”. 
 
 
 
 

2. Añádese en el literal a) del 
artículo 18 quáter, a continuación 
de la frase “si el proyecto o actividad 
requiere de un Estudio de Impacto 
Ambiental,” la frase “lo que deberá 
constar en una resolución fundada 
de la autoridad competente,”.  
 
 
 

2. Incorpórase en el inciso tercero del 
artículo 19, a continuación del texto 
“o si el respectivo proyecto o 
actividad requiere de un Estudio de 
Impacto Ambiental o cuando no se 
acreditare el cumplimiento de la 
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deberá constar en una 
resolución fundada de la 
autoridad competente,”. 

4. Reemplázase, en el inciso 
cuarto del artículo 20, la palabra 
“treinta” por “veinte”. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

normativa ambiental aplicable,” la 
frase “lo que deberá constar en una 
resolución fundada de la autoridad 
competente,”. 

 
4. Reemplázase, en el inciso cuarto 
del artículo 20, la palabra “treinta” 
por el vocablo “veinte”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

normativa ambiental aplicable,” la 
frase “lo que deberá constar en una 
resolución fundada de la autoridad 
competente,”. 

 
“4. Reemplázase el artículo 20 por el 
siguiente: 
  
“Artículo 20.- En contra de la resolución 
que califique ambientalmente favorable, 
desfavorable, o que establezca condiciones 
o exigencias a una Declaración de Impacto 
Ambiental, procederá el recurso especial 
de reclamación ante el Director Ejecutivo. 
  
En contra de la resolución que apruebe, 
rechace o establezca condiciones o 
exigencias a un Estudio de Impacto 
Ambiental, procederá el recurso especial 
de reclamación ante un comité integrado 
por el Ministro del Medio Ambiente, que lo 
presidirá, y los Ministros de Salud, de 
Economía, Fomento y Turismo, de 
Agricultura, de Energía y de Minería. El 
Comité deberá sesionar con la periodicidad 
necesaria para el oportuno conocimiento y 
resolución de las reclamaciones de su 
competencia y, en todo caso, a lo menos 
diez veces por año. Un reglamento regulará 
su organización y funcionamiento, así 
como el procedimiento aplicable a las 
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reclamaciones de su competencia, 
incluyendo las oportunidades y 
modalidades de sesión, los plazos de 
actuación, la adopción de acuerdos y las 
demás materias necesarias para el 
adecuado ejercicio de sus funciones.  
  
El recurso especial de reclamación de los 
incisos precedentes se sujetará a las 
siguientes reglas: 
  
a) El recurso podrá ser interpuesto por el 
titular del proyecto o actividad, los 
observantes del proceso de participación 
ciudadana y por cualquier persona natural 
o jurídica que tenga la calidad de 
interesado en el procedimiento de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 
21 de la ley N° 19.880. 
  
Quienes hubiesen formulado 
observaciones durante el proceso de 
participación ciudadana solo podrán 
fundar su reclamación en dichas 
observaciones, así como en vicios 
procedimentales de carácter esencial. 
  
Quienes no hubiesen formulado 
observaciones, solo podrán fundar su 
reclamación en aspectos que no hayan sido 
evaluados y que le generen una afectación 
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directa, así como en vicios procedimentales 
de carácter esencial. 
 
b) El plazo para interponer el recurso será 
de treinta días, contado desde la 
notificación o publicación de la resolución 
recurrida según corresponda. Para la 
aplicación del plazo señalado, la resolución 
que califique ambientalmente favorable, 
desfavorable, o que establezca condiciones 
o exigencias a un Estudio o Declaración de 
Impacto Ambiental, deberá ser notificada 
mediante la plataforma electrónica del 
Servicio de Evaluación de Impacto 
Ambiental al titular del proyecto o 
actividad y a las personas que hubieren 
presentado observaciones al respectivo 
Estudio o Declaración de Impacto 
Ambiental. Asimismo, dicha resolución 
deberá publicarse en el sitio electrónico del 
Servicio, dentro de los cinco días hábiles 
siguientes a su dictación. En dicha 
publicación se dejará expresa constancia 
de la fecha en que se realiza y, a contar de 
ésta, la resolución que califique 
ambientalmente favorable, desfavorable, o 
que establezca condiciones o exigencias, se 
presumirá de derecho conocida por 
cualquier persona natural o jurídica, para 
todos los efectos legales.  
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Interpuesto uno o más recursos especiales 
de reclamación deberán resolverse todos 
en un mismo acto.  
  
c) Excepcionalmente, y cuando lo requiera 
para resolver el recurso, el Director 
Ejecutivo o Comité de Ministros según 
corresponda, podrá solicitar informe a los 
organismos sectoriales que participaron de 
la evaluación ambiental.  
 
d) La autoridad competente resolverá, 
mediante una resolución fundada, en un 
plazo fatal de treinta o sesenta días, según 
se trate de una Declaración o Estudio de 
Impacto Ambiental respectivamente. Estos 
plazos comenzarán a contarse desde el día 
siguiente de la interposición del último 
recurso especial de reclamación. 
  
e) La resolución del Director Ejecutivo o 
Comité de Ministros que resuelve el 
recurso especial de reclamación solo podrá 
ser reclamada ante el Tribunal Ambiental 
competente dentro del plazo de veinte días 
contado desde su notificación, conforme al 
artículo 17, número 5), de la ley N° 20.600, 
que crea los Tribunales Ambientales. En 
contra de dicha resolución no procederá la 
solicitud de invalidación del artículo 53 de 
la ley N° 19.880, ni el recurso 
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administrativo regulado en el artículo 59 de 
la misma ley. 
  
En caso de que la resolución del Director 
Ejecutivo o Comité de Ministros acoja total 
o parcialmente el recurso especial de 
reclamación, esta solo podrá ejecutarse 
una vez vencido el plazo para impugnarla 
judicialmente. 
  
f) La reclamación judicial sólo podrá 
fundarse en las alegaciones sometidas 
oportunamente al conocimiento de la 
autoridad mediante el recurso especial de 
reclamación de la letra a) precedente, sin 
perjuicio de los fundamentos jurídicos y de 
los medios probatorios que las partes 
hagan valer para sustentar dichas 
cuestiones durante el proceso judicial. 
  
g) Vencido el plazo para resolver el recurso 
especial de reclamación, y sin que el 
Director Ejecutivo o Comité de Ministros se 
haya pronunciado sobre el mismo, el 
reclamante podrá solicitar que se resuelva 
dentro del plazo de cinco días. Cumplido 
dicho plazo sin que se hubiese resuelto, 
cualquiera de las partes interesadas en el 
procedimiento podrá solicitar que se 
certifique esta circunstancia, de forma 
automática y sin más trámite, en el 
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5. Incorpórase el siguiente artículo 
24 bis, nuevo: 

“Artículo 24 bis.- En contra de la Resolución 
de Calificación Ambiental favorable no 
procederán recursos administrativos ni 
mecanismos de revisión de los actos 
administrativos, tales como los 
establecidos en el Capítulo IV de la Ley N° 
19.880, que establece las bases de los 
procedimientos administrativos que rigen 
los actos de los órganos de la 
administración del Estado, salvo por lo 
dispuesto en el artículo 62 del mismo 
cuerpo legal y en la presente ley.”. 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
5. Incorpórase el siguiente artículo 
24 bis: 

“Artículo 24 bis.- En contra de la Resolución 
de Calificación Ambiental no procederán 
recursos administrativos ni mecanismos de 
revisión de los actos administrativos, tales 
como los establecidos en el Capítulo IV de 
la Ley N° 19.880, que establece las bases de 
los procedimientos administrativos que 
rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado, salvo por lo 
dispuesto en el artículo 62 del mismo 
cuerpo legal y en la presente ley.”.”. 
 

 
 
 

expediente electrónico de evaluación de 
impacto ambiental. Una vez solicitado 
dicho certificado, el recurso se entenderá 
rechazado y el Director o Comité de 
Ministros, quedará impedido de resolver el 
recurso. 
  
En este caso, el plazo para interponer el 
recurso al que se refiere el literal e) se 
contará, para todos los interesados, desde 
el día siguiente a la publicación de dicho 
certificado en el expediente 
electrónico.”.”. 
 

5. Incorpórase el siguiente artículo 
24 bis: 

“Artículo 24 bis.- En contra de la Resolución 
de Calificación Ambiental no procederán 
los recursos administrativos ni los 
mecanismos de revisión de los actos 
administrativos, tales como los 
establecidos en el Capítulo IV de la ley N° 
19.880, que establece las bases de los 
procedimientos administrativos que rigen 
los actos de los órganos de la 
Administración del Estado, por las mismas 
materias que se hubieren conocido a través 
del recurso especial de reclamación 
previsto en el artículo 20 de la presente ley. 
Con todo, siempre procederá la aclaración 
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6. Incorpórase el siguiente 

artículo 24 ter, nuevo: 

“Artículo 24 ter.- La Resolución de 
Calificación Ambiental emitida en virtud de 
esta ley podrá ser reclamada ante el 
Tribunal Ambiental competente dentro del 
plazo de veinte días contados desde su 
notificación, conforme al artículo 17 
número 5 de la ley N° 20.600, que crea los 
Tribunales Ambientales.”. 
 
 

7. Agrégase el siguiente artículo 
25 septies, nuevo: 

“Artículo 25 septies.- Establécese un 
régimen especial de tramitación y 
evaluación de impacto ambiental, al cual 
podrán acogerse voluntariamente los 
titulares de proyectos o actividades que se 
sometan al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental. Dicho régimen se regirá 
por las reglas de este artículo y, en todo lo 
no regulado y aquello que resulte 
compatible, por las normas de esta ley y la 
ley N° 20.600, que crea los Tribunales 
Ambientales.  
Para formalizar el ingreso a este régimen, el 
titular deberá declarar expresamente, al 
momento de presentar su proyecto, que se 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
6. Agrégase el siguiente artículo 25 
septies: 

“Artículo 25 septies.- Establécese un 
régimen especial de tramitación y 
evaluación de impacto ambiental, al cual 
podrán acogerse voluntariamente los 
titulares de proyectos o actividades que se 
sometan al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental. Dicho régimen se regirá 
por las reglas de este artículo y, en todo lo 
no regulado y aquello que resulte 
compatible, por las normas de esta ley y la 
ley N° 20.600, que crea los Tribunales 
Ambientales. 

o rectificación regulada en el artículo 62 de 
la referida ley N° 19.880.”. 
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acoge a las disposiciones del presente 
artículo.  
Los proyectos o actividades que 
voluntariamente sean admitidos a trámite 
durante la vigencia del régimen especial de 
este artículo, y en ejercicio de sus facultades 
conforme a los artículos 16 y 19, el Servicio 
de Evaluación Ambiental podrá formular 
solicitudes de aclaraciones, rectificaciones o 
ampliaciones al titular del proyecto.  
Cuando se trate de una Declaración de 
Impacto Ambiental, sólo se admitirá una 
instancia para la presentación de las 
aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones 
solicitadas conforme al inciso anterior. En el 
caso de un Estudio de Impacto Ambiental, 
podrán admitirse hasta dos instancias para 
tales efectos, siendo la segunda de carácter 
excepcional y debidamente fundada en 
razones que justifiquen su necesidad en la 
adecuada evaluación ambiental del 
proyecto o actividad. 
Presentada la última aclaración, 
rectificación o ampliación por parte del 
titular o transcurrido el plazo para ello, el 
Servicio de Evaluación Ambiental procederá 
a la elaboración del Informe Consolidado de 
Evaluación al que se refiere el artículo 9 bis.  
Los pronunciamientos de los órganos de la 
Administración del Estado con competencia 
ambiental deberán ceñirse exclusivamente 

Para formalizar el ingreso a este régimen, el 
titular deberá declarar expresamente, en el 
momento de presentar su proyecto, que se 
acoge a las disposiciones del presente 
artículo. 
Respecto de los proyectos o actividades que 
voluntariamente sean admitidos a trámite 
durante la vigencia del régimen especial de 
este artículo, el Servicio de Evaluación 
Ambiental, en ejercicio de sus facultades 
conforme a los artículos 16 y 19, podrá 
formular solicitudes de aclaraciones, 
rectificaciones o ampliaciones al titular del 
proyecto. 
Cuando se trate de una Declaración de 
Impacto Ambiental, sólo se admitirá una 
instancia para la presentación de las 
aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones 
solicitadas conforme al inciso anterior. En el 
caso de un Estudio de Impacto Ambiental, 
podrán admitirse hasta dos instancias para 
tales efectos, siendo la segunda de carácter 
excepcional y debidamente fundada en 
razones que justifiquen su necesidad en la 
adecuada evaluación ambiental del 
proyecto o actividad. 
Presentada la última aclaración, 
rectificación o ampliación por parte del 
titular o transcurrido el plazo para ello, el 
Servicio de Evaluación Ambiental procederá 
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al contenido de la Declaración o Estudio de 
Impacto Ambiental y a los antecedentes 
presentados por el titular en las instancias 
contempladas los incisos anteriores, no 
pudiendo incorporar nuevos 
requerimientos ni referirse a materias no 
abordadas en dichas instancias y 
respetando las directrices emitidas por el 
Servicio de Evaluación Ambiental. 
Adicionalmente, para la evaluación de 
impacto ambiental de proyectos o 
actividades que además hayan sido 
planificados específicamente mediante un 
instrumento evaluado conforme al Párrafo 
1° bis del Título II, el Servicio de Evaluación 
Ambiental reconocerá la información 
contenida en el informe ambiental al que 
hace referencia el artículo 7° bis. En estos 
casos, el Servicio adoptará las medidas de 
gestión necesarias para reducir los plazos de 
su evaluación.”. 
 
 
 

8. Agrégase, en el artículo 29, el 
siguiente inciso final, nuevo: 

“La autoridad competente resolverá, 
mediante resolución fundada, en un plazo 
de sesenta días contado desde la 
interposición del recurso.”. 
 

a la elaboración del Informe Consolidado de 
Evaluación al que se refiere el artículo 9 bis. 
Los pronunciamientos de los órganos de la 
Administración del Estado con competencia 
ambiental deberán ceñirse exclusivamente 
al contenido de la Declaración o Estudio de 
Impacto Ambiental y a los antecedentes 
presentados por el titular en las instancias 
contempladas los incisos anteriores, sin que 
pueda incorporar nuevos requerimientos ni 
referirse a materias no abordadas en dichas 
instancias y respetando las directrices 
emitidas por el Servicio de Evaluación 
Ambiental. 
Adicionalmente, para la evaluación de 
impacto ambiental de proyectos o 
actividades que además hayan sido 
planificados específicamente mediante un 
instrumento evaluado conforme al Párrafo 
1° bis del Título II, el Servicio de Evaluación 
Ambiental reconocerá la información 
contenida en el informe ambiental al que 
hace referencia el artículo 7° bis. En estos 
casos, el Servicio adoptará las medidas de 
gestión necesarias para reducir los plazos de 
su evaluación.”.”. 
 

7. Agrégase, en el artículo 29, el 
siguiente inciso final, nuevo: 

“La autoridad competente resolverá, 
mediante resolución fundada, en un plazo 
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9. Agrégase, en el inciso quinto del 

artículo 30 bis, tras el punto 
aparte, que pasa a ser seguido, 
lo siguiente: 

“La autoridad competente resolverá, 
mediante resolución fundada, en un plazo 
de treinta días contado desde la 
interposición del recurso.”.  
 

10. Reemplázase el literal a) del 
artículo 81, por uno del 
siguiente tenor: 

“a) La evaluación de impacto ambiental de 
los proyectos y actividades que ingresen al 
Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental, y la administración de dicho 
sistema. 
En el ámbito de la evaluación de impacto 
ambiental de proyectos y actividades, 
corresponderá al Servicio ejercer la rectoría 
técnica sobre la evaluación de impacto 
ambiental, la instrucción del procedimiento 
de evaluación y la coordinación de los 
organismos de la Administración del Estado 
con competencia ambiental. 
En el ejercicio de la rectoría técnica en 
relación con los artículos 16 y 19 de esta ley, 
el Servicio sólo considerará los 
pronunciamientos de los organismos con 

de sesenta días contado desde la 
interposición del recurso. 
 

 
8. Agrégase, en el inciso quinto del 
artículo 30 bis, a continuación del 
punto y aparte, que pasa a ser 
seguido, lo siguiente: 

“La autoridad competente resolverá, 
mediante resolución fundada, en un plazo 
de treinta días contado desde la 
interposición del recurso.”.  
 
 

9. Reemplázase el literal a) del 
artículo 81 por el siguiente: 

 
“a) La evaluación de impacto ambiental de 
los proyectos y actividades que ingresen al 
Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental, y la administración de dicho 
sistema. 
En el ámbito de la evaluación de impacto 
ambiental de proyectos y actividades, 
corresponderá al Servicio ejercer la rectoría 
técnica sobre la evaluación de impacto 
ambiental, la instrucción del procedimiento 
de evaluación y la coordinación de los 
organismos de la Administración del Estado 
con competencia ambiental. 
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competencia ambiental que sean 
pertinentes al contenido del proyecto o 
actividad sometido al Sistema de Evaluación 
de Impacto Ambiental, y se encuentren 
debidamente fundados, pudiendo realizar 
los ajustes que correspondan.  
Para la instrucción del procedimiento y 
coordinación de los órganos de la 
Administración del Estado con competencia 
ambiental, el Servicio podrá dictar 
instrucciones de carácter general y 
obligatorio.”. 
 
 
Artículo 14.- En caso que una Resolución de 
Calificación Ambiental sea anulada por 
sentencia judicial firme y ejecutoriada, el 
titular tendrá derecho a solicitar la 
restitución de los gastos directos y 
efectivos en que haya incurrido en virtud 
de la ejecución del proyecto, salvo que la 
anulación de la Resolución de Calificación 
Ambiental se funde, total o parcialmente, 
en antecedentes falsos, incompletos o 
inexactos, imputables al titular y que hayan 
sido determinantes para la dictación de 
dicha resolución, y así declarado por 
sentencia judicial. 
Para estos efectos, se entenderá por gastos 
directos y efectivos aquellos montos 
pagados por el titular y que consten en 

En el ejercicio de la rectoría técnica, en 
relación con los artículos 16 y 19 de esta ley, 
el Servicio sólo considerará aquellos 
pronunciamientos de los organismos con 
competencia ambiental, que sean 
pertinentes al contenido del proyecto o 
actividad, dentro de las esferas de su 
competencia e informados dentro del plazo 
dispuesto por el Servicio, los cuales se 
sujetarán a los términos señalados en el 
artículo 38 de la ley N° 19.880. 
Para la instrucción del procedimiento y 
coordinación de los órganos de la 
Administración del Estado con competencia 
ambiental, el Servicio podrá dictar 
instrucciones de carácter general y 
obligatorio.”. 
 
Artículo 12.- En caso de que una Resolución 
de Calificación Ambiental sea anulada o 
dejada sin efecto por sentencia judicial 
firme y ejecutoriada, el titular tendrá 
derecho a solicitar la restitución de los 
gastos directos y efectivos en que haya 
incurrido en virtud de la ejecución del 
proyecto, salvo que la anulación o la 
decisión de dejar sin efecto la Resolución 
de Calificación Ambiental se funde, total o 
parcialmente, en antecedentes falsos, 
incompletos o inexactos, imputables al 
titular y que hayan sido determinantes 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
“Artículo 12.- La anulación de una 
Resolución de Calificación Ambiental, 
dispuesta por sentencia judicial firme y 
ejecutoriada por un tribunal de justicia, 
constituirá un error por parte del Estado 
para los efectos de este artículo, cuando 
dicha nulidad se haya declarado en base a 
circunstancias como la de no haber 
solicitado, por parte del Servicio de 
Evaluación Ambiental, información 
esencial al proponente para la correcta 
evaluación de impacto ambiental, o no 
haber cumplido algún trámite que la ley y 
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antecedentes contables y documentales 
fehacientes.  
El titular podrá hacer presente al tribunal 
respectivo, en cualquier etapa del 
proceso y hasta antes de que dicte la 
referida sentencia, su intención de ejercer 
el derecho establecido en el presente 
artículo. Esta comunicación no alterará la 
competencia del tribunal ni lo 
obligará a emitir un pronunciamiento.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

para la dictación de dicha resolución, y así 
declarado por sentencia judicial. 
El único efecto derivado de que una 
Resolución de Calificación Ambiental sea 
anulada o dejada sin efecto es la 
procedencia del derecho de restitución. 
Para estos efectos, se entenderá por gastos 
directos y efectivos aquellos montos 
pagados por el titular y que consten en 
antecedentes contables y documentales 
fehacientes. 
El ejercicio del derecho de restitución hará 
improcedente la solicitud de 
indemnización por falta de servicio de los 
órganos del Estado proveniente de los 
mismos hechos. Asimismo, al derecho a 
restitución no le será aplicable lo dispuesto 
en el inciso segundo del artículo 42 del 
decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, que 
fija texto refundido, coordinado y 
sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica 
Constitucional de Bases Generales de la 
Administración del Estado. 
El titular podrá hacer presente al tribunal 
respectivo, en cualquier etapa del proceso 
y hasta antes de que dicte la referida 
sentencia, su intención de ejercer el 
derecho establecido en el presente 
artículo. Esta comunicación no alterará la 
competencia del tribunal ni lo obligará a 
emitir un pronunciamiento. 

el reglamento establezcan dentro de la 
evaluación de impacto ambiental, entre 
otras, sea que la sentencia disponga la 
nulidad propiamente tal, o bien declare o 
refrende una revocación del acto, su 
invalidación o cualquier sanción jurídica 
que prive a la Resolución de sus efectos 
jurídicos. En caso de que, junto con la 
nulidad, la sentencia ordene retrotraer el 
procedimiento de evaluación ambiental, el 
titular de la Resolución podrá ejercer 
disyuntivamente el derecho de que trata 
este artículo o bien continuar con el 
procedimiento de evaluación ambiental 
desde la etapa ordenada por la sentencia. 
 
Dictada la sentencia en los términos del 
inciso anterior, el titular del proyecto 
tendrá derecho a obtener del Fisco la 
indemnización de los gastos directos, 
efectivos y no recuperables en que haya 
incurrido con motivo de la ejecución del 
proyecto, siempre que se cumplan los 
requisitos establecidos en los incisos 
siguientes. Serán deducidos del monto a 
indemnizar el valor residual de los activos 
físicos asociados al proyecto.   
 
 Para ejercer este derecho, el titular deberá 
manifestar al tribunal, en cualquier estado 
del juicio y hasta antes de la citación a oír 
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sentencia definitiva, su intención de 
hacerlo valer. La manifestación de 
intención a que se refiere este inciso no 
altera las reglas de competencia del 
tribunal.  
  
El derecho a indemnización de este artículo 
no procederá en los casos en que el titular, 
respecto del proyecto asociado a la 
Resolución de Calificación Ambiental 
anulada, hubiere incurrido en alguna de las 
conductas previstas en los numerales 1 o 2 
del artículo 36 o en el artículo 37 bis, ambos 
del artículo segundo de la ley N° 20.417, 
que crea el Ministerio, el Servicio de 
Evaluación Ambiental y la 
Superintendencia del Medio Ambiente, ya 
sea que dichas conductas hayan sido 
declaradas por sentencia o resolución firme 
y ejecutoriada. En caso de existir un 
proceso sancionatorio o judicial pendiente 
en que se discuta la existencia de estas 
causas excluyentes de la indemnización, 
cualquiera de las partes podrá solicitar al 
tribunal respectivo la suspensión del pago 
indemnizatorio mientras dure el juicio.  
 
Para estos efectos, se entenderá por gastos 
directos, efectivos y no recuperables 
aquellos montos pagados por el titular, 
debidamente reajustados según la 
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Artículo 15.- El procedimiento para hacer 
efectivo lo señalado en el artículo anterior 
se iniciará mediante la presentación de una 
solicitud fundada, la que será realizada por 
el titular de la Resolución de Calificación 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

variación del Índice de Precios al 
Consumidor en el periodo comprendido 
entre el segundo mes anterior al 
desembolso y el segundo mes anterior a la 
fecha de pago de la indemnización, que 
tengan directa relación con el proyecto 
cuya Resolución de Calificación Ambiental 
fue anulada y que consten en antecedentes 
contables y documentales fehacientes. No 
se comprenderán aquellos desembolsos 
que puedan ser enajenados o reutilizados, 
aprovechados en otra actividad o proyecto.  
  
La indemnización contemplada en este 
artículo se considerará renta para todos los 
efectos legales.  
  
Ejercido el derecho a indemnización de que 
trata este artículo, será improcedente la 
solicitud de indemnización por falta de 
servicio de los órganos del Estado 
proveniente de los mismos hechos. 
Asimismo, al derecho a indemnización no le 
será aplicable lo dispuesto en el inciso 
segundo del artículo 42 del decreto con 
fuerza de ley N° 1, de 2000, que fija texto 
refundido, coordinado y sistematizado de 
la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de 
Bases Generales de la Administración del 
Estado.”. 
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Ambiental anulada ante el Ministerio de 
Hacienda dentro del plazo de treinta días 
hábiles, contados desde que haya quedado 
firme y ejecutoriada la sentencia judicial 
respectiva. 
La solicitud deberá individualizar los gastos 
directos y efectivos realizados por el 
solicitante, acompañando los antecedentes 
contables y documentales que los 
respalden. 
Recibida la solicitud, el Ministerio de 
Hacienda procederá de inmediato a realizar 
el nombramiento de una comisión de tres 
miembros encargada de determinar el 
monto que debe ser reparado. 
 
Los miembros de esta comisión serán 
profesionales de distintas especialidades y 
serán remunerados, de acuerdo con el 
procedimiento fijado por el Reglamento 
dictado por el Ministerio de Hacienda. 
Los peritos designados por el Ministerio de 
Hacienda deberán aceptar el cargo por 
escrito, jurando desempeñarlo con fidelidad 
y en el menor tiempo posible, dentro del 
plazo de tres días hábiles contados desde 
que se les hubiere notificado el 
nombramiento. Si el o los peritos no 
aceptaren el cargo, el Ministerio de 
Hacienda designará los peritos que fueren 

Artículo 13.- El procedimiento para hacer 
efectivo lo señalado en el artículo anterior 
se iniciará mediante la presentación de una 
solicitud fundada, la que será realizada por 
el titular de la Resolución de Calificación 
Ambiental anulada o dejada sin efecto ante 
el Ministerio de Hacienda dentro del plazo 
de treinta días hábiles, contados desde que 
haya quedado firme y ejecutoriada la 
sentencia judicial respectiva. 
La solicitud deberá individualizar los gastos 
directos y efectivos realizados por el 
solicitante, acompañando los antecedentes 
contables y documentales que los 
respalden. 
Recibida la solicitud, el Ministerio de 
Hacienda procederá de inmediato a realizar 
el nombramiento de una comisión de tres 
miembros encargada de determinar el 
monto que debe ser restituido. 
 
Los miembros de esta comisión serán 
profesionales de distintas especialidades y 
serán remunerados, de acuerdo con el 
procedimiento fijado por el Reglamento 
dictado por el Ministerio de Hacienda. 
Los peritos designados por el Ministerio de 
Hacienda deberán aceptar el cargo por 
escrito, y jurarán desempeñarlo con 
fidelidad y en el menor tiempo posible, 
dentro del plazo de tres días hábiles 

“Artículo 13.- El procedimiento para hacer 
efectivo lo señalado en el artículo anterior 
se iniciará mediante la presentación de una 
solicitud fundada, efectuada por el titular 
de la Resolución de Calificación Ambiental 
anulada ante el Ministerio de Hacienda 
dentro del plazo de treinta días hábiles, 
contado desde que haya quedado firme y 
ejecutoriada la sentencia judicial 
respectiva.  
  
La solicitud deberá individualizar los gastos 
directos, efectivos y no recuperables 
realizados por el solicitante, acompañando 
los antecedentes contables, tributarios y 
documentales que los respalden.  
Recibida la solicitud, el Ministerio de 
Hacienda procederá en el plazo de tres días 
hábiles a solicitar a la Corte de Apelaciones 
de Santiago la designación de un tribunal 
arbitral, integrado por tres árbitros idóneos 
que acrediten conocimientos especiales en 
materias ambientales, contables y 
económicas, encargado de determinar el 
monto que debe ser indemnizado. 
  
El tribunal arbitral designado deberá 
aceptar el cargo por escrito, y jurarán 
desempeñarlo con fidelidad y en el menor 
tiempo posible, dentro del plazo de tres 
días hábiles contados desde que se les 
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necesarios para completar el número de 
miembros que integrarán la comisión. 
La comisión deberá constituirse dentro del 
décimo día hábil de aceptado el cargo por 
sus integrantes, tomará sus acuerdos por 
mayoría de votos y dispondrá de un plazo de 
quince días hábiles para evacuar el informe, 
contado desde que se constituya.  
El informe deberá elaborarse observando 
las siguientes reglas: 

1. Solo se consideran los montos que 
hayan sido acreditados a través de 
contabilidad separada y exclusiva 
del proyecto o actividad; y, 

2. No se considerarán los gastos 
asociados a obras, acciones o faenas 
que hayan dado lugar a daño 
ambiental declarado por sentencia 
firme y ejecutoriada dictada por el 
Tribunal Ambiental competente. 

3.  
El informe de la comisión deberá señalar el 
monto del pago que se deberá realizar al 
titular de la Resolución de Calificación 
Ambiental anulada, determinándose 
expresa y fundadamente sobre la cuantía de 
los gastos rechazados. 
Para los efectos señalados en los incisos 
anteriores, la comisión podrá requerir 
antecedentes complementarios al titular, 
solicitar informes técnicos, ambientales o 

contados desde que se les hubiere 
notificado el nombramiento. Si el o los 
peritos no aceptaren el cargo, el Ministerio 
de Hacienda designará los peritos que 
fueren necesarios para completar el 
número de miembros que integrarán la 
comisión. 
La comisión deberá constituirse dentro del 
décimo día hábil de aceptado el cargo por 
sus integrantes y tomará sus acuerdos por 
mayoría de votos.  
 
El informe deberá elaborarse con 
observancia de las siguientes reglas: 
1. Solo se consideran los montos que hayan 
sido acreditados a través de contabilidad 
separada y exclusiva del proyecto o 
actividad; y, 
2. No se considerarán los gastos asociados 
a obras, acciones o faenas que hayan dado 
lugar a daño ambiental declarado por 
sentencia firme y ejecutoriada dictada por 
el Tribunal Ambiental competente. 
El informe de la comisión deberá señalar el 
monto de la restitución que se deberá 
realizar al titular de la Resolución de 
Calificación Ambiental anulada o dejada sin 
efecto, determinándose expresa y 
fundadamente sobre la cuantía de los 
gastos rechazados. 

hubiere notificado el nombramiento. Si 
algún arbitro designado no aceptare el 
cargo, la Corte Suprema designará los 
árbitros que fueren necesarios para 
completar el número de miembros que 
integrarán el tribunal.  
  
El tribunal arbitral deberá constituirse 
dentro del décimo día hábil de aceptado el 
cargo por sus integrantes y tomará sus 
acuerdos por mayoría de votos.  
  
Sólo se considerarán los montos que hayan 
sido acreditados a través de contabilidad 
separada y exclusiva del proyecto o 
actividad.  
 
La competencia del tribunal arbitral será 
exclusivamente señalar el monto de la 
indemnización que se deberá realizar al 
titular de la Resolución de Calificación 
Ambiental anulada, determinándose 
expresa y fundadamente sobre la cuantía 
de los gastos cuya indemnización fue 
rechazada, de acuerdo a las reglas legales 
de este cuerpo legal y las reglamentarias 
que correspondan.  
 
Para la procedencia de la indemnización y 
la determinación del monto, no será 
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contables a los órganos de la Administración 
del Estado que estime pertinentes y ordenar 
verificaciones sobre la contabilidad 
acompañada. La comisión tendrá la 
obligación de despachar su informe dentro 
del plazo de diez días, aun cuando no se 
hubieren evacuado los reportes o informes 
correspondientes. 
Las inhabilidades o excusas de los peritos 
por causas sobrevinientes a sus 
designaciones serán resueltas sin forma de 
juicio por el Ministerio de Hacienda. 

El perito culpable del retardo en la 
constitución de la comisión o en la 
evacuación de su informe, será 
reemplazado en ella. Además, será 
sancionado con una multa de media unidad 
tributaria mensual por cada día de atraso, 
con un máximo de diez unidades tributarias 
mensuales. Esta sanción la aplicará el 
tribunal competente en única instancia, 
previa audiencia de las partes a la que 
deberán concurrir con sus medios de prueba 
y que se celebrará con la parte que asista. 
 

 

 

 

Para los efectos señalados en los incisos 
anteriores, la comisión podrá requerir 
antecedentes complementarios al titular, 
solicitar informes técnicos, ambientales o 
contables a los órganos de la 
Administración del Estado que estime 
pertinentes y ordenar verificaciones sobre 
la contabilidad acompañada. La comisión 
tendrá la obligación de despachar su 
informe dentro del plazo de quince días, 
contado desde que se constituya, aun 
cuando no se hubieren evacuado los 
reportes o informes correspondientes. 
 
Las inhabilidades o excusas de los peritos 
por causas sobrevinientes a sus 
designaciones serán resueltas sin forma de 
juicio por el Ministerio de Hacienda. 
 
El perito culpable del retardo en la 
constitución de la comisión o en la 
evacuación de su informe será 
reemplazado en ella. Además, será 
sancionado con una multa de media unidad 
tributaria mensual por cada día de atraso, 
con un máximo de diez unidades tributarias 
mensuales. Esta sanción la aplicará el 
tribunal competente en única instancia, 
previa audiencia de las partes a la que 
deberán concurrir con sus medios de 

necesario acreditar falta de servicio de la 
Administración del Estado. 
 
Mediante reglamento del Ministerio de 
Hacienda se fijarán criterios técnicos 
uniformes respecto de la individualización 
y verificación de los gastos directos, 
efectivos y no recuperables.  
  
Para los efectos señalados en los incisos 
anteriores, el tribunal arbitral podrá 
requerir antecedentes complementarios al 
titular, solicitar informes técnicos, 
ambientales o contables a los órganos de la 
administración del Estado que estime 
pertinentes y ordenar verificaciones sobre 
la contabilidad acompañada. El tribunal 
arbitral tendrá la obligación de determinar 
el monto de la indemnización dentro del 
plazo de treinta días hábiles, contado 
desde que se constituya, aun cuando no se 
hubieren evacuado los reportes o informes 
correspondientes.”. 
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Artículo 16.- El titular de la Resolución de 
Calificación Ambiental anulada y el 
Ministerio de Hacienda podrán reclamar 
judicialmente del monto fijado por la 
comisión, dentro del plazo de 20 días hábiles 
contados desde la notificación del informe 
de la comisión al titular, ante la Corte de 
Apelaciones. 

 

 

 

Artículo 17.- Se tendrá como definitivo el 
monto fijado por la comisión si el titular o el 
Ministerio de Hacienda no dedujeren 
reclamo en el plazo establecido en el 
artículo anterior.  

Vencido dicho plazo sin que se haya 
deducido reclamo alguno, el Ministerio de 
Hacienda deberá pagar el monto 
correspondiente, dentro del plazo de treinta 
días hábiles o desde la fecha de la resolución 
judicial que resuelva el reclamo respectivo. 
Si, por el contrario, alguna de las partes 
deduce reclamación el pago se realizará una 
vez que exista sentencia firme y 
ejecutoriada.  

Artículo 18.- En la reclamación el 
recurrente indicará el monto que estima 
debe restituirse por la anulación de la 

prueba y que se celebrará con la parte que 
asista. 
 
Artículo 14.- El titular de la Resolución de 
Calificación Ambiental anulada o dejada sin 
efecto y el Ministerio de Hacienda podrán 
reclamar judicialmente del monto fijado 
por la comisión, dentro del plazo de quince 
días hábiles contados desde la notificación 
del informe de la comisión al titular, ante la 
Corte de Apelaciones de Santiago. 
 
 
 
 
 
Artículo 15.- Se tendrá como definitivo el 
monto fijado por la comisión si el titular o 
el Ministerio de Hacienda no dedujeren 
reclamo en el plazo establecido en el 
artículo anterior. 
Vencido dicho plazo sin que se haya 
deducido reclamo alguno, el Ministerio de 
Hacienda deberá pagar el monto 
correspondiente, dentro del plazo de 
treinta días hábiles o desde la fecha de la 
resolución judicial que resuelva el reclamo 
respectivo. Si, por el contrario, alguna de 
las partes deduce reclamación, el pago se 
realizará una vez que exista sentencia firme 
y ejecutoriada. 

 
 
 
“Artículo 14.- El titular de la Resolución de 
Calificación Ambiental anulada y el 
Ministerio de Hacienda podrán reclamar 
judicialmente del monto fijado por el 
tribunal arbitral dentro del plazo de quince 
días hábiles contado desde la notificación 
al titular ante la Corte de Apelaciones de 
Santiago. El tribunal podrá decretar la 
suspensión del pago indemnizatorio en 
caso de que se discuta sobre la existencia 
de las causales de exclusión de que trata 
este artículo.”. 
 
Artículo 15.- Se tendrá como definitivo el 
monto fijado por el tribunal arbitral si el 
titular o el Ministerio de Hacienda no 
dedujeren reclamo en el plazo establecido 
en el artículo anterior.  
  
Vencido dicho plazo sin que se haya 
deducido reclamo alguno, el Ministerio de 
Hacienda deberá pagar el monto 
correspondiente, dentro de treinta días 
hábiles siguientes. Si alguna de las partes 
dedujere reclamación, el pago se realizará 
dentro de los treinta días hábiles siguientes 
a que la sentencia se encuentre firme y 
ejecutoriada.”. 
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Resolución de Calificación Ambiental 
respectiva. 
La Corte de Apelaciones dará traslado a la 
parte contraria, por el término de diez 
días hábiles. Evacuado el traslado o 
teniéndosele por evacuado en 
rebeldía, se podrá abrir un término de 
prueba, si así se estima necesario, el que se 
regirá por las reglas de los incidentes que 
contempla el Código de Procedimiento 
Civil.  
Vencido el término de prueba, se remitirán 
los autos al fiscal judicial para su informe y a 
continuación se ordenará traer los autos en 
relación. La vista de esta causa gozará de 
preferencia.   
 
La Corte de Apelaciones, en su sentencia, si 
da lugar al reclamo, determinará el monto 
a reparar.   
 
En contra de la sentencia definitiva 
procederá solo el recurso de casación en la 
forma y el fondo, de conformidad a las 
reglas del Código de Procedimiento Civil.  
 
Artículo 19.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 20.600, que 
crea los Tribunales Ambientales: 
 
 

Artículo 16.- En la reclamación el 
recurrente indicará el monto que estima 
debe restituirse por la anulación o decisión 
de dejar sin efecto a la Resolución de 
Calificación Ambiental respectiva. 
La Corte de Apelaciones dará traslado a la 
parte contraria, por el término de diez días 
hábiles. Evacuado el traslado o 
teniéndosele por evacuado en rebeldía, se 
podrá abrir un término de prueba, si así se 
estima necesario, el que se regirá por las 
reglas de los incidentes que contempla el 
Código de Procedimiento Civil. 
 
Vencido el término de prueba, se remitirán 
los autos al fiscal judicial para su informe y 
a continuación se ordenará traer los autos 
en relación. La vista de esta causa gozará de 
preferencia.   
 
Si la Corte de Apelaciones da lugar al 
reclamo, en su sentencia determinará el 
monto a restituir. 
 
En contra de la sentencia definitiva 
procederá solo el recurso de casación en la 
forma y el fondo, de conformidad a las 
reglas del Código de Procedimiento Civil 
 

Artículo 16.- En la reclamación el 
recurrente indicará el monto que estima 
debe indemnizarse por la anulación de la 
Resolución de Calificación Ambiental 
respectiva. 
  
La Corte de Apelaciones dará traslado a la 
parte contraria, por el término de diez días 
hábiles. Evacuado el traslado o 
teniéndosele por evacuado en rebeldía, se 
podrá abrir un término de prueba, si así se 
estima necesario, el que se regirá por las 
reglas de los incidentes que contempla el 
Código de Procedimiento Civil. 
  
Vencido el término de prueba, se remitirán 
los autos al fiscal judicial para su informe y 
a continuación se ordenará traer los autos 
en relación. La vista de esta causa gozará de 
preferencia. 
  
Si la Corte de Apelaciones da lugar al 
reclamo, en su sentencia determinará el 
monto a indemnizar. 
  
En contra de la sentencia definitiva 
procederá sólo el recurso de casación en la 
forma y el fondo, de conformidad a las 
reglas del Código de Procedimiento Civil.”. 
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1) Reemplázase el primer párrafo 
del numeral 8) del artículo 17 
por el siguiente: 

“8) Conocer de las reclamaciones en contra 
de la resolución que resuelva un 
procedimiento administrativo de 
invalidación de un acto administrativo de 
carácter ambiental, exceptuándose la 
resolución de calificación ambiental, según 
lo dispuesto en el artículo 24 bis de la ley N° 
19.300, sobre Bases Generales del Medio 
Ambiente. El plazo para la interposición de 
la acción será de treinta días contados desde 
la notificación de la respectiva resolución.”. 
 

Artículo 17.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 20.600, que crea 
los Tribunales Ambientales: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

1. Reemplázase el primer párrafo 
del numeral 8) del artículo 17 por el 
siguiente: 

“8) Conocer de las reclamaciones en contra 
de la resolución que resuelva un 
procedimiento administrativo de 
invalidación de un acto administrativo de 
carácter ambiental, exceptuándose la 
resolución de calificación ambiental, según 
lo dispuesto en el artículo 24 bis de la ley N° 

Artículo 17.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 20.600, que crea 
los Tribunales Ambientales: 

1. Reemplázase el numeral 6) del 
artículo 17 por el siguiente: 

  
“6) Conocer de las reclamaciones que 
interponga la persona natural o jurídica en 
contra de la determinación del Comité de 
Ministros o Director Ejecutivo que resuelva 
el recurso, en conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 29 y 30 bis de la ley Nº 
19.300, en relación con el artículo 20 de la 
misma ley. Será competente para conocer 
de esta reclamación el tribunal ambiental 
del lugar en que haya sido evaluado el 
proyecto por la correspondiente Comisión 
de Evaluación o el Director Ejecutivo del 
Servicio de Evaluación Ambiental, en su 
caso.”.”. 
 

2. Reemplázase el párrafo primero 
del numeral 8) del artículo 17 por el 
siguiente: 

“8) Conocer de las reclamaciones en contra 
de la resolución que resuelva un 
procedimiento administrativo de 
invalidación de un acto administrativo de 
carácter ambiental, exceptuándose la 
Resolución de Calificación Ambiental, 
según lo dispuesto en el literal e) del 
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2) Agrégase en el artículo 24 los 
siguientes incisos finales, 
nuevos:  

“Sin perjuicio de lo anterior, en caso de que 
las medidas cautelares detengan o impidan, 
total o parcialmente, el desarrollo de un 
proyecto que cuente con Resolución de 
Calificación Ambiental favorable, o de 
cualquier modo suspendan sus efectos, 
estas tendrán una duración máxima de 
treinta días corridos, pudiendo renovarse 
por prórrogas de igual plazo únicamente 
previa solicitud de parte, con citación y 
mediante resolución fundada del Tribunal. 
Las resoluciones que concedan o denieguen 
dichas medidas cautelares, o sus 
renovaciones, serán susceptibles de ser 

19.300, sobre Bases Generales del Medio 
Ambiente. El plazo para la interposición de 
la acción será de treinta días contados 
desde la notificación de la respectiva 
resolución.”. 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 

2. Agréganse en el artículo 24 los 
siguientes incisos finales, nuevos:  

 
“Sin perjuicio de lo anterior, las medidas 
cautelares que detengan o impidan, total o 
parcialmente, el desarrollo de un proyecto 
que cuente con Resolución de Calificación 
Ambiental favorable, o que de cualquier 
modo suspendan sus efectos, tendrán una 
duración máxima de treinta días corridos, 
pudiendo renovarse por prórrogas de igual 
plazo únicamente previa solicitud de parte, 

artículo 20 de la ley N° 19.300, sobre Bases 
Generales del Medio Ambiente. El plazo 
para la interposición de la acción será de 
treinta días contados desde la notificación 
de la respectiva resolución.”.”. 

 
3. Suprímese el párrafo cuarto del 
numeral 8) del artículo 17 
 
4. Reemplázase el numeral 5) del 
artículo 18 por el siguiente: 

“5) En los casos de los números 5) y 6), las 
personas naturales y jurídicas que 
presentaron sus reclamaciones de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 20 
de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales 
del Medio Ambiente.”.”. 
 
 
5. Agréganse, en el artículo 24, los 
siguientes incisos finales, nuevos:  
  
“Sin perjuicio de lo anterior, las medidas 
cautelares que suspendan total o 
parcialmente los efectos de una Resolución 
de Calificación Ambiental, tendrán una 
duración máxima de treinta días corridos, 
pudiendo renovarse por prórrogas de igual 
plazo, de oficio o a petición de parte, con 
citación y mediante resolución fundada del 
tribunal. Las resoluciones que concedan o 
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apeladas ante la Corte de Apelaciones en 
cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento 
el Tribunal, en un plazo de diez días. La 
apelación se concederá en el sólo efecto 
devolutivo, sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 192 del Código de Procedimiento 
Civil.  
En ningún caso una medida cautelar, de 
cualquier clase, podrá extenderse por más 
de seis meses, a contar de su fecha de 
otorgamiento, contando todas sus 
eventuales prórrogas. Una vez transcurrido 
el plazo señalado anteriormente, las 
medidas cautelares caducarán de pleno 
derecho.”.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

con citación y mediante resolución fundada 
del Tribunal. Las resoluciones que 
concedan o denieguen dichas medidas 
cautelares, o sus renovaciones, serán 
susceptibles de ser apeladas ante la Corte 
de Apelaciones en cuyo territorio 
jurisdiccional tenga asiento el Tribunal, en 
un plazo de diez días. La apelación se 
concederá en el sólo efecto devolutivo, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 
192 del Código de Procedimiento Civil. 
En ningún caso una medida cautelar, de 
cualquier clase, podrá extenderse por más 
de seis meses a contar de su fecha de 
otorgamiento, contando todas sus 
eventuales prórrogas. Una vez transcurrido 
el plazo señalado anteriormente, las 
medidas cautelares caducarán de pleno 
derecho.”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

denieguen dichas medidas cautelares, o sus 
renovaciones, serán susceptibles de ser 
apeladas ante la Corte de Apelaciones en 
cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento 
el tribunal, en un plazo de diez días. La 
apelación se concederá en el sólo efecto 
devolutivo, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 192 del Código de 
Procedimiento Civil, y tendrá preferencia 
para su vista y fallo. 
  
En ningún caso una medida cautelar que 
suspenda total o parcialmente los efectos 
de una Resolución de Calificación 
Ambiental, podrá extenderse por más de 
seis meses a contar de su fecha de 
otorgamiento, contando todas sus 
eventuales prórrogas. Lo anterior será sin 
perjuicio de que, excepcionalmente, de 
oficio o a solicitud de parte y mediante 
resolución fundada, el tribunal pueda 
decretar una nueva medida cautelar 
cuando ello resulte necesario para evitar 
un riesgo grave e irreversible al medio 
ambiente o a la salud de las personas, o 
exista un incumplimiento manifiesto de las 
condiciones, normas o medidas 
establecidas en la respectiva Resolución de 
Calificación Ambiental. Para estos efectos, 
el tribunal deberá ponderar los intereses 
públicos y privados comprometidos, la 
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3) Reemplázase el primer inciso 

del artículo 26 por el siguiente: 

“Artículo 26.- Recursos. En estos 
procedimientos sólo serán apelables las 
resoluciones que declaren la inadmisibilidad 
de la demanda, las que aprueben o rechacen 
las medidas cautelares o sus prórrogas, las 
que reciban la causa a prueba y las que 
pongan término al proceso o hagan 
imposible su continuación. De este recurso 
conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo 
territorio jurisdiccional tenga asiento el 
Tribunal Ambiental que haya dictado la 
resolución apelada.”.  
 
 
Artículo 20.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 21.600, que 
crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas 
Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas: 

1. Reemplázase el inciso segundo del 
artículo octavo transitorio por el 
siguiente: 

"El Ministerio del Medio Ambiente, dentro 
del plazo de cinco años contado desde la 
publicación señalada y previa dictación del 
reglamento contemplado en el artículo 29, 
dictará un decreto supremo para 

 
 
 
 
 
 
 

3. Reemplázase el inciso primero del 
artículo 26 por el siguiente: 

 
“Artículo 26.- Recursos. En estos 
procedimientos sólo serán apelables las 
resoluciones que declaren la inadmisibilidad 
de la demanda, las que aprueben o rechacen 
las medidas cautelares o sus prórrogas, las 
que reciban la causa a prueba y las que 
pongan término al proceso o hagan 
imposible su continuación. De este recurso 
conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo 
territorio jurisdiccional tenga asiento el 
Tribunal Ambiental que haya dictado la 
resolución apelada.”. 
 
Artículo 18.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 21.600, que crea 
el Servicio de Biodiversidad y Áreas 
Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas: 

1. Reemplázase el inciso segundo 
del artículo octavo transitorio por el 
siguiente: 

proporcionalidad de la medida 
considerando el gravamen impuesto al 
afectado y la inexistencia de otra medida 
cautelar igualmente idónea y menos 
gravosa para cautelar el derecho 
invocado.”.”. 
 

3. Reemplázase el inciso primero del 
artículo 26 por el siguiente: 

 
“Artículo 26.- Recursos. En estos 
procedimientos sólo serán apelables las 
resoluciones que declaren la inadmisibilidad 
de la demanda, las que aprueben o rechacen 
las medidas cautelares o sus prórrogas, las 
que reciban la causa a prueba y las que 
pongan término al proceso o hagan 
imposible su continuación. De este recurso 
conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo 
territorio jurisdiccional tenga asiento el 
Tribunal Ambiental que haya dictado la 
resolución apelada.”. 

 
Artículo 18.- Introdúcense las siguientes 
modificaciones en la ley N° 21.600, que crea 
el Servicio de Biodiversidad y Áreas 
Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas: 

1. Reemplázase el inciso segundo 
del artículo octavo transitorio por el 
siguiente: 
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determinar los mencionados sitios 
prioritarios que pasarán a regirse por los 
efectos de la presente ley.".  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

2. Reemplázase el inciso primero del 
artículo duodécimo transitorio por 
el siguiente: 

“Los reglamentos referidos en esta ley 
deberán dictarse dentro del plazo de cuatro 
años contado desde su publicación.”. 

 
“El Ministerio del Medio Ambiente, dentro 
del plazo de cinco años contado desde la 
publicación señalada y previa dictación del 
reglamento contemplado en el artículo 29, 
dictará un decreto supremo para 
determinar los mencionados sitios 
prioritarios que pasarán a regirse por los 
efectos de la presente ley.”. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

2. Reemplázase el inciso primero del 
artículo duodécimo transitorio por 
el siguiente: 

“Los reglamentos referidos en esta ley 
deberán dictarse dentro del plazo de cuatro 
años contado desde su publicación.”. 

 
“El Ministerio del Medio Ambiente, dentro 
del plazo de cinco años contado desde la 
publicación señalada y previa dictación del 
reglamento contemplado en el artículo 29, 
dictará un decreto supremo para 
determinar los mencionados sitios 
prioritarios que pasarán a regirse por los 
efectos de la presente ley.”. 
 

2. Agrégase, en el artículo décimo 
transitorio, la siguiente oración 
final:  

“La relocalización desde un Parque 
Nacional a una Reserva Nacional o Área de 
Conservación de Múltiples Usos, o dentro 
de las dos últimas, se podrá realizar aun 
cuando la respectiva reserva o área de 
conservación no cuente con su plan de 
manejo. 
 

3. Reemplázase el inciso primero del 
artículo duodécimo transitorio por 
el siguiente: 

“Los reglamentos referidos en esta ley 
deberán dictarse dentro del plazo de cuatro 
años contado desde su publicación.”. 

ARTICULOS TRANSITORIOS 
Artículo décimo tercero 
transitorio.-  Dentro del plazo de un año 
desde la fecha de publicación de la presente 

ARTICULOS TRANSITORIOS 
Artículo décimo tercero transitorio.- Dentro 
del plazo de un año desde la fecha de 
publicación de la presente ley, el Ministerio 

ARTICULOS TRANSITORIOS 
Artículo décimo tercero transitorio.- Dentro 
del plazo de un año desde la fecha de 
publicación de la presente ley, el Ministerio 
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ley, el Ministerio del Medio Ambiente 
deberá dictar nuevos reglamentos relativos 
a la Evaluación Ambiental Estratégica y al 
Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 7° ter y 13 de la 
ley N° 19.300, respectivamente, a fin de 
adecuarlos a las modificaciones 
introducidas por la presente ley. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo décimo cuarto transitorio.- El 
procedimiento señalado en los artículos 14 y 
siguientes de esta ley solo tendrá lugar 
respecto de las resoluciones de calificación 
ambiental que hayan sido otorgadas desde 
el 21 de abril de 2026 en adelante y anuladas 
con posterioridad a la entrada en vigencia de 
la presente ley. 

 
Artículo décimo quinto transitorio.- El 
reglamento al que se refiere el artículo 15 
de la presente ley, deberá dictarse por el 
Ministerio de Hacienda en el plazo de tres 

del Medio Ambiente deberá dictar nuevos 
reglamentos relativos a la Evaluación 
Ambiental Estratégica y al Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental, de 
conformidad con lo establecido en los 
artículos 7° ter y 13 de la ley N° 19.300, 
respectivamente, a fin de adecuarlos a las 
modificaciones introducidas por la presente 
ley. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo décimo cuarto transitorio.- El 
procedimiento señalado en los artículos 14 
y siguientes de esta ley solo tendrá lugar 
respecto de las resoluciones de calificación 
ambiental que hayan sido otorgadas y 
anuladas o dejadas sin efecto desde la 
entrada en vigencia de la presente ley. 
 
 
Artículo décimo quinto transitorio.- El 
reglamento al que se refiere el artículo 13 
de la presente ley deberá dictarse por el 

del Medio Ambiente deberá dictar nuevos 
reglamentos relativos a la Evaluación 
Ambiental Estratégica y al Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental, de 
conformidad con lo establecido en los 
artículos 7° ter y 13 de la ley N° 19.300, 
respectivamente, a fin de adecuarlos a las 
modificaciones introducidas por la presente 
ley. 
En el caso de la modificación introducida 
por el literal a) del numeral 1 del artículo 
11, esta entrará en vigencia una vez 
publicado el nuevo reglamento en el Diario 
Oficial, el cual no podrá establecer un 
umbral inferior a los 3 MW para centrales 
generadoras de energía, diferenciando 
entre los distintos tipos de generación. 
 
Artículo décimo cuarto transitorio.- El 
procedimiento señalado en los artículos 12 
a 16 de esta ley solo tendrá lugar respecto 
de las Resoluciones de Calificación 
Ambiental que hayan sido otorgadas y 
anuladas desde la publicación de los 
reglamentos a que se refiere el artículo 
décimo quinto transitorio. 
 

Artículo décimo quinto transitorio.- El 
reglamento a que se refiere el artículo 13 
de la presente ley deberán dictarse por el 
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meses desde la publicación de la presente 
ley. 
 
Artículo décimo sexto transitorio.- A los seis 
meses desde la entrada en vigencia del 
artículo 25 septies de la ley N° 19.300, 
agregado por el artículo 13 N° 7 de esta ley, 
el Ministerio de Medio Ambiente y el 
Ministerio de Economía, Fomento y Turismo 
realizarán una evaluación conjunta del 
funcionamiento de dicho procedimiento. 
Esta evaluación deberá finalizar con un 
informe que tendrá una recomendación 
favorable o desfavorable para que la 
implementación de dicho régimen sea 
obligatorio para todos los procedimientos 
de evaluación ambiental. 
 
En caso de que el informe al que se refiere 
el inciso anterior sea favorable, se faculta al 
Presidente de la República para que, dentro 
del plazo de un año, contado desde la fecha 
de publicación de esta ley, establezca 
mediante un decreto con fuerza de ley, 
expedido a través del Ministerio de Medio 
Ambiente, las normas necesarias para 
establecer dicho procedimiento como 
obligatorio. 

Ministerio de Hacienda en el plazo de tres 
meses contado desde su publicación. 
 
 
Artículo décimo sexto transitorio.- A los 
seis meses desde la entrada en vigencia del 
artículo 25 septies de la ley N° 19.300, 
agregado por el artículo 13, número 7, de 
esta ley, el Ministerio de Medio Ambiente 
y el Ministerio de Economía, Fomento y 
Turismo realizarán una evaluación 
conjunta del funcionamiento de dicho 
procedimiento. Esta evaluación deberá 
finalizar con un informe que tendrá una 
recomendación favorable o desfavorable 
para que la implementación de dicho 
régimen sea obligatoria para todos los 
procedimientos de evaluación ambiental. 
 
En caso de que el informe al que se refiere 
el inciso anterior sea favorable, se faculta al 
Presidente de la República para que, 
dentro del plazo de un año, contado desde 
la fecha de publicación de esta ley, 
establezca mediante un decreto con fuerza 
de ley, expedido a través del Ministerio de 
Medio Ambiente, las normas necesarias 
para establecer dicho procedimiento como 
obligatorio. 

Ministerio de Hacienda en el plazo de tres 
meses contado desde su publicación.”. 
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ANEXO 2. COMPARADO DE PROYECTO DE LEY (MENSAJE) APROBADO POR LA SALA DE LA CÁMARA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 
TEXTO DEL PROYECTO DE LEY INICIADO EN MENSAJE PRESIDENCIAL 

(BOLETÍN 18216-05) 
(22-04-2026) 

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA SALA DE LA CÁMARA 
DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 

(20-05-2026) 

Artículo 6.- Modifícase el inciso segundo del artículo 5° de la ley N° 
20.434, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en 
Materia de Acuicultura, de la siguiente forma:  

1) Suprímase la frase “someterse al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental y”. 

2) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser 
seguido, la siguiente frase:  

“Sin embargo, en los casos en los que la relocalización de la 
concesión tenga sólo por objeto meros ajustes cartográficos, 
entendiendo por tales, el ajuste de las coordenadas geográficas 
contenidas en los títulos administrativos correspondientes a su 
actual posición, de acuerdo a lo que proponga la Subsecretaría 
según antecedentes fundados previo informe técnico, no se 
realizará la inspección en terreno ni se someterá al trámite de 
evaluación ante el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.”. 
 
Artículo 7.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto 
N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y 
Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y 
sistematizado de la ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones, 
Ley General de Pesca y Acuicultura: 

5) Agrégase, en el inciso sexto del artículo 67, a continuación 
del punto aparte que pasa a ser seguido, lo siguiente: 
 

“Para la exigencia referida a la determinación de existencia o no de 
banco natural de este inciso, la Subsecretaría podrá encomendar 

Artículo 5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso 
segundo del artículo 5° de la ley N° 20.434, que modifica la Ley 
General de Pesca y Acuicultura en Materia de Acuicultura: 
 

1. . Suprímese la frase “someterse al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental y”. 

2. Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser 
seguido, la siguiente oración:  

“Sin embargo, en los casos en los que la relocalización de la 
concesión tenga sólo por objeto meros ajustes cartográficos, 
entendiendo por tales el ajuste de las coordenadas geográficas 
contenidas en los títulos administrativos correspondientes a su 
actual posición, de acuerdo a lo que proponga la Subsecretaría 
según antecedentes fundados previo informe técnico, no se 
realizará la inspección en terreno ni se someterá al trámite de 
evaluación ante el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.”. 
 
Artículo 6.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto 
N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y 
Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y 
sistematizado de la ley N° 18.892, de 1989 y sus modificaciones, Ley 
General de Pesca y Acuicultura: 

3. Agrégase, en el inciso sexto del artículo 67, a continuación 
del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente 
oración:  

“Para la exigencia referida a la determinación de existencia o no de 
banco natural de este inciso, la Subsecretaría podrá encomendar 
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dicho informe técnico a personas naturales o jurídicas que hayan 
sido incorporadas en el registro a que hace referencia el artículo 122 
letra k).”. 
 

6) Modifícase el artículo 84 de la siguiente forma:  
a. Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los 

siguientes: “En los casos en que el centro de cultivo 
a que se refiere la concesión no registre uso y no 
proceda la aplicación de la causal de caducidad por 
falta de operación, el monto de la patente indicado 
en el inciso primero del presente artículo por cada 
hectárea se verá aumentado de la siguiente 
manera: 
c. 6 UTM por hectárea adicionales por cada año 

de no uso, contado desde el tercer año desde 
que se configure el no uso. 

d. 16 UTM por hectárea adicionales por cada año 
de no uso, contado desde los cincuenta y 
cuatro meses desde que se configure el no uso. 
Para estos efectos, se entenderá que existe uso 
cuando la actividad del centro sea igual o 
superior a los niveles mínimos de operación por 
especie y área que se establezcan mediante 
reglamento. En ningún caso el reglamento 
podrá establecer como operación mínima 
anual más del 50% de la operación máxima 
prevista cada año para el centro de cultivo en la 
resolución de calificación ambiental.”. 

 

dicho informe técnico a personas naturales o jurídicas que hayan 
sido incorporadas en el registro a que hace referencia la letra k) del 
artículo 122.”. 
 
2. En el artículo 84: 

a) Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los 
siguientes: “En los casos en que el centro de cultivo a que 
se refiere la concesión no registre uso y no proceda la 
aplicación de la causal de caducidad por falta de operación, 
el monto de la patente indicado en el inciso primero del 
presente artículo por cada hectárea se verá aumentado de 
la siguiente manera: 
 

a) 6 UTM por hectárea adicionales por cada año de no 
uso, contado desde el tercer año desde que se configure 
el no uso. 
 
b) 16 UTM por hectárea adicionales por cada año de no 
uso, contado desde los cincuenta y cuatro meses desde 
que se configure el no uso. 
Para estos efectos, se entenderá que existe uso cuando la 
actividad del centro sea igual o superior a los niveles 
mínimos de operación por especie y área que se 
establezcan mediante reglamento. En ningún caso el 
reglamento podrá establecer como operación mínima 
anual más del 50% de la operación máxima prevista cada 
año para el centro de cultivo en la resolución de 
calificación ambiental.”. 

 
b) Agrégase un nuevo inciso cuarto del siguiente tenor, pasando el 
actual a ser quinto, y así sucesivamente:  
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b. Agrégase un nuevo inciso cuarto del siguiente 
tenor, pasando el actual a ser quinto, y así 
sucesivamente:  

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el centro de 
cultivo que no opere sólo se eximirá del pago adicional por no uso 
cuando se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:  

e) Sometido a descanso obligatorio conforme a 
un plan de manejo sanitario de la agrupación 
de concesiones respectiva. 

f) Se encuentre en un sector afectado por un 
evento ambiental, catástrofe natural o fuerza 
mayor. 

g) Se encuentre en un sector declarado en 
emergencia sanitaria por la Autoridad. 

h) La autoridad hubiere dispuesto una 
suspensión de operaciones obligatoria.”. 
 

7) Reemplázase el artículo 87 ter por el siguiente: 

“Artículo 87 ter.- A fin de monitorear los parámetros ambientales 
de las zonas o áreas geográficas en las que se desarrolla la 
acuicultura, los titulares de concesiones deberán disponer de una 
tecnología que registre y transmita los indicadores de salinidad, 
temperatura, fluorescencia, ph, oxígeno y variables meteorológicas, 
de conformidad a lo que defina el reglamento. 
Los órganos de la Administración del Estado deberán coordinarse 
para la planificación, ejecución y uso de mediciones, monitoreos y 
levantamiento de información, evitando la duplicación de esfuerzos 
y promoviendo el uso compartido e interoperable de los datos 
generados.”. 
 

 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el centro de 
cultivo que no opere se eximirá del pago adicional por no uso sólo 
en alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Estar sometido a descanso obligatorio conforme 
a un plan de manejo sanitario de la agrupación de 
concesiones respectiva. 
b) Encontrarse en un sector afectado por un 
evento ambiental, catástrofe natural o fuerza 
mayor. 
c) Encontrarse en un sector declarado en 
emergencia sanitaria por la autoridad. 
d) Haber dispuesto la autoridad una suspensión de 
operaciones obligatoria.”. 

 
3. Reemplázase el artículo 87 ter por el siguiente: 

 
“Artículo 87 ter.- Los titulares de concesiones deberán disponer de 
tecnología que registre y transmita los indicadores de salinidad, 
temperatura, fluorescencia, ph, oxígeno y variables meteorológicas, 
de conformidad a lo que defina el reglamento, con el fin de 
monitorear los parámetros ambientales de las zonas o áreas 
geográficas en las que se desarrolla la acuicultura. 
Los órganos de la Administración del Estado deberán coordinarse 
para la planificación, ejecución y uso de mediciones, monitoreos y 
levantamiento de información, evitando la duplicación de esfuerzos 
y promoviendo el uso compartido e interoperable de los datos 
generados.”. 
 
4. Modifícase el artículo 122 bis de la siguiente forma:  
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8) Modifícase el artículo 122 bis de la siguiente forma:  

d) Suprímase en el inciso primero la frase “previa 
licitación”. 

e) Reemplázase el inciso segundo por uno del 
siguiente tenor: 

“El pago por los servicios regulados en el inciso precedente se 
efectuará por el titular o solicitante que haya solicitado el informe 
o inspección en una cuenta extrapresupuestaria que para estos 
únicos efectos llevará el Servicio. Por su parte, el Servicio deberá 
contar con una plataforma de acceso público en la que sea posible 
conocer los criterios por los cuales el Servicio ha realizado su 
elección.”. 

f) Agrégase el siguiente inciso final: 

“Los informes, inspecciones y acreditaciones que en virtud del 
presente artículo el Servicio puede encomendar a personas 
naturales y jurídicas, se licitarán de un modo expedito y por medios 
electrónicos entre las personas naturales y jurídicas inscritas en el 
correspondiente registro. El mecanismo electrónico de estas 
licitaciones y la respectiva tarifa, la cual podrá ser diferenciada por 
tipo de cultivo, serán establecidos por resolución del Servicio, 
debiendo preferirse los mecanismos electrónicos establecidos 
previamente por la Dirección de Compras y Contratación Pública.”. 
 

6. Modifícase el primer párrafo del literal e) del artículo 142 
en el siguiente sentido: 

c) Suprímase la frase “; o paralizar actividades por 
más de dos años consecutivos”.  

 

a) Suprímese en el inciso primero la expresión “, previa 
licitación,”. 
b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

 
“El pago por los servicios regulados en el inciso precedente se 
efectuará por el titular o solicitante que haya solicitado el informe 
o inspección en una cuenta extrapresupuestaria que para estos 
únicos efectos llevará el Servicio. Por su parte, el Servicio deberá 
contar con una plataforma de acceso público en la que sea posible 
conocer los criterios por los cuales el Servicio ha realizado su 
elección.”. 

c) Agrégase el siguiente inciso final: 
 
“Los informes, inspecciones y acreditaciones que en virtud del 
presente artículo el Servicio puede encomendar a personas 
naturales y jurídicas se licitarán de un modo expedito y por medios 
electrónicos entre las personas naturales y jurídicas inscritas en el 
correspondiente registro. El mecanismo electrónico de estas 
licitaciones y la respectiva tarifa, la cual podrá ser diferenciada por 
tipo de cultivo, serán establecidos por resolución del Servicio, 
debiendo preferirse los mecanismos electrónicos establecidos 
previamente por la Dirección de Compras y Contratación Pública.”. 
5. Modifícase, en el artículo 142, el párrafo primero del literal e) del 
siguiente modo: 

a) Suprímese la frase “; o paralizar actividades por más de 
dos años consecutivos”.  

 
b) Reemplázase la frase “Los plazos antes señalados se 
suspenderán en los casos” por el siguiente texto: “El plazo 
antes señalado se suspenderá en el caso”. 
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d) Reemplázase la frase “Los plazos antes 
señalados se suspenderán en los casos” por “El 
plazo antes señalado se suspenderá en el caso”. 

 
 

Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley 
N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente: 
 

1. Modifíquese el artículo 10 de la siguiente forma: 

c) Reemplázase el literal c) por el siguiente: 
“c) Centrales generadoras de energía;”. 
 
 

d) Agrégase un inciso final nuevo, del siguiente tenor: 

“Tratándose de modificaciones de un proyecto o actividad que 
cuente con Resolución de Calificación Ambiental favorable y cuyas 
partes, obras o acciones que intervengan o complementen se 
ejecuten en la misma faena o área intervenida originalmente 
evaluada, solo requerirá una nueva evaluación ambiental si 
existiere una modificación sustantiva en términos de magnitud o 
duración de los impactos ambientales. Las modificaciones que 
sólo impliquen una mejora tecnológica no requerirán una nueva 
evaluación en la medida que dicha mejora no importe un aumento 
significativo de las cargas o impactos ambientales del proyecto o 
actividad. Corresponderá al reglamento al que se refiere el artículo 
13 regular las circunstancias a las que se refiere este inciso.”. 
 

2. Agrégase, en el literal a) del artículo 18 quáter, a 
continuación de la frase “si el proyecto o actividad 
requiere de un Estudio de Impacto Ambiental,” la frase 

 
 
 
 
 
Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 
19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente: 
 

1. En el artículo 10: 
 

a) Reemplázase el literal c) por el siguiente: 
 
“c) Centrales generadoras de energía;”. 
 
b) Agrégase el siguiente inciso final: 

“Tratándose de modificaciones de un proyecto o actividad que 
cuente con Resolución de Calificación Ambiental favorable y cuyas 
partes, obras o acciones que intervengan o complementen se 
ejecuten en la misma faena o área intervenida originalmente 
evaluada, solo requerirá una nueva evaluación ambiental si 
existiere una modificación sustantiva en términos de magnitud o 
extensión de los impactos ambientales. Asimismo, las 
modificaciones que sólo impliquen una mejora tecnológica no 
requerirán una nueva evaluación ambiental. Corresponderá al 
reglamento del artículo 13 regular las circunstancias a las que se 
refiere este inciso.”.”. 
 

 
2. Añádese en el literal a) del artículo 18 quáter, a 
continuación de la frase “si el proyecto o actividad requiere 
de un Estudio de Impacto Ambiental,” la frase “lo que 
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“lo que deberá constar en una resolución fundada de la 
autoridad competente,”.  

3. Agrégase, en el inciso tercero del artículo 19, a 
continuación de la frase “o si el respectivo proyecto o 
actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental 
o cuando no se acreditare el cumplimiento de la 
normativa ambiental aplicable,” la frase “lo que deberá 
constar en una resolución fundada de la autoridad 
competente,”. 

4. Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 20, la 
palabra “treinta” por “veinte”. 

5. Incorpórase el siguiente artículo 24 bis, nuevo: 

“Artículo 24 bis.- En contra de la Resolución de Calificación 
Ambiental favorable no procederán recursos administrativos ni 
mecanismos de revisión de los actos administrativos, tales como 
los establecidos en el Capítulo IV de la Ley N° 19.880, que establece 
las bases de los procedimientos administrativos que rigen los 
actos de los órganos de la administración del Estado, salvo por lo 
dispuesto en el artículo 62 del mismo cuerpo legal y en la presente 
ley.”. 
 

6. Incorpórase el siguiente artículo 24 ter, nuevo: 

“Artículo 24 ter.- La Resolución de Calificación Ambiental emitida 
en virtud de esta ley podrá ser reclamada ante el Tribunal 
Ambiental competente dentro del plazo de veinte días contados 
desde su notificación, conforme al artículo 17 número 5 de la ley 
N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales.”. 
 
 

deberá constar en una resolución fundada de la autoridad 
competente,”.  
3. Incorpórase en el inciso tercero del artículo 19, a 
continuación del texto “o si el respectivo proyecto o 
actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental o 
cuando no se acreditare el cumplimiento de la normativa 
ambiental aplicable,” la frase “lo que deberá constar en una 
resolución fundada de la autoridad competente,”. 

 
4. Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 20, la 
palabra “treinta” por el vocablo “veinte”. 

 
5. Incorpórase el siguiente artículo 24 bis: 

“Artículo 24 bis.- En contra de la Resolución de Calificación 
Ambiental no procederán recursos administrativos ni mecanismos 
de revisión de los actos administrativos, tales como los 
establecidos en el Capítulo IV de la Ley N° 19.880, que establece 
las bases de los procedimientos administrativos que rigen los 
actos de los órganos de la administración del Estado, salvo por lo 
dispuesto en el artículo 62 del mismo cuerpo legal y en la presente 
ley.”.”. 
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7. Agrégase el siguiente artículo 25 septies, nuevo: 

“Artículo 25 septies.- Establécese un régimen especial de 
tramitación y evaluación de impacto ambiental, al cual podrán 
acogerse voluntariamente los titulares de proyectos o actividades 
que se sometan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 
Dicho régimen se regirá por las reglas de este artículo y, en todo lo 
no regulado y aquello que resulte compatible, por las normas de 
esta ley y la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales.  
Para formalizar el ingreso a este régimen, el titular deberá declarar 
expresamente, al momento de presentar su proyecto, que se acoge 
a las disposiciones del presente artículo.  
Los proyectos o actividades que voluntariamente sean admitidos a 
trámite durante la vigencia del régimen especial de este artículo, y 
en ejercicio de sus facultades conforme a los artículos 16 y 19, el 
Servicio de Evaluación Ambiental podrá formular solicitudes de 
aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al titular del proyecto.  
Cuando se trate de una Declaración de Impacto Ambiental, sólo se 
admitirá una instancia para la presentación de las aclaraciones, 
rectificaciones o ampliaciones solicitadas conforme al inciso 
anterior. En el caso de un Estudio de Impacto Ambiental, podrán 
admitirse hasta dos instancias para tales efectos, siendo la segunda 
de carácter excepcional y debidamente fundada en razones que 
justifiquen su necesidad en la adecuada evaluación ambiental del 
proyecto o actividad. 
Presentada la última aclaración, rectificación o ampliación por parte 
del titular o transcurrido el plazo para ello, el Servicio de Evaluación 
Ambiental procederá a la elaboración del Informe Consolidado de 
Evaluación al que se refiere el artículo 9 bis.  
Los pronunciamientos de los órganos de la Administración del 
Estado con competencia ambiental deberán ceñirse exclusivamente 
al contenido de la Declaración o Estudio de Impacto Ambiental y a 

6. Agrégase el siguiente artículo 25 septies: 
“Artículo 25 septies.- Establécese un régimen especial de 
tramitación y evaluación de impacto ambiental, al cual podrán 
acogerse voluntariamente los titulares de proyectos o actividades 
que se sometan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 
Dicho régimen se regirá por las reglas de este artículo y, en todo lo 
no regulado y aquello que resulte compatible, por las normas de 
esta ley y la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales. 
Para formalizar el ingreso a este régimen, el titular deberá declarar 
expresamente, en el momento de presentar su proyecto, que se 
acoge a las disposiciones del presente artículo. 
Respecto de los proyectos o actividades que voluntariamente sean 
admitidos a trámite durante la vigencia del régimen especial de este 
artículo, el Servicio de Evaluación Ambiental, en ejercicio de sus 
facultades conforme a los artículos 16 y 19, podrá formular 
solicitudes de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al titular 
del proyecto. 
Cuando se trate de una Declaración de Impacto Ambiental, sólo se 
admitirá una instancia para la presentación de las aclaraciones, 
rectificaciones o ampliaciones solicitadas conforme al inciso 
anterior. En el caso de un Estudio de Impacto Ambiental, podrán 
admitirse hasta dos instancias para tales efectos, siendo la segunda 
de carácter excepcional y debidamente fundada en razones que 
justifiquen su necesidad en la adecuada evaluación ambiental del 
proyecto o actividad. 
Presentada la última aclaración, rectificación o ampliación por parte 
del titular o transcurrido el plazo para ello, el Servicio de Evaluación 
Ambiental procederá a la elaboración del Informe Consolidado de 
Evaluación al que se refiere el artículo 9 bis. 
Los pronunciamientos de los órganos de la Administración del 
Estado con competencia ambiental deberán ceñirse exclusivamente 
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los antecedentes presentados por el titular en las instancias 
contempladas los incisos anteriores, no pudiendo incorporar 
nuevos requerimientos ni referirse a materias no abordadas en 
dichas instancias y respetando las directrices emitidas por el 
Servicio de Evaluación Ambiental. 
Adicionalmente, para la evaluación de impacto ambiental de 
proyectos o actividades que además hayan sido planificados 
específicamente mediante un instrumento evaluado conforme al 
Párrafo 1° bis del Título II, el Servicio de Evaluación Ambiental 
reconocerá la información contenida en el informe ambiental al que 
hace referencia el artículo 7° bis. En estos casos, el Servicio adoptará 
las medidas de gestión necesarias para reducir los plazos de su 
evaluación.”. 
 
 

8. Agrégase, en el artículo 29, el siguiente inciso final, 
nuevo: 

“La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, 
en un plazo de sesenta días contado desde la interposición del 
recurso.”. 
 
 

9. Agrégase, en el inciso quinto del artículo 30 bis, tras el 
punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente: 

“La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, 
en un plazo de treinta días contado desde la interposición del 
recurso.”.  
 

10. Reemplázase el literal a) del artículo 81, por uno del 
siguiente tenor: 

al contenido de la Declaración o Estudio de Impacto Ambiental y a 
los antecedentes presentados por el titular en las instancias 
contempladas los incisos anteriores, sin que pueda incorporar 
nuevos requerimientos ni referirse a materias no abordadas en 
dichas instancias y respetando las directrices emitidas por el 
Servicio de Evaluación Ambiental. 
Adicionalmente, para la evaluación de impacto ambiental de 
proyectos o actividades que además hayan sido planificados 
específicamente mediante un instrumento evaluado conforme al 
Párrafo 1° bis del Título II, el Servicio de Evaluación Ambiental 
reconocerá la información contenida en el informe ambiental al que 
hace referencia el artículo 7° bis. En estos casos, el Servicio adoptará 
las medidas de gestión necesarias para reducir los plazos de su 
evaluación.”.”. 
 

7. Agrégase, en el artículo 29, el siguiente inciso final, 
nuevo: 

“La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, 
en un plazo de sesenta días contado desde la interposición del 
recurso.”. 
 

 
8. Agrégase, en el inciso quinto del artículo 30 bis, a 
continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, lo 
siguiente: 

“La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, 
en un plazo de treinta días contado desde la interposición del 
recurso.”.  
 

9. Reemplázase el literal a) del artículo 81 por el siguiente: 
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“a) La evaluación de impacto ambiental de los proyectos y 
actividades que ingresen al Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental, y la administración de dicho sistema. 
En el ámbito de la evaluación de impacto ambiental de proyectos y 
actividades, corresponderá al Servicio ejercer la rectoría técnica 
sobre la evaluación de impacto ambiental, la instrucción del 
procedimiento de evaluación y la coordinación de los organismos 
de la Administración del Estado con competencia ambiental. 
En el ejercicio de la rectoría técnica en relación con los artículos 16 
y 19 de esta ley, el Servicio sólo considerará los pronunciamientos 
de los organismos con competencia ambiental que sean pertinentes 
al contenido del proyecto o actividad sometido al Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental, y se encuentren debidamente 
fundados, pudiendo realizar los ajustes que correspondan.  
Para la instrucción del procedimiento y coordinación de los órganos 
de la Administración del Estado con competencia ambiental, el 
Servicio podrá dictar instrucciones de carácter general y 
obligatorio.”. 
 
 
Artículo 14.- En caso que una Resolución de Calificación Ambiental 
sea anulada por sentencia judicial firme y ejecutoriada, el titular 
tendrá derecho a solicitar la restitución de los gastos directos y 
efectivos en que haya incurrido en virtud de la ejecución del 
proyecto, salvo que la anulación de la Resolución de Calificación 
Ambiental se funde, total o parcialmente, en antecedentes falsos, 
incompletos o inexactos, imputables al titular y que hayan sido 
determinantes para la dictación de dicha resolución, y así declarado 
por sentencia judicial. 

“a) La evaluación de impacto ambiental de los proyectos y 
actividades que ingresen al Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental, y la administración de dicho sistema. 
En el ámbito de la evaluación de impacto ambiental de proyectos y 
actividades, corresponderá al Servicio ejercer la rectoría técnica 
sobre la evaluación de impacto ambiental, la instrucción del 
procedimiento de evaluación y la coordinación de los organismos 
de la Administración del Estado con competencia ambiental. 
En el ejercicio de la rectoría técnica, en relación con los artículos 16 
y 19 de esta ley, el Servicio sólo considerará aquellos 
pronunciamientos de los organismos con competencia ambiental, 
que sean pertinentes al contenido del proyecto o actividad, dentro 
de las esferas de su competencia e informados dentro del plazo 
dispuesto por el Servicio, los cuales se sujetarán a los términos 
señalados en el artículo 38 de la ley N° 19.880. 
Para la instrucción del procedimiento y coordinación de los órganos 
de la Administración del Estado con competencia ambiental, el 
Servicio podrá dictar instrucciones de carácter general y 
obligatorio.”. 
 
Artículo 12.- En caso de que una Resolución de Calificación 
Ambiental sea anulada o dejada sin efecto por sentencia judicial 
firme y ejecutoriada, el titular tendrá derecho a solicitar la 
restitución de los gastos directos y efectivos en que haya incurrido 
en virtud de la ejecución del proyecto, salvo que la anulación o la 
decisión de dejar sin efecto la Resolución de Calificación 
Ambiental se funde, total o parcialmente, en antecedentes falsos, 
incompletos o inexactos, imputables al titular y que hayan sido 
determinantes para la dictación de dicha resolución, y así 
declarado por sentencia judicial. 
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Para estos efectos, se entenderá por gastos directos y efectivos 
aquellos montos pagados por el titular y que consten en 
antecedentes contables y documentales fehacientes.  
El titular podrá hacer presente al tribunal respectivo, en cualquier 
etapa del proceso y hasta antes de que dicte la referida sentencia, 
su intención de ejercer el derecho establecido en el presente 
artículo. Esta comunicación no alterará la competencia del tribunal 
ni lo obligará a emitir un pronunciamiento.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Artículo 15.- El procedimiento para hacer efectivo lo señalado en el 
artículo anterior se iniciará mediante la presentación de una 
solicitud fundada, la que será realizada por el titular de la 
Resolución de Calificación Ambiental anulada ante el Ministerio de 
Hacienda dentro del plazo de treinta días hábiles, contados desde 
que haya quedado firme y ejecutoriada la sentencia judicial 
respectiva. 
La solicitud deberá individualizar los gastos directos y efectivos 
realizados por el solicitante, acompañando los antecedentes 
contables y documentales que los respalden. 

El único efecto derivado de que una Resolución de Calificación 
Ambiental sea anulada o dejada sin efecto es la procedencia del 
derecho de restitución. 
Para estos efectos, se entenderá por gastos directos y efectivos 
aquellos montos pagados por el titular y que consten en 
antecedentes contables y documentales fehacientes. 
El ejercicio del derecho de restitución hará improcedente la 
solicitud de indemnización por falta de servicio de los órganos del 
Estado proveniente de los mismos hechos. Asimismo, al derecho a 
restitución no le será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo 
del artículo 42 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, que fija 
texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, 
Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración 
del Estado. 
El titular podrá hacer presente al tribunal respectivo, en cualquier 
etapa del proceso y hasta antes de que dicte la referida sentencia, 
su intención de ejercer el derecho establecido en el presente 
artículo. Esta comunicación no alterará la competencia del 
tribunal ni lo obligará a emitir un pronunciamiento. 
 
 
Artículo 13.- El procedimiento para hacer efectivo lo señalado en el 
artículo anterior se iniciará mediante la presentación de una 
solicitud fundada, la que será realizada por el titular de la 
Resolución de Calificación Ambiental anulada o dejada sin efecto 
ante el Ministerio de Hacienda dentro del plazo de treinta días 
hábiles, contados desde que haya quedado firme y ejecutoriada la 
sentencia judicial respectiva. 
La solicitud deberá individualizar los gastos directos y efectivos 
realizados por el solicitante, acompañando los antecedentes 
contables y documentales que los respalden. 
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Recibida la solicitud, el Ministerio de Hacienda procederá de 
inmediato a realizar el nombramiento de una comisión de tres 
miembros encargada de determinar el monto que debe ser 
reparado. 
 
Los miembros de esta comisión serán profesionales de distintas 
especialidades y serán remunerados, de acuerdo con el 
procedimiento fijado por el Reglamento dictado por el Ministerio 
de Hacienda. 
Los peritos designados por el Ministerio de Hacienda deberán 
aceptar el cargo por escrito, jurando desempeñarlo con fidelidad y 
en el menor tiempo posible, dentro del plazo de tres días hábiles 
contados desde que se les hubiere notificado el nombramiento. Si 
el o los peritos no aceptaren el cargo, el Ministerio de Hacienda 
designará los peritos que fueren necesarios para completar el 
número de miembros que integrarán la comisión. 
La comisión deberá constituirse dentro del décimo día hábil de 
aceptado el cargo por sus integrantes, tomará sus acuerdos por 
mayoría de votos y dispondrá de un plazo de quince días hábiles 
para evacuar el informe, contado desde que se constituya.  
El informe deberá elaborarse observando las siguientes reglas: 

4. Solo se consideran los montos que hayan sido acreditados 
a través de contabilidad separada y exclusiva del proyecto 
o actividad; y, 

5. No se considerarán los gastos asociados a obras, acciones o 
faenas que hayan dado lugar a daño ambiental declarado 
por sentencia firme y ejecutoriada dictada por el Tribunal 
Ambiental competente. 

6.  
El informe de la comisión deberá señalar el monto del pago que se 
deberá realizar al titular de la Resolución de Calificación Ambiental 

Recibida la solicitud, el Ministerio de Hacienda procederá de 
inmediato a realizar el nombramiento de una comisión de tres 
miembros encargada de determinar el monto que debe ser 
restituido. 
 
Los miembros de esta comisión serán profesionales de distintas 
especialidades y serán remunerados, de acuerdo con el 
procedimiento fijado por el Reglamento dictado por el Ministerio 
de Hacienda. 
Los peritos designados por el Ministerio de Hacienda deberán 
aceptar el cargo por escrito, y jurarán desempeñarlo con fidelidad y 
en el menor tiempo posible, dentro del plazo de tres días hábiles 
contados desde que se les hubiere notificado el nombramiento. Si 
el o los peritos no aceptaren el cargo, el Ministerio de Hacienda 
designará los peritos que fueren necesarios para completar el 
número de miembros que integrarán la comisión. 
La comisión deberá constituirse dentro del décimo día hábil de 
aceptado el cargo por sus integrantes y tomará sus acuerdos por 
mayoría de votos.  
 
El informe deberá elaborarse con observancia de las siguientes 
reglas: 
1. Solo se consideran los montos que hayan sido acreditados a 
través de contabilidad separada y exclusiva del proyecto o 
actividad; y, 
2. No se considerarán los gastos asociados a obras, acciones o 
faenas que hayan dado lugar a daño ambiental declarado por 
sentencia firme y ejecutoriada dictada por el Tribunal Ambiental 
competente. 
El informe de la comisión deberá señalar el monto de la restitución 
que se deberá realizar al titular de la Resolución de Calificación 



 

 

 

                        

ANÁLISIS LEGISLATIVO www.socioecologiacostera.cl  

anulada, determinándose expresa y fundadamente sobre la cuantía 
de los gastos rechazados. 
Para los efectos señalados en los incisos anteriores, la comisión 
podrá requerir antecedentes complementarios al titular, solicitar 
informes técnicos, ambientales o contables a los órganos de la 
Administración del Estado que estime pertinentes y ordenar 
verificaciones sobre la contabilidad acompañada. La comisión 
tendrá la obligación de despachar su informe dentro del plazo de 
diez días, aun cuando no se hubieren evacuado los reportes o 
informes correspondientes. 
Las inhabilidades o excusas de los peritos por causas sobrevinientes 
a sus designaciones serán resueltas sin forma de juicio por el 
Ministerio de Hacienda. 

El perito culpable del retardo en la constitución de la comisión o en 
la evacuación de su informe, será reemplazado en ella. Además, 
será sancionado con una multa de media unidad tributaria mensual 
por cada día de atraso, con un máximo de diez unidades tributarias 
mensuales. Esta sanción la aplicará el tribunal competente en única 
instancia, previa audiencia de las partes a la que deberán concurrir 
con sus medios de prueba y que se celebrará con la parte que asista. 
 

Artículo 16.- El titular de la Resolución de Calificación Ambiental 
anulada y el Ministerio de Hacienda podrán reclamar judicialmente 
del monto fijado por la comisión, dentro del plazo de 20 días hábiles 
contados desde la notificación del informe de la comisión al titular, 
ante la Corte de Apelaciones. 

 

Ambiental anulada o dejada sin efecto, determinándose expresa y 
fundadamente sobre la cuantía de los gastos rechazados. 
Para los efectos señalados en los incisos anteriores, la comisión 
podrá requerir antecedentes complementarios al titular, solicitar 
informes técnicos, ambientales o contables a los órganos de la 
Administración del Estado que estime pertinentes y ordenar 
verificaciones sobre la contabilidad acompañada. La comisión 
tendrá la obligación de despachar su informe dentro del plazo de 
quince días, contado desde que se constituya, aun cuando no se 
hubieren evacuado los reportes o informes correspondientes. 
 
Las inhabilidades o excusas de los peritos por causas sobrevinientes 
a sus designaciones serán resueltas sin forma de juicio por el 
Ministerio de Hacienda. 
 
El perito culpable del retardo en la constitución de la comisión o en 
la evacuación de su informe será reemplazado en ella. Además, será 
sancionado con una multa de media unidad tributaria mensual por 
cada día de atraso, con un máximo de diez unidades tributarias 
mensuales. Esta sanción la aplicará el tribunal competente en única 
instancia, previa audiencia de las partes a la que deberán concurrir 
con sus medios de prueba y que se celebrará con la parte que asista. 
 
Artículo 14.- El titular de la Resolución de Calificación Ambiental 
anulada o dejada sin efecto y el Ministerio de Hacienda podrán 
reclamar judicialmente del monto fijado por la comisión, dentro del 
plazo de quince días hábiles contados desde la notificación del 
informe de la comisión al titular, ante la Corte de Apelaciones de 
Santiago. 
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Artículo 17.- Se tendrá como definitivo el monto fijado por la 
comisión si el titular o el Ministerio de Hacienda no dedujeren 
reclamo en el plazo establecido en el artículo anterior.  

Vencido dicho plazo sin que se haya deducido reclamo alguno, el 
Ministerio de Hacienda deberá pagar el monto correspondiente, 
dentro del plazo de treinta días hábiles o desde la fecha de la 
resolución judicial que resuelva el reclamo respectivo. Si, por el 
contrario, alguna de las partes deduce reclamación el pago se 
realizará una vez que exista sentencia firme y ejecutoriada.  

 

Artículo 18.- En la reclamación el recurrente indicará el monto que 
estima debe restituirse por la anulación de la Resolución de 
Calificación Ambiental respectiva. 
La Corte de Apelaciones dará traslado a la parte contraria, por el 
término de diez días hábiles. Evacuado el traslado o teniéndosele 
por evacuado en rebeldía, se podrá abrir un término de prueba, si 
así se estima necesario, el que se regirá por las reglas de los 
incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.  
   
Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial 
para su informe y a continuación se ordenará traer los autos en 
relación. La vista de esta causa gozará de preferencia.   
 
La Corte de Apelaciones, en su sentencia, si da lugar al reclamo, 
determinará el monto a reparar.   
 
En contra de la sentencia definitiva procederá solo el recurso de 
casación en la forma y el fondo, de conformidad a las reglas del 
Código de Procedimiento Civil.  
 

Artículo 15.- Se tendrá como definitivo el monto fijado por la 
comisión si el titular o el Ministerio de Hacienda no dedujeren 
reclamo en el plazo establecido en el artículo anterior. 
Vencido dicho plazo sin que se haya deducido reclamo alguno, el 
Ministerio de Hacienda deberá pagar el monto correspondiente, 
dentro del plazo de treinta días hábiles o desde la fecha de la 
resolución judicial que resuelva el reclamo respectivo. Si, por el 
contrario, alguna de las partes deduce reclamación, el pago se 
realizará una vez que exista sentencia firme y ejecutoriada. 
 
 
Artículo 16.- En la reclamación el recurrente indicará el monto que 
estima debe restituirse por la anulación o decisión de dejar sin 
efecto a la Resolución de Calificación Ambiental respectiva. 
La Corte de Apelaciones dará traslado a la parte contraria, por el 
término de diez días hábiles. Evacuado el traslado o teniéndosele 
por evacuado en rebeldía, se podrá abrir un término de prueba, si 
así se estima necesario, el que se regirá por las reglas de los 
incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil. 
 
Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial 
para su informe y a continuación se ordenará traer los autos en 
relación. La vista de esta causa gozará de preferencia.   
 
Si la Corte de Apelaciones da lugar al reclamo, en su sentencia 
determinará el monto a restituir. 
 
En contra de la sentencia definitiva procederá solo el recurso de 
casación en la forma y el fondo, de conformidad a las reglas del 
Código de Procedimiento Civil 
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Artículo 19.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley 
N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales: 

4) Reemplázase el primer párrafo del numeral 8) del 
artículo 17 por el siguiente: 

“8) Conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que 
resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un 
acto administrativo de carácter ambiental, exceptuándose la 
resolución de calificación ambiental, según lo dispuesto en el 
artículo 24 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio 
Ambiente. El plazo para la interposición de la acción será de treinta 
días contados desde la notificación de la respectiva resolución.”.  

5) Agrégase en el artículo 24 los siguientes incisos finales, 
nuevos:  

“Sin perjuicio de lo anterior, en caso de que las medidas cautelares 
detengan o impidan, total o parcialmente, el desarrollo de un 
proyecto que cuente con Resolución de Calificación Ambiental 
favorable, o de cualquier modo suspendan sus efectos, estas 
tendrán una duración máxima de treinta días corridos, pudiendo 
renovarse por prórrogas de igual plazo únicamente previa solicitud 
de parte, con citación y mediante resolución fundada del Tribunal. 
Las resoluciones que concedan o denieguen dichas medidas 
cautelares, o sus renovaciones, serán susceptibles de ser apeladas 
ante la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga 
asiento el Tribunal, en un plazo de diez días. La apelación se 
concederá en el sólo efecto devolutivo, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 192 del Código de Procedimiento Civil.  
En ningún caso una medida cautelar, de cualquier clase, podrá 
extenderse por más de seis meses, a contar de su fecha de 
otorgamiento, contando todas sus eventuales prórrogas. Una vez 

Artículo 17.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 
20.600, que crea los Tribunales Ambientales: 

1. Reemplázase el primer párrafo del numeral 8) del artículo 
17 por el siguiente: 

“8) Conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que 
resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un 
acto administrativo de carácter ambiental, exceptuándose la 
resolución de calificación ambiental, según lo dispuesto en el 
artículo 24 bis de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio 
Ambiente. El plazo para la interposición de la acción será de treinta 
días contados desde la notificación de la respectiva resolución.”.  

2. Agréganse en el artículo 24 los siguientes incisos finales, 
nuevos:  

 
“Sin perjuicio de lo anterior, las medidas cautelares que detengan o 
impidan, total o parcialmente, el desarrollo de un proyecto que 
cuente con Resolución de Calificación Ambiental favorable, o que 
de cualquier modo suspendan sus efectos, tendrán una duración 
máxima de treinta días corridos, pudiendo renovarse por prórrogas 
de igual plazo únicamente previa solicitud de parte, con citación y 
mediante resolución fundada del Tribunal. Las resoluciones que 
concedan o denieguen dichas medidas cautelares, o sus 
renovaciones, serán susceptibles de ser apeladas ante la Corte de 
Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el 
Tribunal, en un plazo de diez días. La apelación se concederá en el 
sólo efecto devolutivo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
192 del Código de Procedimiento Civil. 
En ningún caso una medida cautelar, de cualquier clase, podrá 
extenderse por más de seis meses a contar de su fecha de 
otorgamiento, contando todas sus eventuales prórrogas. Una vez 
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transcurrido el plazo señalado anteriormente, las medidas 
cautelares caducarán de pleno derecho.”.  
 

6) Reemplázase el primer inciso del artículo 26 por el 
siguiente: 

“Artículo 26.- Recursos. En estos procedimientos sólo serán 
apelables las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la 
demanda, las que aprueben o rechacen las medidas cautelares o sus 
prórrogas, las que reciban la causa a prueba y las que pongan 
término al proceso o hagan imposible su continuación. De este 
recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio 
jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado 
la resolución apelada.”.  
 
Artículo 20.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley 
N° 21.600, que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas 
y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas: 

3. Reemplázase el inciso segundo del artículo octavo 
transitorio por el siguiente: 

"El Ministerio del Medio Ambiente, dentro del plazo de cinco años 
contado desde la publicación señalada y previa dictación del 
reglamento contemplado en el artículo 29, dictará un decreto 
supremo para determinar los mencionados sitios prioritarios que 
pasarán a regirse por los efectos de la presente ley.".  
 

4. Reemplázase el inciso primero del artículo duodécimo 
transitorio por el siguiente: 

“Los reglamentos referidos en esta ley deberán dictarse dentro del 
plazo de cuatro años contado desde su publicación.”. 

transcurrido el plazo señalado anteriormente, las medidas 
cautelares caducarán de pleno derecho.”. 
 
3. Reemplázase el inciso primero del artículo 26 por el siguiente: 
 
“Artículo 26.- Recursos. En estos procedimientos sólo serán 
apelables las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la 
demanda, las que aprueben o rechacen las medidas cautelares o sus 
prórrogas, las que reciban la causa a prueba y las que pongan 
término al proceso o hagan imposible su continuación. De este 
recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio 
jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado 
la resolución apelada.”. 
 
Artículo 18.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 
21.600, que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas: 

1. Reemplázase el inciso segundo del artículo octavo 
transitorio por el siguiente: 

 
“El Ministerio del Medio Ambiente, dentro del plazo de cinco años 
contado desde la publicación señalada y previa dictación del 
reglamento contemplado en el artículo 29, dictará un decreto 
supremo para determinar los mencionados sitios prioritarios que 
pasarán a regirse por los efectos de la presente ley.”. 
 

2. Reemplázase el inciso primero del artículo duodécimo 
transitorio por el siguiente: 

“Los reglamentos referidos en esta ley deberán dictarse dentro del 
plazo de cuatro años contado desde su publicación.”. 

ARTICULOS TRANSITORIOS ARTICULOS TRANSITORIOS 
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Artículo décimo tercero transitorio.-  Dentro del plazo de un año 
desde la fecha de publicación de la presente ley, el Ministerio del 
Medio Ambiente deberá dictar nuevos reglamentos relativos a la 
Evaluación Ambiental Estratégica y al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 7° ter y 13 de la ley N° 19.300, respectivamente, a fin de 
adecuarlos a las modificaciones introducidas por la presente ley. 
 
Artículo décimo cuarto transitorio.- El procedimiento señalado en 
los artículos 14 y siguientes de esta ley solo tendrá lugar respecto de 
las resoluciones de calificación ambiental que hayan sido otorgadas 
desde el 21 de abril de 2026 en adelante y anuladas con 
posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

 

Artículo décimo quinto transitorio.- El reglamento al que se refiere 
el artículo 15 de la presente ley, deberá dictarse por el Ministerio 
de Hacienda en el plazo de tres meses desde la publicación de la 
presente ley. 
 
Artículo décimo sexto transitorio.- A los seis meses desde la 
entrada en vigencia del artículo 25 septies de la ley N° 19.300, 
agregado por el artículo 13 N° 7 de esta ley, el Ministerio de Medio 
Ambiente y el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo 
realizarán una evaluación conjunta del funcionamiento de dicho 
procedimiento. Esta evaluación deberá finalizar con un informe que 
tendrá una recomendación favorable o desfavorable para que la 
implementación de dicho régimen sea obligatorio para todos los 
procedimientos de evaluación ambiental. 
 

Artículo décimo tercero transitorio.- Dentro del plazo de un año 
desde la fecha de publicación de la presente ley, el Ministerio del 
Medio Ambiente deberá dictar nuevos reglamentos relativos a la 
Evaluación Ambiental Estratégica y al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 7° ter y 13 de la ley N° 19.300, respectivamente, a fin de 
adecuarlos a las modificaciones introducidas por la presente ley. 
 
Artículo décimo cuarto transitorio.- El procedimiento señalado en 
los artículos 14 y siguientes de esta ley solo tendrá lugar respecto 
de las resoluciones de calificación ambiental que hayan sido 
otorgadas y anuladas o dejadas sin efecto desde la entrada en 
vigencia de la presente ley. 
 
 
Artículo décimo quinto transitorio.- El reglamento al que se refiere 
el artículo 13 de la presente ley deberá dictarse por el Ministerio de 
Hacienda en el plazo de tres meses contado desde su publicación. 
 
 
Artículo décimo sexto transitorio.- A los seis meses desde la entrada 
en vigencia del artículo 25 septies de la ley N° 19.300, agregado por 
el artículo 13, número 7, de esta ley, el Ministerio de Medio 
Ambiente y el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo 
realizarán una evaluación conjunta del funcionamiento de dicho 
procedimiento. Esta evaluación deberá finalizar con un informe que 
tendrá una recomendación favorable o desfavorable para que la 
implementación de dicho régimen sea obligatoria para todos los 
procedimientos de evaluación ambiental. 
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En caso de que el informe al que se refiere el inciso anterior sea 
favorable, se faculta al Presidente de la República para que, dentro 
del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta 
ley, establezca mediante un decreto con fuerza de ley, expedido a 
través del Ministerio de Medio Ambiente, las normas necesarias 
para establecer dicho procedimiento como obligatorio. 

En caso de que el informe al que se refiere el inciso anterior sea 
favorable, se faculta al Presidente de la República para que, dentro 
del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta 
ley, establezca mediante un decreto con fuerza de ley, expedido a 
través del Ministerio de Medio Ambiente, las normas necesarias 
para establecer dicho procedimiento como obligatorio. 
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